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Presentación

Con la presente edición (Volumen 2, N° 1), Perspectivas arriba con gran éxito a su segundo año de
vida, consolidando el esfuerzo de la CAF por difundir la investigación académica en temas clave
relacionados con el desarrollo sostenible de América Latina. Con sólo tres ediciones publicadas hasta
el momento, esta publicación ya se ha transformado en un importante espacio de información y
análisis del acontecer económico y social latinoamericano y en un efectivo puente que aproxima a la
academia con la discusión de las políticas públicas y los requerimientos del sector privado de la región.

De circulación semestral, Perspectivas  cuenta entre sus autores –además de los economistas y otros
profesionales de la CAF– a diversos investigadores invitados que aportan nuevos enfoques y pro-
puestas innovadoras e independientes. Lo que se persigue con los documentos reseñados es que
sirvan como instrumento auxiliar en la toma de decisiones y contribuyan a propiciar soluciones a los
numerosos desafíos que se le presentan a la región.

En la presente edición se presentan cuatro documentos de investigación que giran en torno a un
debate que ha cobrado fuerza en años recientes, relacionado con el rol que tienen los recursos natura-
les en el crecimiento. El mismo surge por la percepción de que la abundancia de dichos recursos no es
beneficiosa para los países y que, incluso, podría llegar a ser perjudicial1 . Sin embargo, en años
recientes este debate ha permitido concluir que el problema está en la estrategia de desarrollo que han
seguido los países con abundantes recursos y no en los recursos en sí2 . Tal es la razón que motivó a
analizar en Perspectivas  la estrategia para el desarrollo con abundancia de recursos.

En primer lugar, el profesor de Economía de la Universidad Federal de Río de Janeiro, Jorge Chami,
aborda el tema de los mercados de productos exportados por Latinoamérica. Tradicionalmente se ha
visto a los productos primarios como poco dinámicos en los mercados internacionales, a pesar del
crecimiento importante de las exportaciones de la región en estos rubros a lo largo de la última década

1 El trabajo precursor de este debate es Sachs, Jeffrey y Andrew Warner, 1995, “Natural Resource
Abundance and Economic, Growth”, NBER Working Paper n. 5398, NBER, Cambridge.

2 En este sentido se recomienda ver Maloney, William, 2002, “Missed Opportunities: Innovation and
Resource-Based Growth in Latin America”, Economia, Vol. 3 No. 1, pp 111-151.



del siglo XX3 . Este trabajo propone una nueva clasificación de los productos según el comportamien-
to de los precios en los mercados internacionales, la cual muestra la presencia de productos “diferen-
ciados” y “no diferenciados” (que podríamos llamar commodities) y analiza la distribución de estos
grupos de productos en relación con la estructura y el comportamiento de sus exportaciones a los
distintos países. Con esta clasificación, el autor deja en evidencia que las exportaciones de productos
diferenciados tienden a ser mucho más dinámicas que las de grupos homogéneos que siguen una ley
de precios. En su estudio encuentra que el dinamismo en sí varía considerablemente dentro de cada
categoría de productos tomada en cuenta. Por ejemplo, el dinamismo del grupo de alta tecnología se
concentra en muy pocos productos dentro del mismo grupo, por lo que ser un exportador de produc-
tos no basados en recursos –o inclusive de productos de alta tecnología no basados en recursos– no
ofrece garantía alguna de que esa especialización sea dinámica. Por el contrario, puede ocurrir que un
país exporte productos ubicados dentro de un grupo generalmente poco dinámico, pero, al lograr
diferenciarlos, se especialice en un subconjunto de productos muy dinámicos, como es el caso de Chile.

Dado que los productos que la región exporta no pueden ser catalogados como poco dinámicos, sigue
la pregunta de cómo aprovecharlos para el desarrollo del resto de la economía. En el siguiente trabajo,
Carlos Guaipatín, research fellow del Banco Interamericano de Desarrollo, propone la creación de clusters
alrededor de los recursos naturales, como una alternativa para ir incorporando estos sectores al aparato
productivo y, al mismo tiempo, ir añadiendo valor a nuestras exportaciones. El autor relata las leccio-
nes que se pueden obtener de experiencias latinoamericanas exitosas en el desarrollo de los mismos.

Finalmente, no sólo hace falta pensar en agregar valor a los productos de exportación: también es
importante revisar las políticas relacionadas con el uso de los mismos. Los dos últimos documentos de
investigación se enfocan alrededor de este tema. En primer lugar, José Miguel Orozco, investigador y
docente en Política y Legislación Forestal, hace un análisis comparativo del desarrollo del sector
forestal de Bolivia y Colombia para mostrar la importancia de una legislación forestal adecuada. Por
su parte, Marc J. Dourojeanni, presidente de ProNaturaleza, informa cómo la falta de un marco
regulatorio implica la pérdida de actividades económicas potenciales que se pueden generar alrededor
de las áreas protegidas en Brasil.

3 Kouzmine, Valentine (2003). “Mercados nuevos y tradicionales para la exportación de productos
básicos latinoamericanos al final del siglo XX”, División de Comercio Internacional e Integración,
CEPAL y Kuwayama, Mikio y J. Durán Lima, 2003, “La calidad de la inserción internacional de
América Latina y el Caribe en el comercio mundial”, CEPAL, Serie Comercio Internacional N° 26.
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El presente trabajo tiene como objetivos principales examinar los patrones de especialización de las
importaciones en los países latinoamericanos y, al mismo tiempo, ver si éstos se relacionan con el
desempeño de las importaciones de esos países. Se asume que un mejor desempeño de exportación
estimulará el crecimiento económico. Ante la especialización general de América Latina en productos
basados en recursos naturales, el trabajo se concentra en la interrogante de si es posible o no que un
país especializado en productos basados en recursos naturales tenga altas tasas de crecimiento de las
exportaciones y de la economía en general.

Son muchas las formas de clasificar productos y, por ende, de definir patrones de especialización. La
práctica convencional ha consistido en aplicar alguna medida de intensidad tecnológica para definir
los patrones de especialización de un país. Sin embargo, muy pocos productos basados en recursos
naturales clasifican, de hecho, como productos de alta tecnología. En este trabajo se intenta catalogar
los productos basados en recursos naturales de acuerdo al papel que desempeñan los precios en el
mecanismo mediante el cual los países compiten en los mercados internacionales de productos espe-
cíficos y, a la larga, ganan o pierden participación en éstos.

En una segunda sección se analiza algunos efectos teóricos de la integración comercial sobre la espe-
cialización, el progreso tecnológico y el crecimiento económico. Además, se revisa la categorización
de la OCDE para los productos de alta tecnología y se describe la metodología para una nueva clasi-
ficación de bienes comercializados con base en su grado de diferenciación. Por otro lado, se analiza
algunas implicaciones de política. Posteriormente se trata el desarrollo del comercio mundial por

Especialización y crecimiento de las exportaciones
en América Latina: naturaleza de la competencia de
productos entre diferentes exportadores
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grupos de productos, catalogados de acuerdo a su nivel de manufactura e intensidad tecnológica.
También se analiza la distribución de estos grupos de productos por países, relacionándola con el
desempeño en términos de las exportaciones. Al final de esta sección se estudia el desempeño de las
exportaciones de los países latinoamericanos hacia Estados Unidos, usando un análisis de participa-
ción de mercado constante. Luego se aplica la nueva clasificación a un grupo de 51 productos basa-
dos en recursos naturales, excluyendo los bienes relacionados con energía, y a doce máquinas em-
pleadas en la producción de bienes basados en recursos naturales. La dinámica de cada grupo de
productos se usa entonces para analizar el desempeño de las exportaciones de algunos países latinoa-
mericanos hacia Estados Unidos. Por último se presentan las conclusiones del trabajo.

ESPECIALIZACIÓN, PROGRESO TECNOLÓGICO Y CRECIMIENTO

Marco teórico

La principal referencia teórica del presente trabajo se encuentra en la literatura que trata de integrar
las teorías del comercio y el crecimiento, en la cual se ha desarrollado un gran número de modelos
dinámicos. Grossman y Helpman (1991) resumen algunos de estos modelos, y analizan los efectos de
la integración sobre la innovación y el crecimiento en un marco de equilibrio general entre dos países.
Aquí se examinan algunos de sus resultados.

En el largo plazo, el crecimiento económico es el resultado del avance tecnológico. En los modelos
de crecimiento neoclásicos tradicionales se asume que el progreso tecnológico es exógeno. Éste
sería un supuesto adecuado “si los avances del know-how industrial se derivaran automáticamente
de descubrimientos fundamentales y si la investigación básica estuviera orientada principalmente
por fuerzas ajenas al mercado”1 .

Una forma de que el avance tecnológico sea endógeno es suponer que las fuerzas del mercado pue-
den asignar recursos hacia la Investigación y el Desarrollo (I&D), lo que genera innovación y creci-
miento. En los modelos de Grossman y Helpman (G&H), las nuevas tecnologías son endógenas y se
derivan de acciones intencionales de agentes económicos que perciben oportunidades de obtener
beneficios. Las empresas asignan recursos a la I&D cuando esperan una ganancia. La mayoría de las
veces estas ganancias se presentan en forma de rentas económicas en mercados de productos que
operan en una competencia imperfecta. Por lo tanto, las ganancias monopólicas son la base del creci-
miento económico en estos modelos.

Los logros en la innovación se materializan en dos tipos de nuevos productos o insumos: los sustitutos
imperfectos de los existentes y aquellos que son sustitutos perfectos. Con el primer tipo de nuevo

1 Grossman y Helpman (1991), p.334.
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producto o insumo, la economía se expande horizontalmente a medida que se agregan nuevos pro-
ductos a los ya existentes. Con el segundo tipo, la economía se expande verticalmente a medida que
los productos o insumos nuevos y de mejor calidad hacen que los existentes pasen a ser obsoletos. El
modelo de variedad de expansión capta el primer tipo de innovación, mientras que el modelo de
calidad creciente de productos (escaleras de calidad) capta el segundo tipo. En el mundo real, por
supuesto, las economías se pueden expandir horizontal y verticalmente al mismo tiempo pues
coexisten ambos tipos de productos.

G&H desarrollan estos modelos sumando tres sectores: tradicional (donde no hay innovación), indus-
tria de alta tecnología (donde se aplica la innovación) e I&D (donde se crea la innovación). Se supone
que este último sector (I&D) es el más intenso en términos de capital humano, mientras que el tradi-
cional es el menos intenso. Frente a este escenario y, suponiendo que los derrames tecnológicos
(spillovers) son globales, el tamaño del país, la dotación de capital humano y el inventario de conoci-
mientos acumulados contribuyen a la competitividad del país en términos de investigación.

Los logros en la investigación generan oportunidades de exportación hasta el grado en que los
innovadores aprenden cómo producir bienes mejores, diferentes o más baratos que los de sus compe-
tidores en el extranjero. En el largo plazo, tanto el patrón de especialización del país como su creci-
miento económico son resultado de esta competitividad en la investigación. Cuando los derrames
(spillover) tecnológicos son nacionales, las condiciones iniciales, determinadas históricamente, se
vuelven cruciales para el patrón de especialización y el crecimiento de los países a largo plazo.

Por lo tanto, un resultado posible es que los países pequeños y/o con pocos recursos en términos de
capital humano y con un inventario relativamente pequeño de conocimientos específicos del país
tienden a especializarse en sectores tradicionales y no innovadores, a exportar productos de baja
tecnología y a crecer más lentamente. Por otra parte, las economías grandes, bien dotadas con capital
humano e inventarios relativamente grandes de conocimientos específicos del país, tienden a especia-
lizarse en sectores innovadores, a exportar productos de alta tecnología y experimentar altas tasas de
innovación y crecimiento.

Cuestiones empíricas

Del marco teórico anterior se puede derivar un gran número de cuestiones empíricas. Si se espera que
los países más competitivos en investigación crezcan más rápidamente y exporten productos de alta
tecnología, empíricamente se debería encontrar una relación positiva entre las tasas de crecimiento
económico y los niveles de especialización en los sectores y bienes de alta tecnología entre países.
Sin embargo, para abordar esta cuestión, es necesario poder definir, medir e identificar los sectores y
productos de alta tecnología en forma significativa y práctica.
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Una discusión conceptual y teórica sobre cómo definir y medir la tecnología podría escapar al alcance
de este trabajo. En este caso basta decir que una industria de alta tecnología es aquella que la produce
(productos o insumos mejores, diferentes o más baratos) o la usa en forma intensiva. También se
espera que sea la “que se expanda más fuertemente en el comercio internacional y cuyo dinamismo
ayude a mejorar el desempeño en otros sectores (derrame o spillover)”2 .

Varios factores pueden ser utilizados para medir el nivel tecnológico de un sector. Hatzichronoglou
(1977) menciona los siguientes: intensidad de I&D, personal técnico y científico, tecnología repre-
sentada a través de patentes, licencias y know-how, cooperación técnica estratégica entre compañías,
rápida obsolescencia de los conocimientos disponibles y de la rotación de equipos, etc.3 .

Sin embargo, es necesario tomar en cuenta que los investigadores están restringidos por los datos de
los que disponen para las clasificaciones internacionales existentes para sectores y productos. A mi
mejor entender, el principal esfuerzo sistemático para clasificar de acuerdo con el contenido tecnoló-
gico ha sido el realizado por la OCDE4 . Es ampliamente reconocido que no existe una manera perfec-
ta para identificar y medir el contenido de tecnología de una industria o producto y para determinar los
puntos de corte entre las diferentes categorías.

En la clasificación de sectores que efectúa la OCDE por contenido de tecnología aplica el concepto de
intensidad directa e indirecta de I&D. La primera se mide a través del cociente entre los gastos en I&D
y la producción o valor agregado por la industria, y trata de captar el esfuerzo industrial para producir
tecnología. La segunda, mide los gastos en I&D personificados en bienes intermedios y de capital
comprados por la industria, a través del uso de matrices de insumos-producción, y trata de captar la
difusión de la tecnología o el nivel de intensidad con que se utiliza en una industria particular. Luego
se calcula la suma de la intensidad directa e indirecta de I&D para clasificar las industrias manufac-
tureras en cuatro grupos: alta tecnología, tecnología media-alta, tecnología media-baja y baja tecnología.

De forma de identificar los productos de alta tecnología, la OCDE calcula los gastos en I&D sobre las
ventas totales por producto a nivel de cinco dígitos de la Clasificación Uniforme para el Comercio
Internacional (SITC), Revisión 3. La intensidad indirecta de I&D no se aplica en este nivel de
desagregación para definir productos de alta tecnología. En principio, los productos de alta tecnología
no tienen que pertenecer a una industria de alta tecnología. Por lo tanto, se podría calcular entonces una
proporción real de alta tecnología de una industria, excluyendo de ésta todos los productos que no sean
de alta tecnología. Sin embargo, en este nivel de agregación, muchos productos fabricados por sectores

2 Hatzichronoglou (1997), p. 4.
3 Ibíd., p.8.
4 Ver Mani (2000) y Hatzichronoglou (1997) donde se presenta una breve historia de los esfuerzos de

la OCDE y otros.
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de tecnología media y baja, pero con altos niveles de gastos en I&D con respecto a las ventas totales, no
podrían considerarse de alta tecnología en forma justificable y se excluyeron de la lista de la OCDE sobre
la base de opiniones de expertos. En consecuencia, la OCDE sólo publica una lista de productos de
alta tecnología, que sean considerablemente consistentes con las industrias clasificadas como de alta
tecnología5 , aunque  incluye algunos productos fabricados por industrias de tecnología media-alta.

Cabe mencionar que algunos sectores pueden tener una mayor intensidad tecnológica en un país,
pero menos en otro. Por esta razón, la OCDE clasifica el contenido de tecnología de cada industria
manufacturera sobre la base de un promedio ponderado entre un gran número de sus países miem-
bros. Por otra parte, el contenido de tecnología de los productos se considera independiente del país
donde son fabricados.

Hatzichronoglou (1997) reconoce algunas de las principales limitaciones del método aplicado por la
OCDE para clasificar sectores y desarrollar listas del grupo de productos de alta tecnología por su
contenido. En primer lugar, la intensidad de I&D es una característica muy importante de la alta
tecnología, pero no es la única. En segundo lugar, las mediciones de intensidad de I&D están sesgadas
contra los sectores y períodos en los que el volumen de ventas o la producción aumentan más rápida-
mente que el gasto en I&D, como resultado de una fuerte demanda en crecimiento o un esfuerzo de
mercadeo excepcionalmente vigoroso. También están sesgados porque toda la investigación se atri-
buye a la principal actividad de las empresas que conforman dicho sector. Los productos de alta
tecnología no pueden ser seleccionados exclusivamente a través de métodos cuantitativos, a menos
que se adopte un nivel relativamente alto de agregación. Recurrir a la opinión de expertos ayuda a
aminorar este problema, pero los resultados no pueden ser reproducidos fácilmente en su totalidad
por otro grupo de especialistas. Dado que la decisión no se basa exclusivamente en medidas cuan-
titativas, es difícil clasificar productos en orden ascendente o descendente. Por último, los datos no
son comparables con otros datos industriales, pues la información publicada por otras agencias
sobre valor agregado, empleo y formación de capital fijo bruto, por ejemplo, no están disponibles
en el nivel de los productos.

La falta de datos suficientemente desagregados es otra limitación, obligando a definir el método
que se va a aplicar a industrias y productos para niveles de agregación todavía elevados. Una
empresa con un alto grado de gastos en I&D con respecto a las ventas puede producir un producto
cuyo ensamblaje final consista en operaciones simples que se pueden ubicar en cualquier país con
mano de obra barata. En este caso, aunque es muy probable que el producto se clasifique como de
alta tecnología de acuerdo con los parámetros de la OCDE, no debería haber sido considerado como

5 La concordancia entre SITC Rev. 3 (clasificación por productos) e ISIC Rev. 2 (clasificación por
sectores) arroja una lista de productos por sectores clasificados conforme a su intensidad en
cuanto a I&D.
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un producto de alta tecnología6 . Por lo tanto, los “países con bajas capacidades tecnológicas pueden
parecer tecnológicamente avanzados, lo que ofrecería una idea incorrecta del desempeño industrial.
Este problema no se resuelve refinando los datos disponibles sobre el valor agregado de manufactura
(MVA) y exportaciones”7 .

Una nueva clasificación para bienes comercializados

Ante las limitaciones discutidas antes con respecto a la metodología de la OCDE para categorizar
productos de alta tecnología y por el hecho de que la OCDE la aplica únicamente a bienes manufac-
turados, se propone aquí una nueva clasificación para complementar la lista de productos de alta
tecnología desarrollada por la OCDE. La idea es catalogar los bienes comercializados, especialmente
los productos basados en recursos naturales, sean manufacturados o no manufacturados, como pro-
ducto homogéneos, diferenciados y altamente diferenciados.

Los productos que siguen la Ley del Precio Único (LOP) se consideran homogéneos. Esta Ley esta-
blece que estos productos deben comercializarse al mismo precio, independientemente de dónde se
vendan, siempre y cuando el precio se exprese en la misma moneda y se tome debida cuenta de los
costos de transferencia8 . Cualquier diferencia de precio se debería eliminar rápidamente mediante
arbitraje de bienes. Por lo tanto, los países deberían especializarse como exportadores o importadores
de estos productos y no discriminarían entre mercados domésticos y de exportación.

Formalmente, una versión estricta de la LOP se puede expresar como9 :

Pi*/ Pj* = 1, (1)

donde P
i
* y P

j
* son los precios domésticos pagados en un mercado determinado por el mismo bien (o

bienes sustitutos perfectos) importado de los países i y j, respectivamente. Son precios CIF (costo,
seguro y flete) más impuestos de importación, de modo que se deben expresar como:

Pi* = (Pi/Ei) (1+t i), (2)

donde Pi es el precio de exportación CIF en la moneda del país i, Ei es el tipo de cambio que
relaciona el valor de la moneda del país i con una unidad de la moneda del mercado y ti es el arancel

6 Esta es una razón por la que la intensidad indirecta de I&D no debería aplicarse para definir un
producto de alta tecnología en oposición a una industria de alta tecnología, ni siquiera si pudiera
medirse el alto nivel de desagregación.

7 UNIDO (2002), box 2.1, p.30.
8 Aquí se incluyen costos de transporte, barreras arancelarias y no arancelarias.
9 Ver Chami Batista y Silveira (2003).
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de importación ad valorem (más cualquier equivalente ad valorem no arancelario) para el país i.

Una versión más débil de la LOP permitiría una diferencia de precio (prima), pero no variaciones en
los precios relativos:

d(Pi*/ P j*)/dt = 0           (3)

La hipótesis detrás de la Ley del Precio Único es que los proveedores son seguidores de precios en
mercados perfectamente competitivos. La intersección entre las curvas de oferta y demanda globales
determina el precio de equilibrio mundial, el cual debería variar de acuerdo con la ubicación de la
entrega, pero los precios relativos de los diferentes países exportadores deben permanecer constantes
en cada ubicación.

Por otra parte, los modelos de bienes diferenciados (BD) suponen que un bien básico producido por
un país es un sustituto imperfecto en la demanda para el “mismo” bien producido por otro país. De
acuerdo con la Convención de Armington (1969), aquí nos referimos a estos bienes básicos como
bienes y al producido por un país en particular como un producto. Se asume que los cambios del precio
de un producto modificarán los precios relativos y las cantidades relativas demandadas por el mercado.

Formalmente, los modelos BD con frecuencia suponen que10 :

Q
i
*/ Q

j
*= F (P

i
*/ P

j
*), donde F’<0, ó           (4)

d(Qi*/ Qj*)/(Qi*/ Qj*)= f [d(Pi*/ Pj*)/(P i*/ Pj*)],donde f ’<0. (5).

Asumiendo que la elasticidad de sustitución de precios a largo plazo es constante, se tiene que:

d(Q
i
*/ Q

j
*)/(Q

i
*/ Q

j
*)= ? d(P

i
*/ P

j
*)/(P

i
*/ P

j
*), donde ? es la elasticidad de sustitución a largo plazo

de Armington entre dos productos.

Así, para clasificar los productos basados en recursos naturales como homogéneos (LOP), diferencia-
dos (DIF) y altamente diferenciados (ALTAM DIF), se someterán a pruebas econométricas las series
temporales de precios de importación mensuales de Estados Unidos desde 1996 hasta 2003 por
productos y país de origen. Cuando mediante una prueba ADF (prueba de Dickey Fuler Aumentada)
se encuentra que la serie temporal de los precios de importación relativos desde un par de países que

10 Siguiendo nuevamente a Armington (1969), planteamos la hipótesis independiente, es decir, las tasas
de substitución marginales entre dos productos cualquiera del mismo tipo deben ser independientes
de las cantidades de los productos de todas las demás clases. Y las funciones del índice de cantidad,
que relacionan la cantidad de un bien con las de sus productos, deben ser lineales y homogéneas.
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exportan un producto determinado a Estados Unidos es estacionaria, el producto se clasifica como
homogéneo, pues sigue la Ley del Precio Único (LOP).

Si la prueba encuentra que la serie de precios relativos de importación es no estacionaria, el producto
se considera diferenciado (DIF). En este caso, también se investiga la serie temporal de cantidades
relativas del mismo producto y un par de países. Si sucede que es no estacionaria, se realizan varias
pruebas de cointegración de Johansen, a fin de buscar una ecuación de cointegración entre las dos
series no estacionarias. Si se encuentra una ecuación de cointegración, y la elasticidad a largo plazo de
las cantidades relativas con respecto a los precios relativos es negativa, el producto simplemente se
clasifica como diferenciado (DIF). Esto significa que los países expanden su volumen de exportacio-
nes en forma relativa a sus competidores por medio de la reducción de sus precios relativos.

Si la elasticidad de sustitución de precios a largo plazo resulta ser positiva, o si no se determina ningu-
na relación a largo plazo entre precios relativos y cantidades, se clasifica el producto como altamente
diferenciado (ALTAM DIF). Esto significa que la competencia internacional de estos productos no
está basada predominantemente en diferencias de precios.

El crecimiento económico y la nueva clasificación

¿Cuál es la relación entre esta clasificación de productos y el crecimiento económico? La idea es que
los retornos de las nuevas tecnologías ocurran mayormente en forma de rentas económicas en merca-
dos de productos que operan en competencia imperfecta, como se ha visto en modelos teóricos. Las
ganancias monopólicas proporcionan el impulso para el crecimiento económico en estos modelos. Si
un producto sigue la ley del precio único, significa que las empresas son seguidoras de precios que
operan en competencia perfecta. Por lo tanto, las empresas no obtienen rentas económicas a largo
plazo. Se presume que las ganancias por productividad en la elaboración de productos homogéneos
se difunden rápidamente entre competidores.

Los exportadores de productos diferenciados, por otra parte, operan en mercados de productos imper-
fectamente competitivos. Las empresas tienen cierto nivel de poder monopólico y son determinadoras
de precios. Con el fin de diferenciar sus productos, o que éstos sigan siendo distintos a los de sus
competidores, los exportadores necesitan innovar y, presumiblemente, obtener retornos en forma de
rentas económicas.

Sin embargo, en tanto los exportadores puedan ganar participación en el mercado por medio de re-
ducciones de precios, el grado de diferenciación se puede considerar relativamente pequeño. Por
ende, cuando la competencia es muy insensible a los cambios de precios, los productos se pueden
considerar altamente diferenciados y, es probable que la tasa de innovación sea mayor entre exportadores
de estos productos. De hecho, aunque Carlin et al. (2001) encontraron que los gastos en I&D no
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habían sido capaces de ayudar a que los costos de mano de obra unitarios relativos explicaran el
desempeño de las exportaciones de los países de la OCDE durante el período 1970-1992, estos auto-
res encontraron evidencia de que la sensibilidad del desempeño de las exportaciones a estos costos
tiende a ser menor en industrias de alta tecnología.

Es más, es bien conocido que los exportadores de un producto diferenciado pueden preferir mantener
su precio de exportación relativamente estable y así cambiar su margen de ganancias cuando se mo-
difican los costos unitarios, como sucede, por ejemplo, cuando varía el tipo de cambio. Cuando las
variaciones de los tipos de cambio se transmiten en su totalidad a los precios relativos, se dice que los
exportadores han pasado completamente por el cambio de costos. Cuando los exportadores absorben,
al menos, una parte de las variaciones del tipo de cambio en sus márgenes de ganancias para mante-
ner estable el precio de destino, se dice que están fijando precios según el mercado11 .

En esta literatura, Yang (1998) encuentra evidencia empírica de que los exportadores de productos
altamente diferenciados no fijan precios según el mercado tanto como los exportadores en otras in-
dustrias. Esto resulta cierto cuando la diferenciación de productos se mide a través de la proporción
entre trabajadores fuera del área de producción y el total de empleados, la proporción entre científicos
e ingenieros respecto al total de empleados, o mediante un índice comercial intraindustrial. Sin em-
bargo, no es así, cuando la diferenciación de productos se mide por la intensidad de la publicidad.
Aparentemente esto implica que las tasas de ganancias son mayores para los exportadores de produc-
tos altamente diferenciados, que se pueden considerarse como intensos en alta tecnología, al menos
cuando la diferenciación se mide a través de la proporción de científicos e ingenieros con respecto al
total de empleados.

Por lo tanto, los países especializados en productos homogéneos probablemente no alcancen a aque-
llos especializados en productos diferenciados. La especialización en productos diferenciados y alta-
mente diferenciados probablemente requiera competitividad en investigación, lo que produciría ma-
yores tasas de innovación y crecimiento en los países que los exportan.

Implicaciones de las políticas

Si la integración comercial induce a una especialización relativa en las industrias estancadas, redu-
ciendo las actividades de I&D en la economía de un país, es muy tentador proponer políticas guberna-
mentales de reasignación de recursos que favorezcan a las industrias, productos y actividades de I&D
de alta tecnología. Pero ¿cuáles son las industrias estancadas/no innovadoras? ¿Cuáles son las ra-
zones tras la reducción de las actividades de I&D? ¿Acaso se debe simplemente a la integración
económica? ¿Se relaciona con el patrón de especialización?

11 Ver Krugman (1987).
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G&H han argumentado que “cuando los derrames tecnológicos son locales, al fortalecer los incenti-
vos de la investigación privada, el gobierno de un país rezagado tecnológicamente puede ‘nivelar el
campo de juego’, entonces una nación que de lo contrario se especializaría en manufacturas tradicio-
nales se puede transformar en un exportador de bienes de alta tecnología”12 . Sin embargo, cuando los
derrames tecnológicos son mundiales, alegan que los incentivos para I&D pueden convertir a un expor-
tador de bienes de alta tecnología en un importador, pues mayor capital humano se dedica a la I&D.

Frente a un desarrollo industrial altamente desequilibrado, en el que unos pocos países en desarrollo
han registrado éxitos permanentes y espectaculares, y un gran número de otros países han experimen-
tado fracasos prolongados y estrepitosos, sólo es natural preguntar si estas disparidades se corregirán
por sí solas con el tiempo. Se ha argumentado que no será así. “Los impulsores estructurales del
desarrollo industrial son lentos, difíciles y cambiarlos es costoso; además, el nuevo escenario mundial
no hace más que aumentar su importancia. Algunos de los impulsores pueden mejorar sólo a través
de una mayor dependencia de las fuerzas del mercado. Pero la mayoría necesita un fuerte apoyo en
términos de política”13 . Lo anterior puede ser correcto, pero ¿qué políticas deben ponerse en práctica?

Las fuerzas del mercado no operan en un vacío; éstas requieren de reglas, leyes, instituciones y polí-
ticas adecuadas. Bien puede ser que el lento crecimiento en algunos países sea resultado de la falta de
instituciones que conduzcan a la acumulación de capital humano y físico que recompensen el esfuer-
zo innovador. Estas instituciones “incluyen el estado de derecho en general (en oposición al capricho
burocrático), la seguridad de la propiedad privada, leyes de contratos comerciales, un mecanismo
funcional para los pagos internos (por ejemplo, un sistema bancario que funcione), derechos de propie-
dad intelectual y una reducción al mínimo de la corrupción gubernamental”14 . Una mal manejo de las
políticas, que conduzca a inflación o inestabilidad política, también puede ser la raíz de la lentitud del
crecimiento. No existe ninguna razón para culpar al comercio por el estancamiento, ni tampoco conside-
rar, a priori , a las políticas industriales como parte esencial de la estrategia para estimular el crecimiento.

Los modelos teóricos producen predicciones ambiguas sobre los efectos del bienestar de la integra-
ción económica, así como políticas de subsidios para la I&D o del fortalecimiento de la protección a
la propiedad intelectual. “En el centro de esta ambigüedad se encuentra el intercambio entre la com-
petencia en la fijación de precios –que aumenta el bienestar social pues abarata los bienes antiguos,
pero reduce el incentivo para inventar nuevos– y el monopolio temporal en nuevas innovaciones
–que promueve los incentivos al asegurar recompensas de invención para el monopolista, pero
también impide la divulgación útil de la innovación–”15 .

12 Grossman y Helpman (1991), p.339.
13 UNIDO (2002), p.28.
14 USITC (1997), p.2-13.
15 USITC (1997), p.2-10.



DOCUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 17

DINAMISMO Y ESTRUCTURA DEL COMERCIO MUNDIAL

Importaciones mundiales: 1987-2000

Para examinar el dinamismo y la estructura del comercio mundial, se recopilaron datos sobre las
importaciones mundiales16  desde 1987 hasta 2000. El Cuadro 1 (ver pág. 48) desglosa las importa-
ciones mundiales en diferentes grupos de productos, de acuerdo con su intensidad tecnológica y nivel
de recursos17 . Ante nuestra inquietud por el desempeño relativo de los productos basados en recursos
naturales, las importaciones mundiales se dividieron en dos grupos: productos basados en recursos y
no basados en recursos. Los primeros son, a su vez, desglosados en bienes primarios (excluyendo el
crudo), agroindustriales, relacionados con energía, manufacturas de baja tecnología y manufacturas
de alta tecnología. Los productos de alta tecnología se clasifican de acuerdo con la proporción entre
gastos en I&D y el total de ventas18. Los productos no basados en recursos se dividen en manufactu-
rados de baja tecnología y de alta tecnología.

Las cifras del Cuadro 1 revelan que el comercio de productos basados en recursos naturales tendió
a expandirse más lentamente que el de los productos no basados en recursos para todos los perío-
dos examinados19 . Los productos primarios presentaron el peor desempeño. El comercio de pro-
ductos agroindustriales creció por encima del promedio de los basados en recursos para todo el
período, pero fue inferior al promedio en los períodos más recientes. Además, incluso el comercio
de manufacturas basadas en recursos, el de mejor desempeño en el grupo de productos basados en
recursos, se expandió menos que el total de importaciones mundiales. La tasa de crecimiento co-
mercial de los productos relacionados con energía, debido al reflejo del dinamismo del crudo, fue
igual al promedio de productos basados en recursos para todo el período, pero creció más rápida-
mente en los períodos recientes. Dentro de los productos no basados en recursos, el comercio de
manufacturas de alta tecnología resultó ser el más dinámico en todas las categorías. Por otra parte,
dentro de los productos basados en recursos, el comercio de manufacturas de alta tecnología fue el
más lento en todas las categorías.

16 Base de datos de las Naciones Unidas, en la que los productos se clasifican de acuerdo con la Clasi-
ficación Uniforme para el Comercio Internacional  (SITC), Revisión 3. En toda esta sección se ha
usado desagregados en niveles de tres y cinco dígitos. Siempre que sea posible, las importaciones
mundiales se utilizan como medida del comercio mundial, pues estos datos, por lo general, se consi-
deran más exactos que los de exportaciones.

17 Ver Apéndice A.1 donde se presenta la lista de productos en cada categoría.
18 La opinión de expertos también ayudó a catalogar estos productos. Ver la clasificación de OCDE en

Hatzichronoglou (1997).
19 Las tasas de crecimiento se calcularon sobre la base del coeficiente de una línea ajustado por OLS a

los datos de comercio en forma logarítmica. Considerar sólo los años inicial y final tendería a distor-
sionar las tasas de expansión.
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Obsérvese que al excluir los productos relacionados con la energía e ignorar la distinción entre baja y
alta tecnología, el Cuadro 1 muestra que el comercio tiende a ser más dinámico para los grupos de
productos que están menos relacionados con recursos naturales, mientras nos movemos de productos
primarios a agroindustriales, manufacturados basados en recursos y no basados en recursos. Sin em-
bargo, cabe mencionar que en cuanto a las manufacturas de baja tecnología, la tasa de crecimiento de
las manufacturas basadas en recursos ha sido mayor que la de las no basadas en recursos.

El Cuadro 2 (ver pág. 49) muestra las participaciones de cada categoría en las importaciones mundia-
les entre 1987 y 2000. Revela que los productos basados en recursos alcanzaron una participación
mucho menor en las importaciones mundiales que los productos no basados en recursos, y la brecha
se ha hecho mayor en ese período. Dentro de los productos basados en recursos, la importancia de los
bienes primarios ha decrecido significativamente y ahora corresponde aproximadamente a una parti-
cipación similar a la del crudo. De hecho, los productos que pasan por cierto tipo de procesamiento
industrial que, en líneas generales, excluyen los productos primarios y el crudo, equivalen a casi 88%
del total de las importaciones mundiales. Vale la pena mencionar que el comercio de manufacturas20

también aumentó de 70% de las importaciones mundiales en 1987 a 80% en 200021 . Las manufactu-
ras basadas en recursos de alta tecnología ocupan una participación mínima y decreciente en las
importaciones mundiales. Por otra parte, el comercio de productos no basados en recursos y de alta
tecnología ha duplicado su participación en las importaciones mundiales entre 1993 y 2000, y ahora
ocupa casi un quinto del total. No obstante, los bienes manufacturados no basados en recursos y de
baja tecnología, si bien descienden, siguen correspondiendo a casi la mitad de las importaciones mun-
diales, mientras que los manufacturados de baja tecnología basados en recursos mantienen una parti-
cipación firme del 9% de las importaciones mundiales.

Si se observa ahora la composición de las exportaciones mundiales22  por grupos de productos y
países23  en el Cuadro 3 (ver pág. 50), se puede ver que los países desarrollados, salvo en el caso del
crudo, ocupan una proporción mucho mayor del comercio mundial que los otros países en conjunto.
Pero el grupo de países no desarrollados revela una ventaja comparativa24  en los productos basados

20 SITC de 5 a 9.
21 Las manufacturas correspondieron a aproximadamente 55% del total del comercio mundial en 1980.

Mani (2001) hace la misma observación.
22 SITC, Rev.3, nivel de tres a cinco dígitos.
23 La lista de países desarrollados fue tomada de las Naciones Unidas, y básicamente incluye Estados

Unidos, Canadá, los países de Europa Occidental, Japón, Australia, Nueva Zelanda, Israel y Sudáfrica.
Todos los otros países se consideran como no desarrollados, incluyendo tanto a las economías en
desarrollo como las que se encuentran en transición. El Apéndice A.2 muestra la lista de países
incluidos en los cuadros 3 y 4.

24 La ventaja comparativa revelada se mide como la relación entre la participación mundial de las
exportaciones de un país en un grupo de productos en particular y la participación mundial del total
de exportaciones de ese país (o grupo de países).
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en recursos naturales que son no manufacturados. Por otra parte, el grupo de países desarrollados revela
una ventaja comparativa en las manufacturas basadas en recursos y en las manufacturas de baja tecnología
no basadas en recursos. Es interesante observar que los países desarrollados ya no revelan una ventaja
comparativa en los bienes manufacturados de alta tecnología no basados en recursos, debido al impre-
sionante aumento en la participación de unos cuantos países asiáticos en las exportaciones mundiales de
estos productos25 . Obsérvese que las ventajas comparativas presentadas por América Latina siguen
estando bien establecidas dentro de los grupos de productos no manufacturados basados en recursos.

El Cuadro 4  (ver pág. 51) muestra que aunque los productos basados en recursos siguen siendo más
importantes en la estructura de exportación de los países no desarrollados que en el grupo de países
desarrollados, los bienes manufacturados de alta tecnología no basados en recursos tienen un peso
ligeramente mayor en la estructura de exportación de los países no desarrollados que de los países
desarrollados. Nuevamente, los países de Asia emergente26  son básicamente responsables por esta situa-
ción. De hecho, las manufacturas de alta tecnología no basadas en recursos presentan participaciones
muy altas en el total de las exportaciones de países como Filipinas (38,5%), Singapur (33,3%), Malasia
(29,7%) y la República de Corea (20,5%). No está claro hasta qué punto estos países han desarrolla-
do la capacidad tecnológica para producir estos bienes o si simplemente los están ensamblando27 .

Si observamos en mayor detalle la composición de las exportaciones de los países latinoamericanos
en el Cuadro 5 (ver pág. 52), se puede ver que a México le corresponde casi la mitad de las exporta-
ciones de América Latina, y presenta una estructura de exportación bastante diferente a la de otros
países de la región. Este país revela una ventaja comparativa sólo en cuanto a crudo, entre los grupos
de productos basados en recursos, y en manufacturados de baja tecnología entre los grupos de pro-
ductos no basados en recursos. Excluyendo a México, las ventajas comparativas de América Latina
están bien definidas dentro de los productos basados en recursos. Brasil es el principal país responsa-
ble de la ventaja comparativa de América Latina en manufacturas de alta tecnología basadas en recur-
sos y, junto con Chile, por la ventaja comparativa en manufacturados de baja tecnología basados en
recursos. Costa Rica es el único país latinoamericano con una ventaja comparativa en bienes manu-
facturados de alta tecnología no basados en recursos.

El Cuadro 6 (ver pág. 53) muestra claramente que, sin México, los productos basados en recursos
siguen ocupando casi dos tercios del total de las exportaciones latinoamericanas28 . Por otra parte, los

25 UNIDO, (2002).
26 Se trata del Sur de Asia, incluyendo China.
27 Mani (2001) ha definido esto como el debate del artefacto estadístico y argumenta que en los casos

de Corea y, mucho más Singapur, parece existir capacidad local para diseñar, fabricar y exportar
bienes de alta tecnología. Tailandia y Filipinas parecen estar en el otro extremo con una capacidad
muy pequeña (relativamente hablando), mientras que Malasia estaría en una posición central.

28 Si se incluye México, los productos basados en recursos abarcarían sólo 43% del total de exportacio-
nes de América Latina (ver Cuadro 4).
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productos no basados en recursos representan 83% de las exportaciones mexicanas. Ante este peso
en las exportaciones mundiales, las manufacturas de baja tecnología no basadas en recursos constitu-
yen el principal grupo de exportaciones de América Latina, particularmente México. Pero los produc-
tos primarios, crudo, los productos agroindustriales y los manufacturados de baja tecnología basados
en recursos también ocupan participaciones significativas de las exportaciones de esta región29 .

Al examinar con un nivel mayor de desagregación la composición y dinámica de las importaciones
mundiales en el período entre 1996 y 2000 (nivel de 5 dígitos CIIU, Rev. 3), emergen algunas nuevas
características del comercio mundial. Las importaciones mundiales muestran un nivel muy alto y
creciente de concentración, cuando los primeros 20 productos30  por valor representan 27% del total
de importaciones de 3.112 productos 31 , aumentando de 25% en 1996 a 30% en 2000. Entre estos 20
primeros productos, el Gráfico 1 muestra que los de baja tecnología no basados en recursos ocupan la
participación más grande dentro de estas importaciones, pero los productos de alta tecnología no
basados en recursos y los productos relacionados con la energía también tienen participaciones signi-
ficativas. Por lo tanto, excluyendo el crudo y otros bienes relacionados con la energía, no hay bienes
basados en recursos entre los primeros 20 productos, y los productos de alta tecnología están propor-
cionalmente mucho mejor representados entre los primeros productos que en el total del comercio
mundial. Los 100 primeros productos ocupan 45% de las importaciones mundiales, aumentando de
43% en 1996 a 49% en 2000. De nuevo, el Gráfico 2 muestra que los bienes manufacturados de baja
y de alta tecnología no basados en recursos ocupan la mayoría del valor de importación de los 100
primeros. Los bienes relacionados con energía tienen una participación significativa, mientras que
aquellos manufacturados de baja tecnología basados en recursos, los agroindustriales y los primarios
ocupan una proporción muy pequeña del total.

Entre los primeros 20 productos, cuatro pertenecen a la industria de computadoras y máquinas para
oficinas, cuatro a de vehículos a motor, tres a la petrolera, tres a la electrónica y telecomunicaciones,
dos a la aeroespacial y uno a cada de las siguientes industrias: farmacéutica, máquinas no eléctricas,
prendas de vestir y accesorios y calzado.

Tal como ya lo indica el creciente nivel de concentración, durante el período en estudio, los primeros
productos crecieron más rápidamente que el promedio en el comercio mundial. Los primeros 20 se
expandieron 8,2% anual desde 1996 y hasta 2000, mientras que los primeros 100 lo hicieron 6,9%
por año, en comparación con la tasa de crecimiento de 4,2% anual del total de las importaciones

29 Aunque el conjunto de datos, el período incluido en el análisis y el desglose por países y grupos de
productos fueron algo diferentes, el panorama general en este caso es bastante similar al que se
muestra en Lall (2000).

30 Ver Apéndice A.3 donde se muestra una lista completa de los primeros 20 productos.
31 Menos el sector 9.
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mundiales. Dividiendo los productos en forma descendente en cuatro partes iguales en valor de im-
portación, el Gráfico 3 muestra claramente que el dinamismo aumenta abruptamente cuando ascen-
demos en la lista. Esto se debe en gran parte a algunas manufacturas de alta tecnología no basadas en
recursos muy importantes, que están a la cabeza de la lista y son bastante dinámicas.
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Al examinar en mayor detalle el grupo de bienes manufacturados de alta tecnología32 , puede obser-
varse que están sumamente concentrados en unos pocos productos, pues los primeros 2033  de los 221
productos ocupan aproximadamente dos tercios del total de exportaciones de manufacturas de alta
tecnología en el período 1996-200034 . Estos primeros 20 productos tienden a tener las más altas tasas
de crecimiento y, por tanto, son responsables del dinamismo del grupo de productos de alta tecnología
no basados en recursos. En otras palabras, el promedio no ponderado de las tasas de crecimiento para
los productos de este grupo es mucho menor (3,3%) que el promedio ponderado (9,5%), lo que
refleja el hecho de que el comercio para la mayoría de los productos de alta tecnología no fue dinámi-
co en absoluto durante el período – la tasa de crecimiento de las importaciones mundiales de 124
manufacturas de alta tecnología fue en realidad inferior a la del total de importaciones mundiales en el
período, y 74 manufacturas de alta tecnología presentaron de hecho tasas de crecimiento negativas.
Aparentemente, este punto no ha sido observado en la literatura, pues se tiende a analizar el desempe-
ño del grupo de productos de alta tecnología como un todo.

Las exportaciones de productos de alta tecnología no basados en recursos están muy concentradas en
dos industrias: electrónica/telecomunicaciones y computadoras/máquinas de oficina. Tal como se
muestra en el Gráfico 4, en conjunto éstas ocupan dos tercios de las exportaciones mundiales de
productos de alta tecnología. Mani (2000) muestra que las exportaciones de productos de alta

32 SITC, Rev.3, nivel de 5 dígitos.
33 Ver Apéndice A (4) donde es muestra la lista de estos primeros 20 productos de alta tecnología.
34 La concentración aumentó de 49,6% en 1993 a 69,8% en 2000.
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tecnología desde los países en desarrollo están incluso mucho más concentradas en estas dos in-
dustrias que las de los países desarrollados, alcanzando 87% del total para el primer grupo y 57%
para el segundo35 .

La concentración de exportaciones de productos de alta tecnología por países también es extremada-
mente alta. El Cuadro 7 (ver pág. 54) muestra que los primeros 5 exportadores abarcan 54% del total
de las exportaciones de alta tecnología en el período 1996-2000, los 10 primeros alcanzan 75%, y los
primeros 25 el 96%36 . México ocupa la posición número 13 como exportador. El grupo de países
desarrollados engloba 73% de las exportaciones mundiales de productos de alta tecnología, mientras
que los países no desarrollados son responsables del 26,8%. Sólo los países emergentes de Asia abar-
can 22,4% de estas exportaciones, pues muchos de ellos se encuentran entre los primeros 25 países,
mientras que América Latina tiene sólo 2,9% de este mercado. Dentro de América Latina, el Cuadro 8
(ver pág. 55) muestra que México está a la cabeza con 78% de las exportaciones de productos de alta
tecnología de la región. Brasil está en segundo lugar con 12,5% de estas exportaciones y Costa Rica
ocupa el tercero con una sorprendente participación de 4,6%.

En contraste con los bienes manufacturados de alta tecnología, los productos basados en recursos37 ,
salvo los productos relacionados con energía, están mucho menos concentrados tanto en términos de

35 Los datos son de 1997.
36 Esta distribución por países es muy similar a la de 1998 presentada por UNIDO (2002), p.31,

aunque Taiwán fue incluido en esa base de datos, pero no en ésta.
37 SITC, Rev.3, nivel de cinco dígitos.
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productos como de países. Los primeros 20 productos corresponden al 21% de las exportaciones de
1.133 productos para el período entre 1996 y 2000. El Cuadro 9 (ver pág. 56)  muestra que los primeros
5, 10 y 25 países ocupan 38%, 55% y 83% de estas exportaciones, respectivamente. Es interesante
mencionar que los primeros nueve pertenecen al grupo de países desarrollados. China es el décimo y
Brasil el décimo tercero. Únicamente hay dos países no desarrollados entre los primeros 15 y ocho entre
los primeros 25. De 1.125 productos basados en recursos en el nivel de cinco dígitos para los cuales
se pueden calcular las tasas de crecimiento, sólo 216 resultaron dinámicos (la tasa de crecimiento es
superior a 4,2% anual) en el período 1996-2000, y ocupan apenas 21% del total de exportaciones de
productos basados en recursos, o un mero 4% del total de importaciones mundiales en el período.

El Gráfico 5 muestra que las tasas de crecimiento de las exportaciones en el período comprendido
entre 1990 y 2000 estuvieron relacionadas negativamente con la participación de los productos basa-
dos en recursos naturales en el total de exportaciones de los principales países en Latinoamérica y el
Este de Asia en el período 1996-2000. México y Costa Rica, los dos países con mejor desempeño en
términos de exportaciones en América Latina para ese período tienen las participaciones más bajas en
la región con respecto a los productos basados en recursos dentro de sus exportaciones. El desempeño de
las exportaciones brasileras fue decepcionante, si se considera que tiene una participación mucho menor
de productos basados en recursos que los países con un mejor desempeño, como Argentina y Chile.
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Importaciones estadounidenses: 1989-2002

Al igual que con las importaciones mundiales, las importaciones de Estados Unidos se descompusie-
ron en los mismos grupos de productos. En el Cuadro 10 (ver pág. 56) se puede ver que el dinamismo
de las importaciones estadounidenses en el período entre 1989 y 2002 fue muy similar al observado
para las importaciones mundiales desde 1987 hasta 2000. La tasa de crecimiento de las importaciones
de productos basados en recursos fue inferior a la de los no basados en recursos. Los manufacturados
de alta tecnología no basados en recursos fueron el grupo con más actividad, mientras que los manu-
facturados de alta tecnología basados en recursos fue el grupo menos dinámico de todos. El dinamis-
mo aumenta cuando pasamos de bienes primarios a bienes relacionados con la energía, y luego a
productos agroindustriales y manufacturados.

Sin embargo, para los dos períodos más recientes, de 1993 a 2002 y de 1996 a 2002, las tasas de
crecimiento de los productos basados en recursos han sido mayores que las de los productos no basa-
dos en recursos. Esto se ha dado, en parte, por el aumento de las importaciones estadounidenses de
bienes relacionados con la energía, especialmente crudo, pero también a causa de la firme expansión
de importaciones de bienes manufacturados de baja tecnología basados en recursos, mientras que la
tasa de crecimiento de manufacturas de alta tecnología no basadas en recursos descendió abruptamente.
De hecho, la tasa de crecimiento de las importaciones de manufacturas basadas en recursos de baja
tecnología ha seguido siendo mayor que las manufacturas no basadas en recursos tanto en 1989-2002
como en períodos recientes. Por otra parte, las importaciones de bienes primarios, los productos
agroindustriales y los manufacturados de alta tecnología basados en recursos han mantenido una
lenta tasa de crecimiento a lo largo de estos períodos.

La estructura de las importaciones de Estados Unidos que se presenta en el Cuadro 11 (ver pág. 57) es
muy similar a la de las importaciones mundiales, aunque tiende a tener una proporción mayor de
productos no basados en recursos que las importaciones mundiales, pues se trata de un país que posee
numerosos recursos naturales. En realidad, los productos no basados en recursos aumentaron de un
poco más de 70% a principios de los 90 a más de 76% a mediados de la misma década, debido, en
gran parte, al aumento en las importaciones de alta tecnología. Sin embargo, los basados en recursos
naturales descendieron nuevamente a 71% en 2001-2002, básicamente como resultado de una caída
en los productos de baja tecnología no basados en recursos, a pesar de que las importaciones de
productos de alta tecnología también cayeron en los dos últimos años.

Desempeño comercial de Latinoamérica en el mercado
estadounidense: 1996-2002

En esta sección se aplica un análisis de participación de mercado constante a las importaciones norte-
americanas desde países latinoamericanos. El modelo de participación de mercado constante (CMS)
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considera explícitamente los efectos de la demanda de importaciones, composición de productos y
competitividad, sobre las variaciones en los ingresos por exportaciones desde un país en particular en
un mercado dado. El modelo se puede expresar de la manera siguiente:

donde:

Xi es el valor de las exportaciones del producto i del país foco;
r es la tasa de crecimiento de las importaciones de EUA entre los períodos t y t-1; y
ri es la tasa de crecimiento de las importaciones de EUA del producto i entre los períodos

t y t-1.

El modelo divide en dos efectos básicos la diferencia entre el aumento del valor de las exportaciones
de un país durante un período determinado y el aumento que sería necesario a fin de que mantuviera
su participación en el mercado (el efecto de la demanda). Una diferencia positiva significa que el país
ha aumentado su participación en el mercado, mientras que una diferencia negativa indica una reduc-
ción de esa participación. El primer efecto (medido por el primer término al lado derecho de la ecua-
ción anterior) –identificado como el efecto del producto, es decir, la composición de la mercancía
exportada– calcula hasta qué punto las ganancias (pérdidas) de participación en el mercado se pueden
atribuir a la concentración de las exportaciones en bienes para los cuales la demanda crece más rápi-
damente (o lentamente) en términos relativos. El segundo efecto (medido por el segundo término en
la derecha de la ecuación) –identificado como el efecto de la competitividad – se calcula como el
residuo y estima hasta qué nivel los factores diferentes al efecto del producto pueden explicar las
ganancias o pérdidas de participación en el mercado38 .

Los países latinoamericanos ganaron participación de mercado en las importaciones estadounidenses
en 2002 en comparación con 1996. Esta ganancia fue equivalente a US$ 22 mil millones ó 10,6% de
sus exportaciones a Estados Unidos en 2002. Los efectos de la competitividad y composición del
producto fueron positivos en este período, y el primero correspondió a 80% de la ganancia total.

38 Ver Leamer y S tern (1970) para un análisis detallado del modelo de participación constante de
Mercado y Chami Batista y Azevedo (2001) para una aplicación reciente de este modelo a las impor-
taciones de Estados Unidos.
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Sin embargo, como lo indica el Cuadro 12a (ver pág. 58), el grupo de productos no basados en
recursos fue responsable de este efecto positivo, mientras que el grupo de bienes básicos basados en
recursos contribuyó negativamente con la ganancia latinoamericana en términos de efectos de la
competitividad y de composición del producto39.

Es interesante mencionar que dentro del grupo de manufacturas no basadas en recursos, los bienes de
baja tecnología correspondieron a la mayor parte de las ganancias. Esto se debió, en gran medida, al
efecto de la composición del producto indicado en  el Cuadro 12c (ver pág. 62), pues las manufactu-
ras de alta tecnología no basadas en recursos cubrieron la mayor parte del efecto de la competitividad
(Cuadro 12b, ver pág. 60). En otras palabras, América Latina ha mejorado sustancialmente su
competitividad en los bienes manufacturados no basados en recursos durante el período, especial-
mente en bienes de alta tecnología, pero el crecimiento relativamente lento de estas importaciones
estadounidenses de alta tecnología desde 1996 hasta 2002 significó que el grupo de bienes de baja
tecnología permitiera mayores ganancias en valor absoluto40 .

Por otra parte, las pérdidas de América Latina en bienes primarios y aquellos relacionados con la
energía, fueron resultado de la falta tanto de competitividad como de dinamismo en estos bienes.
Mientras que la ganancia en productos agroindustriales fue el resultado de ganancias de competitividad,
pues el efecto de la composición del producto para este grupo de bienes básicos fue negativo. Sin
embargo, las ganancias en manufacturas basadas en recursos fueron el resultado de los efectos posi-
tivos de competitividad y composición del producto, salvo para los bienes manufacturados de alta
tecnología basados en recursos, lo que reveló poco dinamismo. Obsérvese que para América Latina,
en general, la falta de dinamismo de las importaciones de productos basados en recursos alcanzó
80% de la pérdida de la región en este sector.

No obstante, el Cuadro 12 también muestra que hay diferencias importantes entre los países que
conforman América Latina. Por un lado, México, Honduras, Brasil, Guatemala, Chile y Costa Rica
fueron los grandes ganadores en el mercado de importaciones de Estados Unidos41 . Por el otro,

39 Ver la tabla 12, partes (b) y (c) donde se pueden observar los efectos de la competitividad y la
composición del producto, respectivamente. La fórmula para el efecto de la competitividad sigue
siendo la misma cuando las exportaciones se descomponen en grupos tales como productos basados
y no basados en recursos. Pero el elemento del lado izquierdo de la ecuación (2) se debería calcular
como:                                       ,donde M es el total de importaciones de Estados Unidos. El efecto del
producto se puede calcular entonces como residuo.

40 Obsérvese que, como una proporción de las exportaciones, las ganancias en los bienes de alta tecno-
logía no basados en recursos fueron mucho mayores.

41 Estos países se colocaron en orden descendente de acuerdo con sus ganancias como proporción de
sus exportaciones.

  Xi
t – M t .(Xi

t-1   M t-1) 
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República Dominicana, Venezuela y Colombia fueron los grandes perdedores en el mismo mercado,
mientras que Argentina experimentó una pequeña pérdida de participación de mercado en las impor-
taciones totales de Estados Unidos.

Se debe mencionar que los países que alcanzaron las mayores ganancias en valor absoluto, así como
en proporción con sus exportaciones hacia Estados Unidos, también obtuvieron grandes ganancias
en manufacturas no basadas en recursos. México, Honduras, Guatemala y Costa Rica sólo ganaron
por sus ganancias en bienes manufacturados no basados en recursos, pues todos experimentaron
pérdidas de participación de mercado en productos basados en recursos durante el período. Las ga-
nancias que Honduras y Guatemala registraron en participación de mercado en bienes manufactura-
dos no basados en recursos provinieron, en gran medida, de productos de baja tecnología, mientras
que las ganancias de Costa Rica provinieron exclusivamente de productos de alta tecnología.

México, el gran ganador42 , obtuvo ganancias sustanciales tanto en manufacturas no basadas en recur-
sos de alta tecnología como de baja tecnología, y se benefició enormemente de un efecto positivo
considerable de la composición del producto en exportaciones de baja tecnología, y en un grado
mucho menor en productos de alta tecnología. En realidad, la mayoría de los países latinoamericanos
se beneficiaron de grandes y positivos efectos de la composición de productos en sus exportaciones
de bienes manufacturados no basados en recursos, especialmente de baja tecnología. Sin embargo, en
Brasil, Argentina, Guatemala y Venezuela los efectos de la composición de los productos exportados
fueron negativos en las manufacturas no basadas en recursos, lo que indica que el hecho de ser un
exportador de este grupo de productos no ofrece ninguna garantía de que los mercados serán dinámi-
cos. En el caso de Argentina, el lento crecimiento de las importaciones estadounidenses de bienes
basados y no basados en recursos que exporta ese país, compensan con creces las ganancias por
competitividad en ambos tipos de bienes.

En claro contraste con América Latina en general, Brasil y Chile ganaron participación de mercado en
productos basados en recursos naturales. En el caso de Brasil, esta ganancia provino de bienes rela-
cionados con la energía, manufacturas basadas en recursos y productos agroindustriales. Por lo tanto,
la pérdida en bienes primarios fue resultado del efecto de la composición de los productos negativo en
este rubro. Por otra parte, las ganancias de Chile en productos basados en recursos provinieron de
todos los rubros, exceptuando las manufacturas de baja tecnología basadas en recursos. La ganancia
en los bienes primarios resulta extraordinaria, pues Chile fue el único país entre los mayores
exportadores de América Latina en ganar en este grupo de bienes. Todavía más sorprendente es que
esta ganancia en productos primarios fuera resultado de un efecto positivo de la composición del

42 Las ganancias de México, de hecho, fueron mayores que las de América Latina como grupo.
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producto, pues Chile perdió competitividad en estos bienes durante el período. Esto sugiere que los
países se pueden especializar en productos basados en recursos, incluso en bienes primarios, para los
cuales los mercados pueden ser bastante dinámicos.

PRODUCTOS BASADOS EN RECURSOS POR GRADO DE DIFERENCIACIÓN

En esta sección han sido sometidos a prueba y clasificados 51 productos basados en recursos y 13
máquinas que elaboran productos basados en recursos. Este proceso se realizó de acuerdo con la
metodología descrita al inicio de este trabajo43 . Los datos sobre las importaciones mensuales de Esta-
dos Unidos por producto y por país de origen desde 1996 hasta finales de 2002 y, en algunos casos,
hasta julio de 2003, fueron usados para las pruebas y la clasificación de productos. La falta de series
continuas de datos de las importaciones mensuales de Estados Unidos impidió la realización de la
prueba y la clasificación de otra serie de productos.

La mayor parte de los productos se definieron al nivel de 10 dígitos del Sistema Harmonizado (SH),
aunque en algunos casos se pensó que el nivel de ocho dígitos (SH), de seis dígitos (SH) y CIIU de
cinco dígitos eran más apropiados. Tal como se puede ver en secciones anteriores, el nivel de agrega-
ción es extremadamente importante para someter a prueba el papel del precio en el mecanismo a
través del cual los países ganan participación de mercado en un producto en particular. Si el nivel de
agregación es demasiado alto, podría incluir productos que compiten en regímenes diferentes44 . En
otras palabras, podría incluir unos pocos productos que compiten siguiendo la Ley del Precio Único y
otros que, por ejemplo, podrían tener una baja elasticidad de sustitución de precios. El resultado es un
promedio entre una elasticidad de sustitución infinita y una elasticidad cercana a cero. Aunque este
promedio es imposible matemáticamente, es muy posible que se encuentre una cifra entre cero e
infinito para la elasticidad de sustitución. Algunos podrían incluso aplicar esta elasticidad en algunas
simulaciones de acuerdos de libre comercio. Pero, de hecho, se podría emplear igualmente cualquier
otro número arbitrario, lo que probablemente cambiaría por completo los resultados de la simulación.
Si el nivel de agregación es demasiado bajo, podría dejar fuera importantes sustitutos de productos, lo
que podría distorsionar el análisis del papel de los precios en la competencia.

Las importaciones de Estados Unidos de productos realmente clasificados ascendieron a US$ 296 mil
millones entre 1996 y 2002. Esto es equivalente a 36,5% de las importaciones estadounidenses de
productos basados en recursos, excluyendo los productos relacionados con  energía, en el período

43 Los resultados econométricos de estas pruebas están disponibles a solicitud del lector.
44 También puede captar los efectos de la composición del producto, los cuales no se espera que estén

negativamente relacionados con los precios relativos; pero sí los efectos de la competitividad que
pueden estar relacionados negativamente con los precios relativos de los exportadores competidores.
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estudiado. Considerando los productos convertidos al nivel de cinco dígitos de CIIU, la muestra clasi-
ficada sería equivalente a 19% de las importaciones mundiales de productos basados en recursos
entre 1996 y 2000. De hecho, el peso de cada producto tanto en las importaciones mundiales como en
las estadounidenses fue una variable relevante para la selección de la muestra.

El Cuadro 13 (ver pág. 64) muestra la distribución de la muestra por nivel de procesamiento indus-
trial e intensidad tecnológica. Se puede observar que en ella existe una participación menor de pro-
ductos primarios y manufacturados, y una mayor de bienes agroindustriales al compararlos con el
total de las importaciones de Estados Unidos de productos basados en recursos. Sin embargo, la
diferencia no parece ser suficientemente significativa para distorsionar el análisis general, aunque, en
principio, puede distorsionar el patrón comercial de los países específicos.

De los 51 productos, 21 de ellos (41,2%) clasificaron como LOP, 15 (29,4%) como DIF y 15 (29,4%)
como ALTAM DIF. Sin embargo, de acuerdo con su valor de importación, los productos LOP corres-
pondieron a US$ 190.100 millones, los productos DIF a US$ 70.500 millones y ALTAM DIF a
US$35.200 millones. El Gráfico 6 muestra la participación de cada grupo en el total. Por lo tanto, la
mayoría de los productos basados en recursos, salvo los productos relacionados con la energía, pare-
cen ser productos homogéneos que siguen la Ley del Precio Único.

En la muestra de maquinarias, no hubo productos LOP, se encontró que sólo dos eran DIF, mientras
que los otros 11 se clasificaron como ALTAM DIF. Pero las dos máquinas DIF correspondieron a un
tercio (US$ 1.300 millones) del total de importaciones (US$ 4 mil millones), mientras que los otros
11 productos correspondieron a dos tercios (US$ 2.700 millones).
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El Cuadro 14 (ver pág. 64) muestra que, dentro de los productos basados en recursos, y salvo México,
los países latinoamericanos presentan algunas ventajas comparativas en los productos LOP, pero
también lo hacen los países desarrollados y del Este de Asia. México, por su parte, muestra una
ventaja comparativa en productos ALTAM DIF, mientras que los otros países revelan una ventaja
comparativa en productos DIF.

Un panorama completamente diferente surge de la distribución de las importaciones estadouniden-
ses de maquinaria entre los países exportadores45 . El Cuadro 15 (ver pág. 65) muestra que los
países desarrollados abarcan más del 90% del total de las importaciones desde Estados Unidos,
mientras que América Latina toma menos de 5% y el Este de Asia algo más de 2%. Solamente
Alemania abarca 34% de estas importaciones estadounidenses y junto con el Reino Unido, Italia,
Japón y Canadá, abarcan 75% de estas importaciones. Brasil tiene 88,5% de las exportaciones de
América Latina, mientras México llega a 7,1%.

Entre los países latinoamericanos, el Cuadro 16 (ver pág. 65) muestra que México es el primer país
en todas las categorías de productos, con una participación muy considerable en productos ALTAM
DIF. Brasil es segundo en productos LOP, pero pierde esta posición ante Chile en productos DIF,
ALTAM DIF y en el total de productos basados en recursos. Al igual que Chile, Argentina también
mejora su posición cuando pasamos de productos LOP a DIF y ALTAM DIF. Por otra parte, Perú
empeora su posición al pasar de productos LOP a DIF y ALTAM DIF.

El Cuadro 17 (ver pág. 65) muestra que los productos LOP presentaron el dinamismo más bajo
entre 1996 y 2002, expandiéndose 3,5% anual durante el período. La vasta mayoría de productos
mostró una tasa de crecimiento negativa durante el período, pero la elevada tasa de crecimiento de
importaciones de diamantes y su gran importancia entre los productos LOP ayudó a aumentar la
expansión general de este grupo de bienes46 . No obstante, la tasa de crecimiento de productos LOP
fue mucho menor que la de importaciones de Estados Unidos de productos basados en recursos
(salvo los bienes relacionados con la energía).

Por otra parte, el dinamismo de productos DIF y ALTAM DIF fue mucho mayor que el de los
productos LOP47 . De hecho, los productos DIF resultaron ser más dinámicos que los productos
ALTAM DIF en el período en estudio, sobrepasando también la tasa de crecimiento general de las
importaciones estadounidenses de todos los tipos de manufacturados (basados y no basados en
recursos, de baja y de alta tecnología)48.

45 Ver Apéndice A.5 donde aparece una descripción detallada de la maquinaria incluida en la muestra.
46 Ver Apéndice A.6 que muestra las tasas de crecimiento y el total de importaciones de cada producto LOP.
47 Ver Cuadro 17 y Apéndices A.7 y A.8 que incluye las tasas de crecimiento y el total de importaciones

de cada producto DIF y ALTAM DIF.
48 Ver Cuadro 10 donde se presentan las tasas de crecimiento de importaciones estadounidenses.
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Al revisar ahora la estructura de las exportaciones por grupos de países en el Cuadro 18 (ver pág. 66),
se puede observar que los productos LOP alcanzan una proporción muy grande de exportaciones
provenientes de los países de América Latina, excluyendo México. Esta proporción es mucho mayor
que el promedio mundial. México, por su parte, tiene una proporción relativamente baja de productos
LOP en sus exportaciones de productos basados en recursos, mientras que los productos ALTAM
DIF corresponden a más de un tercio de estas exportaciones y los productos DIF a más de 20%. Chile
también tiene una mejor distribución en sus exportaciones de productos basados en recursos entre
productos LOP, DIF y ALTAM DIF. Las participaciones de productos DIF y ALTAM DIF en las
exportaciones argentinas de productos basados en recursos son muy significativas, aunque la mayor
parte de estas exportaciones están clasificadas como productos LOP. La mayor parte de los demás
países, entre éstos Brasil, Perú, Colombia, Ecuador, Guatemala, Venezuela, Costa Rica y Honduras,
por sólo mencionar algunos de los mayores exportadores, tienen una proporción considerablemente
grande de sus exportaciones concentrada en productos LOP.

Para poder observar si la nueva clasificación agrega algo que ayude a explicar el desempeño de las
exportaciones de productos basados en recursos desde los países latinoamericanos hacia Estados Unidos
en el período entre1996 y 2002, se volvió a aplicar el modelo de participación de mercado constante
únicamente a las importaciones estadounidenses de productos basados en recursos naturales (excep-
tuando los bienes relacionados con energía) y a la muestra de productos clasificados por el grado de
diferenciación. Los resultados se presentan en los Cuadros 19 y 20 (ver pág. 67 y 68).

Al final de ambos cuadros es posible observar que América Latina perdió participación de mercado
en el total de productos basados en recursos –excepto los bienes relacionados con energía– en
Estados Unidos y en la muestra en el período de 2002 en comparación con 1996. De hecho, en ese
período únicamente Chile y Venezuela ganaron participación de mercado en Estados Unidos entre
los principales exportadores de latinoamérica. Sin embargo, en la muestra, Argentina y México
ganaron participación de mercado mientras que Venezuela perdió. Los efectos de competitividad
también resultan muy diferentes cuando los resultados de las importaciones estadounidenses de
productos basados en recursos en el Cuadro 19 se comparan con los resultados de la muestra del
Cuadro 20. En el primero América Latina perdió competitividad, mientras que al observar el
segundo ganó con respecto a los últimos.

Como resultado de estas discrepancias, México y Venezuela tienen efectos negativos de la composi-
ción de los productos en la muestra cuando, de hecho, estos efectos fueron positivos para toda la
gama de productos basados en recursos exportados hacia Estados Unidos. No obstante, salvo por
estos dos países, el signo de los efectos de la composición del producto es el mismo para todo el
conjunto de productos basados en recursos y para la muestra, incluyendo el signo positivo de Chile.
Además es precisamente en los efectos de la composición de los productos en lo que debemos concen-
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trarnos cuando se examina la distribución de productos basados en recursos por el nivel de diferencia-
ción, ya que los efectos de competitividad tienen que ver con los cambios de cada país exportador más
que con las características de cada producto, especialmente las dinámicas de los mercados de productos.

El Cuadro 20 muestra los efectos de composición de los productos en la muestra. Se puede observar
que son negativos en los productos LOP para todos los países. Para América Latina como grupo, el
efecto negativo del producto se debe únicamente a los productos LOP, pues los productos DIF y
ALTAM DIF tienen una contribución positiva para el efecto de la composición del producto. El mis-
mo patrón se observa en Argentina, Chile, Costa Rica, República Dominicana, México y Venezuela.
Además, para todos los países que tienen efectos negativos en la composición de productos DIF, la
contribución negativa de los productos LOP siempre es mucho mayor. Finalmente, los efectos de la
composición de los productos ALTAM DIF de todos los países son positivos. En otras palabras, el
dinamismo de los mercados para productos ALTAM DIF contribuyó positivamente con la expansión
de las exportaciones de basados en recursos de todos los países examinados.

Por lo tanto, el desglose de los efectos de composición de los productos por grupos de productos
clasificados de acuerdo con su nivel de diferenciación parece captar los diferentes efectos del dina-
mismo del mercado dentro de los productos basados en recursos. Cabe mencionar que esto mismo
no se aplica a los grupos de productos clasificados conforme a su grado de procesamiento indus-
trial (primarios, agroindustriales y manufacturados) e intensidad de tecnología (manufacturas de
baja y alta tecnología).

De hecho, en el grupo de productos LOP existe un número significativo de productos manufactura-
dos de baja tecnología basados en recursos. Éstos ascienden a 48% del total de importaciones del
grupo. Los productos agroindustriales ascienden a 28%, mientras que los primarios a 24%. Incluso
hay un producto manufacturado de alta tecnología entre el grupo LOP, aunque ocupa sólo 0,2% del
total de importaciones del grupo. Por lo tanto, las características de los productos LOP en esta mues-
tra muy aumentada confirman la conclusión a la que llega un estudio previo49  de que, contrariamente
a la opinión general que asocia la Ley del Precio Único con los bienes primarios, la muestra de pro-
ductos, para los que se determinó aquí que seguían esta Ley, consiste en aquellos que pasan por algún
procesamiento industrial básico, aunque son clasificados como bienes agrícolas o primarios. De he-
cho, los productos extraídos de la naturaleza tienden a ser diferentes dependiendo de su ubicación.
Por lo tanto, se requiere cierto grado de procesamiento industrial básico para normalizarlos y conver-
tirlos en bienes homogéneos, independientemente de dónde se ubique su producción.

Se encontró que productos como mineral de aluminio, diamantes en bruto, varios tipos de pescado
y frutas eran DIF o ALTAM DIF. En realidad, los productos clasificados como bienes primarios

49 Ver Chami Batista y Silveira (2003).
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corresponden a 16% de las importaciones de productos ALTAM DIF y 7% de productos DIF. Los
productos agroindustriales equivalen a más de la mitad de las importaciones de productos ALTAM
DIF, y a más de un tercio de productos DIF50. Los manufacturados de baja tecnología corresponden a
más de la mitad de los productos DIF pero menos de un tercio de productos ALTAM DIF. Sólo un
producto de alta tecnología aparece en el grupo DIF y otro en el grupo ALTAM DIF, y son sólo 1% y
2% de sus importaciones, respectivamente.

Acotaciones a la metodología de la nueva clasificación

En toda clasificación de bienes comercializados existe cierto nivel de arbitrariedad, y ésta no es ningu-
na excepción. La metodología empleada en este trabajo para clasificar productos comercializados de
acuerdo con su nivel de diferenciación también enfrenta una serie de dificultades y limitaciones. Tal
vez la primera dificultad radica en seleccionar el nivel de agregación de productos. Lo mejor que se
pudo hacer fue empezar en el nivel más desagregado posible. En el caso de productos LOP, la serie
temporal de precios de cada país típicamente sería no estacionaria, como podría esperarse, aunque en
algunos casos tuvieron que retirarse los valores extremos para que no sean estacionarios. Así pues, los
precios relativos tendrían que ser estacionarios para que el producto fuera clasificado como LOP51 .
En la mayoría de los casos, incluyendo aquellos en los que se aplicó la versión más débil de la Ley del
Precio Único, fue posible observar gráficamente que los precios se fueron acercando con el tiempo52 .

Cuando en el máximo nivel de desagregación no hubo datos suficientes para aplicar las pruebas, o
cuando ocurrieron algunos cambios en la definición de los productos en el período a este nivel, se
bajó al siguiente nivel de desagregación. Aunque un producto que se hubiera encontrado como LOP
en un nivel de desagregación inferior pudiera incluir productos que no fueran LOP en un nivel mayor
de desagregación, este estudio se conformó con ignorar estos productos que no eran LOP, pues esta-
ban claramente dominados por los que seguían la Ley del Precio Único.

Los productos diferenciados (DIF) requieren un análisis más complicado. Para que un producto
sea clasificado como DIF, la primera condición es que la serie temporal de precios relativos entre
cada par de país sea no estacionaria. La serie temporal de cantidades relativas entre el mismo par de
países también debe ser no estacionaria. Finalmente, la serie temporal de cantidades relativas se
debe cointegrar con la serie temporal de precios relativos con un coeficiente negativo al menos
para un par de exportadores principales.

50 Las participaciones de los productos agroindustriales en las importaciones de DIF y ALTAM DIF
probablemente están sobreestimadas, pues fueron representadas en exceso en la muestra. Lo contrario
ocurre para los bienes manufacturados y primarios.

51 Ante el bajo poder de la prueba, se aplicaron valores críticos al nivel de 5% a lo largo del proceso de
clasificación para determinar que una serie temporal era estacionaria.

52 Algunos de estos gráficos se muestran en el Apéndice A.9.
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Cuando no se encontró cointegración con un coeficiente negativo, los productos se categorizaron
como ALTAM DIF53 . Sin embargo, típicamente la serie temporal de precios de productos ALTAM
DIF fue estacionaria para países individuales. Aunque rigurosamente, la prueba ADF requiere que
cada serie temporal sea no estacionaria, los precios relativos a menudo serían también estacionarios54 .
En este caso, cuando los precios relativos e individuales fueron estacionarios y las cantidades relativas
fueron estacionarias o no estacionarias, los productos se clasificaron como ALTAM DIF55 . Lo mismo
sucedería si los precios relativos fueran no estacionarios y las cantidades relativas fueran estaciona-
rias, pues se supuso que no podría establecerse ninguna relación a largo plazo entre ellos. En algunos
casos, las cantidades y los precios relativos e individuales fueron no estacionarios, pero no se encontró
ninguna cointegración con el signo correcto.

Dado que la clasificación depende del análisis por pares de países, es posible que el mismo producto
tenga una clasificación diferente para pares de países distintos. Especialmente cuando un producto se
clasifica como DIF, según nuestro criterio requiere que se encuentre una cointegración con el signo
correcto al menos para un par de los principales exportadores, pero es posible que para todos los
demás pares de países el producto se comporte como ALTAM DIF56 . Un caso más raro pero también
posible es un producto que se comporta como LOP para algunos pares de países y como DIF o
ALTAM DIF para otros57 . De nuevo en este caso se utilizó el peso de los países en el mercado para
decidir cómo clasificar el producto. Estos tipos de productos híbridos se pueden encontrar en el mun-
do real, dado que lo que aquí se conoce como un producto comercializado está determinado por los

53 En el caso de productos clasificados como ALTAM DIF, a menudo es posible ver que los exportadores
tienden a ganar participación de mercado, aunque con precios relativos crecientes, o al menos sin
tener que reducir sus precios relativos.

54 Un problema econométrico mucho más complicado surgiría cuando la serie temporal de precios o
cantidades parece ser estacional. En estos casos, mientras los precios y las cantidades relativas no
parecieron ser estacionales, las pruebas se efectuaron normalmente. Cuando los precios o las canti-
dades relativas parecieron ser estacionales, el producto no fue clasificado.

55 En pocos casos, a través de las regresiones OLS se encontraron relaciones entre cantidades y precios
relativos estacionarios. Sin embargo, estas relaciones se consideraron de corto plazo y, por tanto, no
caracterizan un producto DIF.

56 Éste fue el caso, por ejemplo, de diamantes en bruto, bebidas espirituosas, utensilios para panade-
rías y diamantes de menos de 0,5 quilates cada uno. Se debe reconocer que la distinción entre
productos DIF y ALTAM DIF puede ser muy difícil en ciertos casos.

57 Éste fue el caso, por ejemplo, de langostinos congelados y café, nesoi, no tostado, no descafeinado.
Los precios de los langostinos de Tailandia, Ecuador e Indonesia siguen la Ley del Precio Único,
pero los langostinos chinos no. Igualmente, los precios del café de Colombia, Guatemala e Indonesia
siguen esta Ley, pero los precios de Brasil son un factor determinante de los cambios de la participa-
ción de mercado de ese país en comparación con Colombia e Indonesia. En el caso del polvo y las
hojuelas de níquel, Canadá es el principal proveedor para Estados Unidos y su precio no está relacio-
nado con los de otros proveedores más pequeños (Australia, Finlandia y Rusia). Sin embargo, los
precios de estos tres proveedores más pequeños parecen seguir la Ley del Precio Único, aunque hay
datos insuficientes para realizar una prueba ADF adecuada. Ver Apéndice A.10, Gráfico A.10.1).
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sistemas existentes de clasificación para el comercio internacional uniforme (CIIU) y armonizada
(SA) de bienes comercializados. La metodología aplicada en este trabajo es, por lo tanto, capaz de
captar la complejidad de esta realidad.

Al seleccionar niveles muy altos de desagregación, se tiene que sacrificar la cobertura de la clasifica-
ción de uno. La muestra aquí examinada cubre más de un tercio de las importaciones de Estados
Unidos, pero menos de un cuarto de las importaciones mundiales de productos basados en recursos,
excluyendo los bienes relacionados con energía.

Una limitación fundamental de los datos es el hecho de que se refieren a importaciones por países y
no por empresas. El comercio intracompañía puede hacer que los precios se comporten de una mane-
ra que en el caso contrario no sería tal. Por consiguiente, los productos se pueden clasificar de otra
forma cuando se trata de mercados diferentes debido a la presencia del comercio intracompañía58  en
un mercado pero no en el otro. Lo mismo puede suceder si los proveedores domésticos (proveedores
estadounidenses, en nuestro caso) ofrecen un producto con elasticidades de sustitución muy diferen-
tes con respecto a los distintos exportadores para el mercado local. Finalmente, el tiempo puede cam-
biar las características de un producto. Dado que esta metodología no considera un momento en el
tiempo sino un período de tiempo, es muy posible que el producto analizado esté en proceso de pasar
de una clasificación a otra, lo que en cierto modo afecta los resultados.

CONCLUSIONES

Los países del Este de Asia –incluyendo China– y México, que han ascendido en las clasificaciones y
pasado a estar entre los principales exportadores del mundo en los últimos 15 años, se han beneficia-
do enormemente de las ganancias de participación de mercado en los grupos más dinámicos de los
bienes manufacturados no basados en recursos, especialmente en productos de alta tecnología. Por
otra parte, los países que han ganado participación de mercado en bienes basados en recursos, en
particular bienes primarios o incluso productos agroindustriales, por lo general han sido víctimas de la
lenta expansión de las importaciones mundiales.

En términos generales, los países exportadores que poseen una baja participación de productos
basados en recursos dentro de las exportaciones totales presentaron un mejor comportamiento en

58 Los contratos a largo plazo entre importadores y exportadores pueden tener efectos similares sobre los
precios como comercio intracompañía. Se sabe que productos como el mineral de aluminio, por
ejemplo, se comercializa dentro de empresas o bajo contratos a largo plazo. La estabilidad de los
precios canadienses de cobre sin refinar, en oposición a los precios de Chile y México, sugieren la
presencia de comercio intracompañía o de contratos a largo plazo. Ver Apéndice A.10, Gráfico A.10.2).
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la década pasada que aquellos con una alta participación. Dentro de América Latina, México y
Costa Rica, dos países con baja participación de productos basados en recursos naturales en sus
exportaciones, tuvieron un desempeño relativamente bueno, mientras que Brasil, Colombia y
Venezuela, con una elevada participación de productos basados en recursos en sus exportaciones,
no tuvieron un buen resultado.

Sin embargo, este trabajo ha demostrado que dentro de cada categoría de bienes basados y no basados
en recursos naturales, el dinamismo varía considerablemente. De hecho, el dinamismo del grupo de
alta tecnología está mucho más concentrado en pocos productos, mientras que la vasta mayoría de
productos de alta tecnología no han sido en lo absoluto dinámicos. Además, considerando la expan-
sión de las importaciones estadounidenses como una base, la tasa de crecimiento de las importaciones
de productos de alta tecnología ha descendido sustancialmente en los últimos años, especialmente
después de 2000. Todavía tomando como base la expansión de las importaciones de Estados Unidos
hasta 2002, se ha observado que la tasa de crecimiento de las manufacturas de baja tecnología basa-
das en recursos ha sido mayor que la de las manufacturas de baja tecnología no basadas en recursos.

Al examinar el desempeño de las exportaciones de los países latinoamericanos hacia Estados Unidos
en 2002 en comparación con 1996, se podría observar que como grupo tuvieron ganancias significa-
tivas en la participación de mercado. No obstante, estas ganancias fueron en gran medida resultado de
ingresos por competitividad, mientras que el efecto de la composición de los productos fue relativa-
mente pequeño. Estos lucros también provinieron del grupo de exportaciones no basadas en recursos,
mientras que el grupo de bienes basados en recursos contribuyó negativamente con las ganancias de
América Latina por competitividad y composición del producto. La falta de dinamismo de las impor-
taciones de productos basados en recursos produjo más del 80% de las pérdidas de América Latina en
este grupo de bienes básicos.

Los países latinoamericanos que obtuvieron las mayores ganancias en el mercado estadounidense
también reflejaron grandes ingresos en manufacturados no basados en recursos. Algunos de ellos,
como México, Honduras, Guatemala y Costa Rica, por ejemplo, sólo ganaron debido a los lucros
obtenidos en manufacturas no basadas en recursos, pues en el período estudiado todos experimenta-
ron pérdidas de participación de mercado en los productos basados en recursos.

La mayoría de los países latinoamericanos se beneficiaron de efectos considerables y positivos de la
composición de los productos en manufacturas no basados en recursos, especialmente en productos
de baja tecnología. Pero Brasil, Argentina, Guatemala y Venezuela, por ejemplo, tuvieron efectos
negativos de la composición de sus productos en el grupo de exportaciones de manufacturas. Repú-
blica Dominicana, Chile y Guatemala, por ejemplo, presentaron efectos negativos de productos en
sus exportaciones de manufacturas de alta tecnología no basadas en recursos. Esto prueba que ser un
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exportador de bienes manufacturados no basados en recursos, o incluso manufacturados de alta tec-
nología no basados en recursos –generalmente grupos de productos dinámicos– no ofrece ninguna
garantía de que sea dinámica la especialización de exportaciones específicas de un país en un
subconjunto de este grupo de productos.

En claro contraste con América Latina como un todo, recientemente Brasil y Chile han ganado
participación de mercado en productos basados en recursos naturales en Estados Unidos. Las ga-
nancias de Chile en este grupo de productos provienen de efectos positivos de  competitividad y
composición de los productos. Especialmente para Chile, el efecto de la composición de productos
fue positivo para sus exportaciones de bienes primarios. Esto prueba nuevamente, que incluso con
un grupo de bienes generalmente no dinámicos, un país puede especializarse en un subconjunto de
productos dinámicos.

De hecho, la nueva clasificación presentada en este trabajo, que cataloga productos basados en recur-
sos (excluyendo bienes relacionados con energía) de acuerdo con su grado de diferenciación, ha
demostrado que las exportaciones de productos diferenciados y altamente diferenciados tienden a ser
mucho más dinámicas que las de productos homogéneos que siguen la Ley del Precio Único.

Es más, la nueva clasificación, a pesar del tamaño relativamente pequeño de la muestra de productos
verdaderamente catalogados, parece ser capaz de explicar por qué en países como Chile, por ejemplo,
las exportaciones de bienes primarios se benefician de los efectos positivos de la composición de los
productos exportados. La razón es que la mayoría de las exportaciones chilenas de productos prima-
rios y agroindustriales están clasificadas como productos diferenciados o altamente diferenciados. Por
otra parte, las exportaciones brasileñas de productos primarios y agroindustriales están clasificadas
como bienes homogéneos que siguen la Ley del Precio Único. Por lo tanto, los efectos de la compo-
sición de los productos en Brasil en estos productos tiende a ser negativa.

El mayor dinamismo de los productos diferenciados y altamente diferenciados no implica que los
gobiernos deban implantar políticas destinadas a promover estas exportaciones en particular. Sin
embargo, podría tener sentido, tanto para el sector público como el privado, tratar de identificar las
causas por las que los exportadores en algunos países no han podido aumentar la participación de los
productos diferenciados y altamente diferenciados en el total de sus exportaciones.
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APÉNDICE

A.1: Productos SITC clasificados por el grado de manufactura e
intensidad de tecnología

(1) BIENES PRIMARIOS: SITC 0,1,2 y 4, excluyendo los productos clasificados como
agroindustriales.

(2) BIENES AGROINDUSTRIALES: SITC 01 (excl. 011), 023, 024, 025, 035, 037, 046,
047, 048, 056, 058, 06, 073, 098, 1 (excl. 121), 232 (OR 233 rev.2), 247, 248, 25, 264,
265, 269 y 4.

(3) BIENES RELACIONADOS CON ENERGÍA: SITC 3.

(4) MANUFACTURADOS BASADOS EN RECURSOS: SITC 51 (excl. 512 y 513), 52 (excl.
525 ó 524 rev.2), 53 (excl. 533), 551, 592, 62, 63, 641, 66 (excl. 665 y 666) y 68.

(5) MANUFACTURADOS DE ALTA TECNOLOGÍA BASADOS EN RECURSOS: SITC
52222, 52223, 52229, 53111, 53112, 53113, 53114, 53115, 53116, 53117, 53119,
53121, 53122.

(6) MANUFACTURADOS DE BAJA TECNOLOGÍA BASADOS EN RECURSOS: (4) – (5).

(7) MANUFACTURADOS NO BASADOS EN RECURSOS: SITC 5, 6, 7, 8 – (4).

(8) ALTA TECNOLOGÍA NO BASADOS EN RECURSOS: VER HATZICHRONOGLOU
(1997).

(9) MANUFACTURADOS DE BAJA TECNOLOGÍA NO BASADOS EN RECURSOS: (7)–(8).

(10) NO ASIGNADOS: SITC 9.
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A.2: Países no desarrollados

América Latina
Argentina

Barbados

Belice

Bolivia

Brasil

Chile
Colombia

Costa Rica

Ecuador

El Salvador

Grenada

Guatemala

Honduras
México

Nicaragua

Panamá

Paraguay

Perú

Saint Lucia
Saint Vincent y las Granadinas

Trinidad y Tobago

Uruguay

Venezuela

Este de Asia
China

China, Hong Kong SAR

China, Macao SAR

Indonesia
República de Corea

Malasia

Filipinas

Singapur

Tailandia

Resto de Asia
Bangladesh

Chipre

India
Jordania

Kuwait

Nepal

Omán

Pakistán

República Árabe Siria
Turquía

Economías en transición
Croacia

República Checa

Estonia

Hungría
Kazajstán

Latvia

Lituania

República de Moldavia

Polonia

Rumania
Eslovaquia

Eslovenia

África
Argelia

Egipto

Kenya

Madagascar

Marruecos

Mauritania
Arabia Saudita

Senegal

Túnez

Zimbabwe
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A.3: Primeros 20 productos comercializados en el mundo
(1996-2000)
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A.4: Primeros 20 productos de alta tecnología (1996-2000)

01 Circuitos integrados monolíticos, digitales (electrónica-telecomunicaciones)

02 Partes y accesorios de máquinas y unidades para procesamiento automático de datos
(computadoras-máquinas de oficina)

03 Aeronaves nes con tara superior a 15.000 Kg. (aeroespaciales)

04 Unidades de almacenamiento, se presenten o no con el resto de un sistema (computadoras-
máquinas de oficina)

05 Unidades de entrada o salida, se presenten o no con el resto de un sistema, etc. (computadoras-
máquinas de oficina)

06 Aparatos para transmisión, para radiotelegrafía que incorporen aparatos de recepción (elec-
trónica-telecomunicaciones)

07 Unidades de procesamiento digitales, se presenten o no con el resto de un sistema, etc.
(computadoras-máquinas de oficina)

08 Circuitos integrados monolíticos, nes (electrónica-telecomunicaciones)

09 Partes de equipos eléctricos para telefonía o telegrafía (electrónica-telecomunicaciones)

10 Máquinas de procesamiento de datos automático digital que contiene en la misma caja un
CPU, entrada y salida (computadoras-máquinas de oficina)

11 Circuitos integrados y microunidades, nes (electrónica-telecomunicaciones)

12 Partes de turborreactores o turbohélices (aeroespaciales)

13 Medios grabados para sonido u otros fenómenos grabados similares, nes (electrónica-teleco-
municaciones)

14 Equipos, para sistemas de líneas de corriente, nes (electrónica-telecomunicaciones)

15 Equipos de grabación o reproducción de video (electrónica-telecomunicaciones)

16 Circuitos impresos (electrónica-telecomunicaciones)

17 Aeronaves nes de tara > 2.000 kg pero no mayor que 15.000 Kg. (aeroespacial)

18 Turborreactores (aeroespacial)

19 Otras máquinas, con funciones individuales (maquinarias eléctricas)

20 Circuitos integrados híbridos (electrónica-telecomunicaciones)
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A.5: Maquinaria usada en la producción de productos basados en
recursos
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A.6: Productos basados en recursos clasificados como productos
LOP (1996 - 2002)
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A.7: Productos basados en recursos clasificados como
productos DIF
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A.8: Productos basados en recursos clasificados como de
ALTAM. DIF.
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A.9: Cuadros
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Carlos Guaipatín*

El argumento presentado en este documento consiste en que los recursos agrícolas, a raíz de la conso-
lidación del proceso de globalización y liberalización y gracias a los adelantos tecnológicos, tienen
nuevas posibilidades de contribuir al crecimiento económico por medio de mecanismos aún difíciles
de explorar con el análisis de datos agregados. Para entender cómo las actividades basadas en
recursos agrícolas pueden favorecer al crecimiento económico se analizan aspectos microeconómicos
de las cadenas de valor, así como la cooperación interfirma, la interlocución público-privada y los
problemas de costos de transacción y agente-principal.

El enfoque adoptado tiene una concepción dinámica de la creación de valor agregado, la cual recono-
ce la posibilidad de que regiones especializadas en bienes primarios se desplacen hacia actividades de
mayor renta. Por último, el marco conceptual propuesto va más allá del comportamiento
microeconómico de los agentes y analiza el marco institucional regulador. La hipótesis subyacente es
que la calidad e intensidad de las relaciones entre las firmas e instituciones vinculadas al sector aca-
rrean posibilidades de innovación que permiten aprovechar la globalización para incorporar mayor
renta a su actividad.

LA PARADOJA DEL CRECIMIENTO

Muchas explicaciones se han desarrollado para entender por qué los recursos naturales no contri-
buyen al crecimiento. Aunque esta preocupación ha sido bien fundamentada en muchos aspectos,

R

1 El autor agradece el apoyo financiero de la CAF y la CEPAL, así como los comentarios de Bibiana
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puntos de vista expresados no representan a ninguna institución en especial y son de responsabilidad
exclusiva del autor. Una versión preliminar del documento se discutió en el Segundo Congreso Latino-
americano de Clusters organizado por la CEPAL y GTZ en Tabasco, México, en diciembre de 2003.
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ecursos agrícolas y crecimiento económico:
explorando el laberinto de una vieja paradoja1
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conforme el mundo ha pasado de economías cerradas dominadas por el sector manufacturero a un
mundo globalizado basado en tecnologías de información y en actividades intensivas en conocimiento,
las actividades de alto valor en sectores basados o relacionados a los recursos naturales han aumentado.

Fue en los años cincuenta cuando los economistas acuñaron la idea de que el sector agrícola no aporta
al crecimiento, debido al deterioro de sus términos de intercambio y a su incapacidad para impulsar
nuevas inversiones en otros sectores. En ese entonces, la creación de valor dentro de la agricultura no
obedecía a ningún proceso dinámico: una empresa que produce manzanas hoy, producirá las mismas
manzanas mañana con la única diferencia de que cada vez percibirá menos renta; los gustos del
consumidor no cambiarán, por tanto no aumentará su percepción de utilidad ni su disposición al
pago; los agricultores producirán con la misma tecnología, por lo cual no requerirán ningún producto
o servicio adicional. En resumen, medio siglo atrás las empresas no tenían incentivos, ni tampoco
posibilidades técnicas, para incorporar mayor valor al sector agrícola.

La realidad es otra. Una empresa que hoy depende de la producción de manzanas probablemente en
el futuro concentrará sus actividades en la comercialización, desarrollo e implementación de nuevas
variedades o procesos, o en otro sector con mayor renta2 . Esta empresa, además demanda constante-
mente inversiones en bienes y servicios aguas abajo y aguas arriba conforme sus competidores tam-
bién lo hacen. Desde que la liberalización y globalización facilita el acceso a nuevos consumidores
con diferentes preferencias, los empresarios y productores tienen incentivos a crear o adoptar nuevos
productos. El mercado internacional actual exige constantemente innovaciones en el empaque y trans-
porte para asegurar la calidad del producto, lo cual añade valor a la producción. En la actualidad el
mercado genera incentivos y acumulación de conocimientos necesarios para que los empresarios
incorporen innovaciones con nuevas rentas al sector agrícola; mientras que la conformación de redes
globales de producción mejora el flujo de información, logrando que hasta productores ubicados en
los países en desarrollo puedan apropiarse de estos beneficios.

Actualmente, el sector agrícola –incluso en los países en desarrollo– presenta fuertes encadenamien-
tos interfirmas que favorecen la acumulación de capital y estimulan el crecimiento económico3. Du-
rante las últimas décadas, a partir de la agricultura se han desarrollado encadenamientos productivos
hacia atrás, gracias a la revolución de la biotecnología, el manejo de recursos genéticos, la creciente

2 Así lo demuestran experiencias documentadas. Nokia es el caso emblemático, empresa que pasó del
sector forestal al de las telecomunicaciones (Maloney, 2001).

3 Vogel (1994) sostiene que Hirschmann, debido a problemas metodológicos y de información, no
logró captar todas las inversiones inducidas indirectamente por el sector agrícola, sobretodo aquellas
generadas a través del aumento del consumo rural.
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importancia de los derechos de propiedad, el aumento de la investigación privada y la preocupación
por la degradación de los recursos naturales4 . Mientras que hacia delante, el sector presenta nuevos
encadenamientos con empresas que cumplen funciones derivadas de las crecientes exigencias del
mercado para el cumplimiento de estándares de calidad y homogeneidad del producto: empaque,
tiempo de entrega, posibilidad de seguir la mercancía en curso y transporte. Muchas de estas nuevas
actividades generan incluso mayores beneficios que la propia producción agrícola (Kaplinsky, 2000).

Todos estos hechos, observables en trabajos de campo, son difíciles de capturar con análisis agrega-
dos que subvaloran el dinamismo que la actividad agrícola puede inyectar a otros sectores. La vieja
paradoja de que la riqueza natural no es favorable para el crecimiento económico volvió a caer en
discusión cuando Sachs y Warner (1997) notaron que durante el período 1970-89 la tasa de creci-
miento de los países ricos en recursos naturales fue inferior a la del resto de los países5 . Y, a pesar de
que posteriores investigaciones han cuestionado estos resultados (Lederman y Maloney, 20026 ; Man-
zano y Rigobón, 20027 ), por lo general, cuando se piensa en desarrollo no viene a la mente socieda-
des agrícolas tradicionales pobladas con pequeños productores que poseen poco capital físico y hu-
mano, ingresos de subsistencia y ninguna posibilidad de que sus ganancias o las de sus hijos mejoren.
Por el contrario se imagina un escenario con empresas involucradas en actividades intensivas en
conocimiento, donde permanentemente se inventan nuevos productos y procesos que cada vez gene-
ran más y más renta. De hecho, esta percepción tiene asidero en series transversales y de tiempo que
muestran que la participación de la agricultura en la ocupación de mano de obra y en el producto total
decrece a medida que el ingreso per capita del país aumenta 8 . Entonces, ¿cómo se puede concebir a
la agricultura dentro de un escenario de desarrollo?

4 Observaciones mencionadas en la conferencia: IFPRI, Washington, septiembre 12 de 2003. Presenta-
ción de: Lele Uma, (2003). The CGIAR at 31: A Independent Meta-Evaluation. Banco Mundial.
OED.

5 De hecho, durante el período 58-97 la literatura económica se llenó de argumentos que asocian la
debilidad para generar encadenamientos, la volatilidad de precios, la demanda estática, el comporta-
miento rent-seeking y los retornos decrecientes, con los recursos naturales.

6 Lederman y Maloney, después de controlar por variables omitidas y problemas de endogeneidad,
encuentran que lo que las variables de recursos naturales de Sachs y Warner capturan la correlación
negativa entre la concentración de exportaciones y el comercio interfirma, y la correlación positiva
entre tal concentración y la volatilidad del tipo de cambio real (De Gregorio, 2002).

7 Manzano y Rigobón (2001) encontraron que el problema del bajo crecimiento está asociado más con
las imperfecciones del mercado de crédito que con la presencia de recursos naturales. Los elevados
precios que los commodities tuvieron en los años 70 permitieron que los países tuvieran un amplio
acceso a crédito ya que se esperaba que podrían pagarlos dada la riqueza de sus recursos. La caída de
los precios en los años 80 dejó a los países con una gran deuda y con un bajo flujo de recursos
externos para pagarla. Este fue el hecho que impactó negativamente en su crecimiento.

8 Citado por Peter Timmer (1987).
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LOS CASOS

Este documento se basa en los resultados de seis estudios realizados en las siguientes aglomeraciones
agroindustriales: (i) manzana en Santa Catarina, Brasil (Gomes, 2003); (ii) caña de azúcar en el Valle
del Cauca, Colombia (Millán, 2002); (iii) piña en Veracruz, México (Dussel-Peters, 2002); (iv) limón
en Colima, México (Dussel-Peters, 2002); (v) frambuesa en Chile (Guaipatín, 2003); y (vi) melón de
Rio Grande do Norte, Brasil (Kehrle, 2002)9 . El Cuadro 1 presenta las principales características de
cada uno de los clusters. Es posible notar que difieren principalmente en: años de actividad producti-
va, superficie cultivada, empleo, porcentaje de producción exportada y estructura productiva (medido
por la participación de los productores según su tamaño).

9 La selección de los casos no respondió a criterios estadísticos, ni de representatividad de ningún tipo
de muestra, ni tampoco al interés de comparar alguna variable en especial. Simplemente se trata de
polos agroindustriales muy conocidos en sus respectivas regiones, sobre los cuales existió el interés
de una institución local y de un consultor por realizar un estudio con metodología de cluster. A
mediados de 2001 realizamos un taller de trabajo en Mossoró (Brasil) con todos los consultores del
estudio. Allí unificamos criterios metodológicos para abordar el estudio, aunque no hubo un formato
específico y este fue desarrollado por cada investigador a partir de determinados criterios metodológicos
centrales. Se fijaron dos preguntas centrales que debían ser respondidas por los estudios: ¿Qué explica
el nacimiento y desarrollo de los clusters agroindustriales? ¿Cuál fue el papel de la política pública?
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El Cuadro 2 presenta los principales hitos en la trayectoria de estos clusters. Específicamente, los
estudios incluyeron entrevistas en todos los niveles de la cadena de valor: proveedores, productores,
intermediarios, comercializadores, cadenas de supermercados, instituciones públicas, universidades,
centros de investigación, extensionistas, gremios de productores y asociaciones empresariales.
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INCLUSIÓN SOCIAL Y GENERACIÓN DE RENTA

La actividad agrícola es especialmente importante para los países en desarrollo ya que representa una
alternativa, única en muchos casos, para elevar los ingresos y la demanda del sector rural, este último
compuesto por una población económicamente activa con poco capital financiero y humano. En
todos los casos, al principio las grandes empresas concentraban la totalidad de la superficie de produc-
ción. No obstante, actualmente los pequeños productores generan entre 30 y 70% de la producción y,
cada vez asumen nuevas responsabilidades dentro de la cadena de valor –empaque, procesamiento o
etiquetado– retribuyéndoles nuevas rentas. Además, resalta el hecho de que este proceso es una fuen-
te de movilidad social, observada incluso en trabajadores de los grupos sociales sobre los que abundan
historias de maltrato y exclusión social: los cortadores de caña. Hoy en día, en el Valle del Cauca en
Colombia, los cortadores de caña cuentan con seguridad social, vivienda, y sus hijos tienen acceso a la
educación universitaria, impidiendo que este modelo social y de producción se perpetúe; la introduc-
ción de maquinarias está paulatinamente sustituyendo la labor de estos trabajadores.

Desde la perspectiva de la generación de renta, el suceso más importante es el que ocurre con las
grandes empresas que han cedido la superficie de producción y se han desplazado a ocupar funciones
que generan mayores beneficios dentro de la cadena. En el caso de la caña, los grandes ingenios
actualmente invierten en actividades que ocupan al azúcar como insumo (el caso de industrias de
confites, bebidas y alimentos) y hasta como un mecanismo de generación de energía, específicamente
a partir del desecho de la caña. En esta región, entre todas las empresas grandes del cluster  del azúcar
financian una institución de investigación de cañicultura de punta a nivel mundial, y tienen la propie-
dad conjunta de una comercializadora que exporta toda el azúcar de Colombia. Dicha empresa tiene
incluso instalaciones portuarias propias y cuenta con oficinas de representación en sus principales
países de destino. En el caso de la frambuesa chilena, medianas y grandes productores crean diversos
bienes procesados, como yogurt o jugos, inexistentes en la producción local años atrás. Esta es una
situación similar a la presentada en los casos de la manzana o la piña, donde surgieron industrias de
bebidas, e incluso para el caso de limón, se desarrollaron productoras de aceites con usos farmacéuti-
cos. En el caso de la frambuesa y de la caña, las empresas además empezaron un proceso de
internacionalización invirtiendo en otros países.

Todos los casos presentan constantes innovaciones en sus procesos productivos, los cuales general-
mente no son costosos y ocurren como resultado de la propia experiencia de los productores. Estas
innovaciones se difunden rápidamente entre productores sin importar su tamaño, ya que son observa-
bles, y por tanto sus resultados carecen de riesgo. Por otro lado, la innovación en procesos, aunque
necesaria, no es suficiente para hacer más competitivas a las firmas debido precisamente a su rápida
y casi natural difusión, por tanto sus beneficios sobre la renta son transitorios.
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El estudio muestra que la introducción de nuevos productos de mayor valor agregado no ocurre
aisladamente, sino en un ambiente innovador de por sí o que cuente con apoyo publico directo. La
frambuesa chilena surgió como una exitosa actividad de exportación en medio de un auge frutícola,
que a su vez fue posible gracias a inversión publica tanto en investigación y desarrollo de variedades
de productos como en la formación de recursos humanos. De forma similar, la introducción de la
manzana en el sur de Brasil en los años sesenta fue el resultado de la iniciativa de empresarios pione-
ros, incentivos fiscales y políticas de investigación y extensionismo. La introducción del melón en Rio
Grande do Norte en Brasil fue realizada a inicios de los ochenta por empresarios del sector de la
construcción, y contó con subsidios por parte del sector público tanto para la compra de tierras como
para el financiamiento.

El proceso de generación de valor dentro de la agricultura ha estado favorecido por las crecientes
exigencias de los consumidores por alimentos más sanos y seguros, que han hecho que los compra-
dores globales estén dispuestos a pagar por la calidad. Un funcionario de una cadena de supermer-
cados regional afirmaba que antes los productores estaban acostumbrados a vender su producto en
costales sucios y con residuos de tierra, mientras que ahora entregan el producto lavado en mallas
plásticas de empaque y en cajas adecuadas para su transporte. En contrapartida, este productor
recibe un pago adicional por todos estos nuevos servicios prestados. En este sentido, el mercado
internacional actual da oportunidades para que los productores, incluso pequeños, puedan generar
rentas adicionales a partir de su actividad.

El impacto de la agricultura en el crecimiento de la economía está condicionado por cómo las firmas
e instituciones se relacionan, ya que se requiere de un sinnúmero de interrelaciones para concebir una
innovación, desarrollarla, experimentarla, difundirla y luego evaluar sus resultados. El proceso de
innovación está constituido por todas las decisiones, actividades y resultados realizados desde el mo-
mento del reconocimiento de una necesidad u oportunidad de negocio, incluyendo la puesta en mar-
cha de las acciones para encontrar una respuesta, todo el proceso de difusión al interior del cluster
–voluntaria o involuntaria– y, por supuesto, los resultados. A lo largo de esta secuencia se entraman
distintas relaciones entre investigadores, empresarios, funcionarios del sector público, técnicos, con-
sultores y pequeños productores, que generan la innovación, la demandan, difunden, copian y adap-
tan, en una serie de juegos de causa-efecto de difícil sistematización. ¿Cómo un productor se entera
de la existencia de un mejor proceso productivo, o de una mejor variedad de semilla? Y, en el otro
extremo, ¿cómo una institución de investigación define los problemas que deben ser resueltos? ¿Cómo
se dan a conocer los nuevos mercados y sus requerimientos? El entender cómo funcionan estas
interrelaciones es una condición necesaria para comprender los caminos mediante los cuales la agri-
cultura incide en el crecimiento, especialmente a raíz de los procesos de globalización y liberalización
que han afectado la estructura de las cadenas de valor.
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LAS CADENAS DE VALOR EN EL NUEVO MERCADO

Los bienes pueden llegar a los consumidores mediante transacciones que ocurren a lo largo de tres
tipos de instituciones: mercados, jerarquías y redes10. Debido a que la actividad agrícola se caracteriza
por combinar una gran cantidad de agentes que simultáneamente toman decisiones de qué, cómo y
cuánto producir, el llevar un bien hasta su consumidor final a través del libre juego del mercado,
cumpliendo las exigencias de los mercados actuales (en términos de homogeneidad, calidad y certifi-
cación de origen), conlleva elevados costos de transacción (por la supervisión y monitoreo) y proble-
mas de agente-principal (por las asimetrías de información sobre calidad y precio). Es por ello, que
para aumentar la eficiencia de sus transacciones, los productores y comercializadores tienen incenti-
vos para integrarse a redes y seguir reglas de juego comunes. Una ventaja adicional de estas redes es
que actúan como un canal de conocimiento que favorece el desarrollo y difusión de innovaciones
fuente de nuevas rentas.

La contribución de las relaciones interfirma a la generación de renta ha sido un tema muy documen-
tado en los últimos años. Sociólogos, geógrafos y politólogos, a partir de exitosas experiencias de
desarrollo competitivo de empresas que participan en clusters 11  y cadenas globales de valor12 , han
encontrado que la generación de renta es función del nivel de cooperación interfirma. Los enlaces
que conectan las actividades de una empresa con sus proveedores, compradores, instituciones de
soporte y canales de distribución, actúan como conductos del conocimiento y son fuentes de inno-
vación (Humprey y Schmitz, 2000) (Enright, 2001: pp.8; Humprey, 1995). Por tanto, la posición
competitiva de un país está en función de la capacidad de sus empresas para explotar estos enlaces

10 Jorg Meyer-Stamer (2004). Documento sin publicar.
11 La raíz de esta literatura está en las observaciones que Marshall hizo, hace más de un siglo, sobre

ventajas “economías externas” (las denomino él) que surgían -de forma no intencional- de la concen-
tración de pequeñas firmas de similar carácter en una localidad en particular. Esta idea renació
analíticamente enriquecida en los años 80, cuando desde Italia se hablaba de “Distritos Industriales”
con estructuras locales dinámicas que generaban intencionalmente ventajas competitivas. Sobre la
base de esta noción, Porter desarrolló el concepto “cluster” para explicar en su famoso libro de
1990, cómo surge “la ventaja competitiva de las naciones”. Porter explica el desarrollo de las nacio-
nes preguntándose, ¿por qué en algunos países existen tantas empresas competitivas y en otros tan
pocas? Su respuesta es que la competitividad de los países está dada por la competitividad de sus
empresas. ¿Qué las hace competitivas? Porter relega las ventajas comparativas del modelo Heckscher-
Ohlin, que explica el patrón de especialización de cada país en función de su disponibilidad relativa
de recursos productivos a un plano inferior, y propone como ventaja competitiva de orden superior,
a la capacidad de innovación. La innovación para Porter, es la esencia de un “cluster”, y resulta del
manejo de los enlaces que articulan a sus firmas e instituciones en la creación de valor.

12 El concepto de cadenas globales de valor (global value chains) se refiere al rango completo de
actividades que se requieren para traer un bien, desde su concepción, pasando por su producción,
distribución y todo el camino que recorre hasta su venta al consumidor final. Las cadenas de valor de
los productos agrícolas, frutas por ejemplo, son descritas por Gereffi (1994) como buyer -driven,
donde los supermercados regulan (governance) a las redes productivas.
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por medio de acciones colectivas (Porter, 1998) (Schmitz y Nadvi, 1999: p.1503). Según esta litera-
tura, la diferencia entre países desarrollados y en desarrollo no se explica por su dotación inicial de
recursos, sino por su participación y posición dentro de las cadenas productivas globales, el control
que ejercen sobre éstas y las condiciones que les permitan avanzar hacia los eslabones de mayor
renta. Como consecuencia, variables como la cooperación y la confianza tienen mayor importancia
en determinar el desarrollo de largo plazo de las economías (Lundvall, 1999).

Los casos estudiados muestran que la cooperación surge con mayor facilidad entre las grandes firmas
que entre pequeñas, porque su número es reducido y tienen mayor capacidad organizativa. No obs-
tante, el estudio también muestra que éstas no son condiciones suficientes para la cooperación. En un
caso exitoso de cooperación entre grandes firmas, como el de la caña de azúcar, los 13 ingenios
azucareros más importantes de Colombia se vincularon a través de acciones colectivas, sumado a la
participación conjunta entre empresas de investigación y comercialización. Aunque cualquiera de
estas empresas pudo optar por un comportamiento oportunista, ninguna lo hizo y la tendencia ha sido
a que cada vez más empresas se sumen al grupo. En contraste, en el caso del melón en Brasil en un
momento existieron dos y luego tres grandes empresas líderes que nunca establecieron una estrategia
de cooperación y optaron por depredarse: actualmente sólo una subsiste. Esto nos hace reflexionar
acerca de la probabilidad que la cooperación aumenta cuando el número de empresas es lo suficien-
temente grande como para que éstas no tengan incentivos a depredarse –dado que ninguna tendría la
capacidad de sostener a todo el cluster y existe la oportunidad de alcanzar mayores beneficios como
grupo– o a generar incentivos para un comportamiento oportunista.

Por otra parte, en Brasil la manzana es un caso exitoso de cooperación entre pequeños productores,
sin embargo, se trata de un ejemplo muy singular. En primer lugar, la principal cooperación ocurre
entre inmigrantes japoneses que empezaron como un grupo pequeño de seis familias apoyadas con la
comercialización, garantías para crédito y asesoría por parte de una cooperativa. El desarrollo de la
confianza estuvo favorecido por una política pública muy activa en extensionismo, que creó una
tradición de reuniones y participación comunitaria en el aprendizaje, y gestó lazos informales entre
los productores. No obstante, la evidencia del resto de los casos revela que en condiciones normales la
cooperación entre pequeños productores no surge de forma natural.

La relación entre las firmas grandes y los compradores internacionales ha originado innovación, sin
embargo, el cluster del melón sugiere que los vínculos con compradores internacionales no siempre
es aprovechado. En este caso, pese a las sugerencias de los compradores internacionales, los produc-
tores no mejoraron la calidad del producto por nunca sentir que su oferta podría verse amenazada al
contar con una ventana temporal de exportación en períodos de contra estación.

La inversión extranjera fue particularmente importante para las innovaciones puntuales y específicas
de productos y procesos, sin embargo, su efecto continuo en la trayectoria del mejoramiento de la
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estructura productiva del territorio resultó menos importante que el de la empresa grande doméstica.
Los casos de la piña y el limón, iniciados con inversión extranjera, presentan trayectorias innovadoras
menos acentuadas que el resto de los casos iniciados por grandes empresas locales. El problema está
en que en este tipo de negocio, la inversión extranjera no siempre se basa en el hecho de que el
territorio destinado a la producción puede realizarse o trasladarse a lugares con bajos costos, especial-
mente cuando se trata de cultivos de ciclo corto. La fase de comercialización es crítica, y si está en
control de empresas extranjeras existe más incertidumbre sobre el futuro de los productores cluster  y,
por tanto, menos incentivos para que las empresas locales inviertan en innovar por su cuenta.

La evidencia presentada en los casos estudiados muestra claramente que un pequeño productor y una
empresa grande tienen incentivos a cooperar el uno con el otro, y que este vínculo constituye la mejor
alternativa para que un pequeño productor pueda articularse a cadenas productivas globales. Por lo
general, un productor pequeño puede lograr mejoras en los procesos y productos a partir de su rela-
ción con una empresa grande. Pero, ¿por qué una firma grande estaría interesada en apoyar a una
pequeña? Simplemente, porque las grandes empresas tienen interés y posibilidad de desplazarse a un
segmento de mayor renta, y para ello, requieren de proveedores eficientes, confiables, que le entre-
guen productos homogéneos. La existencia de numerosos pequeños proveedores también beneficia a
las firmas justificando sus requerimientos de apoyo público. Si los pequeños productores se desarro-
llan técnicamente con la ayuda del sector público, es factible que las grandes firmas se desplacen a
nuevas funciones, con lo cual se logra que todo el cluster genere más renta. A su vez, los pequeños
productores se benefician cuando las grandes firmas se especializan en nuevas funciones, ya que
liberan un espacio para su participación. Además, esto otorga a las grandes firmas incentivos para
apoyar a los pequeños productores y mejorar así sus condiciones, debido a que en la medida en que se
les ceden funciones productivas, éstos se verán obligados a cumplirlas correctamente.

Dentro de la relación con el sector público existen diferencias para las firmas de acuerdo a su tamaño.
Con las grandes empresas, la política pública tiene una orientación demand-driven, ya que los gran-
des empresarios tienen capacidad de organizarse y hacer presión a los gobiernos para atender sus
necesidades, dado que además en muchos casos tienen conexiones sociales cercanas. Mientras, que
en la relación del sector público con los pequeños productores se encuentran dos elementos generales
en los casos estudiados. Primero, el apoyo fue otorgado por el lado de la oferta, debido a la poca
capacidad organizativa de los pequeños productores y a su falta de voz dentro de las instituciones
públicas. El segundo elemento es que el apoyo público que recibieron fue un proceso independiente
a la relación que sostuvieron las firmas grandes, tanto con el pequeño productor como con el propio
gobierno. Esta falta de conexión no sólo conlleva problemas de eficiencia, sino que puede constituirse
en una dificultad para el cluster como tal.
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Luego que las empresas grandes introducen una nueva actividad dentro de un territorio, y un nuevo
conocimiento se difunde en la localidad, es común que el afán redistributivo del Estado le lleve a
apoyar a pequeños productores en la actividad. Pero esta inclusión conlleva sus riesgos. En primer
lugar, existe la posibilidad de crear una sobreoferta del producto, presionando a la caída de los precios.
Segundo, se está promoviendo la heterogeneidad en la calidad, lo cual atenta contra todo el cluster, ya
que le dificulta generar una imagen de consistencia y calidad en los mercados internacionales.

En el caso de la frambuesa, el sector público incluso buscó apoyar a que los pequeños productores
cubrieran nuevas funciones, al ayudarles con la dotación de plantas frigoríficas y congeladoras. Esta
iniciativa, sin embargo, no tuvo éxito al haberse realizado en momentos en que las plantas congeladoras
de las grandes firmas se encontraban subutilizadas, y no aprovecharon esto para incentivar la sinergia
entre los grandes y pequeños productores. Este hecho señala que apoyar a los pequeños a que se
desplacen hacia nuevas funciones no garantiza el crecimiento de su renta, y que una política aplicada
sin la coordinación de las empresas que dominan este eslabón resulta de alto riesgo.

OPORTUNIDADES COLECTIVAS Y POLÍTICA PÚBLICA

Cuando un nuevo cultivo o proceso resulta rentable, esta información se transmite de productor a
productor a través de las opiniones de los técnicos, las sugerencias de los proveedores de insumos, e
incluso mediante lazos familiares y de amistad entre los trabajadores. Dado que la actividad es inten-
siva en mano de obra, las mejoras en los procesos y productos necesariamente parten de un conoci-
miento que debe ser asimilado por los trabajadores. En esas circunstancias no puede haber secretos al
punto de que, en los casos discutidos en este documento, las grandes empresas resultaron ser las
principales difusoras del conocimiento, a veces no deliberadamente, con lo cual favorecieron el sur-
gimiento de pequeños productores, que aprovechando este conocimiento y la presencia de com-
pradores y proveedores de insumos, empezaron a sembrar nuevos productos. La otra cara de la
moneda es que la facilidad para la difusión de innovación se convierte simultáneamente en el
principal desincentivo para su generación.

La imposibilidad de apropiarse de todos los beneficios generados por su inversión, hace que la inver-
sión privada para el desarrollo de innovaciones tienda a estar por debajo del nivel óptimo. Por tal
razón, éstas dependen en gran medida de la intervención pública. El apoyo público además, es impor-
tante para acelerar y fortalecer la cooperación interfirma, especialmente en entornos compuestos por
productores heterogéneos y en la ausencia de líderes. Los beneficios de la cooperación son de largo
plazo, mientras los costos de transacción de iniciar el proceso de generación de confianza suelen ser
altos, debido principalmente a la existencia de asimetrías de información entre los participantes y la
posibilidad de comportamientos oportunistas.



PERSPECTIVAS80

En los casos estudiados, las políticas públicas han influenciado el surgimiento de innovaciones a
través de varias vías. El cluster  de la caña surgió cuando ingenios de todas partes de Colombia se
asentaron en el Valle del Cauca en los años treinta y cuarenta del siglo pasado a raíz de la construc-
ción de una importante red vial que conectaba a esa región con el puerto de Buenaventura y con el
resto del país. El cluster de la frambuesa chilena nació en medio de un boom  frutícola propiciado
por la inversión pública realizada, entre finales de los sesenta e inicios de los setentas, en investiga-
ción frutícola. El cluster de la manzana emergió con la inversión de grandes empresas que aprove-
charon incentivos tributarios, y se consolidó con la inversión pública en investigación, especial-
mente en asistencia técnica. El cluster  del melón surgió a través de grandes empresas que aprove-
charon incentivos tributarios y financiamiento público. Los casos del limón y la piña crecieron con
la influencia y externalidades favorables de las empresas públicas y paraestatales de asistencia
técnica. El apoyo público a través de política industrial “dura” fue común a los clusters
agroindustriales, y se enmarcó en el modelo económico prevaleciente en América Latina hasta
inicios de los años ochenta caracterizado por la presencia estatal en actividades privadas. En las
últimas décadas este apoyo estatal ha decrecido en todos los casos, sin embargo, esto no quiere
decir que la política pública ha dejado de tener inherencia en el desarrollo competitivo de los clusters.
Por otro lado, la forma en que la política pública ha influido en los clusters agroindustriales duran-
te el período de reformas económicas es un tema poco estudiado por la literatura, y tiene que ver
con la influencia que este sector tiene sobre el comportamiento de los agentes privados, a través de
distintos mecanismos, intencionales y no intencionales.

La incidencia estatal va más allá de la mera dotación de infraestructura e incentivos tributarios. El
sector público, al incentivar la concentración geográfica de empresas, ha creado las condiciones para
que las privadas construyan por su propia cuenta y riesgo una trayectoria de cooperación, aprendizaje
e innovación. Cuando a inicios de los años treinta el Estado colombiano financió el ferrocarril Cali–
Buenaventura, la carretera del pacífico y la red vial que conectó al Valle del Cauca con el resto de
Colombia –región hasta ese momento aislada– logró mucho más que facilitar el transporte de los
productos. Esa política incentivó la instalación de firmas que hasta ese momento se encontraban
geográficamente dispersas, sin la oportunidad de aprovechar economías de escala. La concentración
propició el accionar colectivo que permitió la formación de Cenicaña, institución de investigación de
cañicultura de punta a nivel mundial financiada conjuntamente por estas empresas y la fundación de
CIAMSA, empresa a través de la cual los ingenios exportan toda su azúcar.

 En el caso de la manzana, el elevado nivel de cooperación existente entre los pequeños productores
tiene su origen en la política pública temprana. Durante los años sesenta y setenta el Estado apoyó a
los agricultores con asistencia técnica y extensionismo. Estas acciones propiciaron el acercamiento
entre productores y técnicos, manteniéndose en el tiempo y manifestándose a través de la realización
permanente de acciones conjuntas en asistencia técnica cruzada y comercialización, entre otras cosas.
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Perez-Alemán (2001) narra cómo las asociaciones agroindustriales chilenas transformaron sus obje-
tivos cuando el contexto económico este país pasó a estar regulado por el mercado. Este cambio de
modelo alteró los incentivos de las asociaciones, que hasta finales de los setenta tenían como objetivo
la presión al gobierno en busca de protección comercial. Posteriormente, cuando este tipo de políticas
se erradicaron, el rol de las asociaciones pasó a ser la promoción competitiva de sus socios. En Chile,
la política pública fue muy activa en la promoción de la cooperación interfirma. A raíz del recorte
presupuestario para investigación y desarrollo en fruticultura, el Estado incentivó a que sus investiga-
dores se orientaran hacia la asistencia técnica de las empresas privadas. Tan fue así, que la mayor
parte de la masa científica y técnica –constituida con financiamiento público a través de becas para
estudios en universidades en California– pasó de estar ocupada en su totalidad por el sector público a
ocuparse en un 75% en el sector privado. El gobierno Chileno, a través de CORFO, también propició
acciones conjuntas con las grandes firmas para el financiamiento de proyectos, especialmente durante
los años ochenta. Durante la década siguiente esta política de promoción de la cooperación mediante
el financiamiento de proyectos conjuntos se llevó hacia los pequeños productores a través del INDAP.

En contraste, vemos que los casos con menor apoyo público –melón, la piña o el limón– son precisa-
mente aquellos que presentaron menor cooperación interfirma. La colaboración entre pequeños
productores es difícil sin la presencia de un catalizador, que bien puede ser público o privado, e
incluso bajo estas condiciones no se garantiza su ocurrencia. La presencia de una firma compradora
que aglutina a pequeños –casos del melón, piña, limón y frambuesa– o la existencia de apoyos públi-
cos condicionados a la participación de varias firmas, no siempre logra generar comportamientos
colectivos sostenidos en el tiempo. Las relaciones de una firma grande con los pequeños proveedores
están centradas en el negocio inmediato, y aunque a lo largo de los años se identifican proveedores de
confianza, no deja de ser una relación bastante puntual. Lo mismo acontece con los grupos formados
como consecuencia de algún incentivo público, que suelen durar mientras se mantiene la acción
pública, y no logran consolidar una labor colectiva independiente de tales apoyos.

La agricultura seguirá siendo una actividad productiva importante en la generación de renta. Los
supermercados, presionados por las exigencias de sus consumidores para asegurar su abastecimiento
de productos y estabilidad de precios, tienen incentivos a apoyar a los productores de forma estable, y
representan una fuente de nuevas ideas para los productos. Esta mayor cercanía de los productores
con el mercado libera rentas que antes eran capturadas por instancias de intermediación. Los grandes
productores seguirán incursionando en actividades de mayor valor generando y difundiendo nuevos
conocimientos susceptibles de ser aprovechados por los pequeños productores. Estos aspectos reve-
lan espacios para la acción pública y para la interlocución público-privada.

Éstos son condiciones necesarias para apoyar a los pequeños productores de acuerdo a las necesi-
dades y preferencias de los mercados, además de lograr llevar el aporte al crecimiento del sector
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agrícola. En la medida en que aumenten los ingresos de los pequeños productores, éstos podrán
invertir en la educación de sus hijos, quienes luego podrán trabajar en sectores económicos de
mayor renta. Esto resuelve el problema de la creciente atomización de la superficie agrícola por la
división de las propiedades causada por las herencias de padres a hijos productores. Un productor
centroamericano miembro de una cooperativa de fruticultores contaba con orgullo como sus hijos,
y los de sus colegas, eran abogados, doctores y administradores, mientras él ni siquiera completó la
escuela primaria. Sus hijos ya no trabajan la tierra, sólo la visitan en vacaciones. Es tiempo de
pensar en un proyecto turístico, decía.
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El presente estudio está orientado a identificar y examinar los principales impactos de tipo económi-
co, social y ambiental que han generado las políticas forestales adoptadas por Bolivia y Colombia. Por
medio de un análisis de tipo comparativo se busca determinar además los requisitos mínimos que han
permitido alcanzar resultados positivos, resaltando el papel que ha podido cumplir en el proceso
aquellos aspectos relacionados con la ordenación y zonificación del territorio.

Se ha partido del supuesto básico de que Bolivia constituye un caso exitoso en la generación de un
sector forestal con políticas macroeconómicas y sectoriales coherentes, mientras que Colombia no ha
logrado generar un impacto notorio en este sector.

Con el fin de que los hallazgos del estudio se valoren en función de los alcances que logra la natura-
leza del mismo, conviene tomar en cuenta que el análisis del impacto de las políticas usualmente
encuentra limitaciones provenientes de una formulación difusa de las mismas. Esto ocurre por la no
adopción de metas cuantitativas, lo que conlleva a efectuar valoraciones cualitativas que en ocasiones
resultan difíciles de llevarse a cabo por la carencia de indicadores apropiados, el establecimiento de
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objetivos múltiples –que muchas veces entran en conflicto entre sí– entre otros aspectos1  (Pal, 1986).
Por otra parte, el propósito de examinar el impacto de las políticas forestales no debe hacer perder de
vista el hecho de que las políticas macroeconómicas generales son las que tienen un mayor impacto
sobre este sector. Más aún, se plantea que en la mayoría de los países de América Latina éstas han
tenido un impacto negativo sobre el sector forestal (Steward y Gibson,1995 y Toledo, 1994 cit. por
De Camino, 1999).

Para llevar a cabo el estudio se ha hecho una revisión de información de tipo general sobre la temática
objeto de examen, así como un análisis de documentos de política, normas, informes y otros, referen-
tes a cada país. Además, en los dos países estudiados se han efectuado entrevistas con diversos acto-
res, tanto del sector público como del privado. Sobre este último aspecto cabe señalar que se ha
buscado contar con un amplio espectro de opiniones alrededor del tema, cuya complejidad permite
que muchas de las posturas planteadas resulten en ocasiones contradictorias entre sí, al tiempo que
varias de ellas o casi todas, corresponden con los roles típicos atribuídos a las principales categorías de
actores relevantes en el sector dentro de algunos estudios (por ejemplo, De Camino, R., 1999).

GLOBALIZACIÓN, POLÍTICAS DE AJUSTE Y
SOSTENIBILIDAD AMBIENTAL

Posiciones divergentes y, más que eso, abiertamente contradictorias, suelen encontrarse en lo que
respecta a la visión de los objetivos, alcances y efectos de la llamada globalización de la economía y de
las políticas de ajuste estructural llevadas a cabo por los países en desarrollo, diferencias que se agudizan
cuando están de por medio consideraciones relativas a los bosques al medio ambiente y al desarrollo
sostenible en general.

Como marco para desarrollar un análisis del sector forestal desde un ángulo “optimista”, algunos
estudios afirman que la globalización de la economía se percibe como un proceso irreversible que

1 Adicionalmente Pal, L. llama la atención sobre un punto que en nuestra opinión puede ser de especial
interés y aplicación para las políticas forestales, dada la dimensión de largo plazo que caracteriza las
actividades de conservación y manejo de bosques: “(...) El impacto directo de la política consiste en el
efecto que una política tiene sobre los objetivos auto-seleccionados (...) Los objetivos auto-seleccio-
nados pueden ser de dos tipos: intermedios y últimos. Estos con frecuencia se confunden en el debate
de la política. Los objetivos últimos son los estados finales a los que se dirige una política. Los
objetivos intermedios son el establecimiento de medios para alcanzar esos estados finales. Desde una
perspectiva política, una vez se ha hecho o asumido el vínculo entre los objetivos inmediatos y los
últimos, la atención se dirige a cumplir los primeros. (...) El problema se da con la articulación real
entre objetivos intermedios y últimos. Los observadores con frecuencia los confunden y asumen, de
manera simplista, que todo éxito en el logro de objetivos inmediatos es un paso adicional hacia el
objetivo último. Los gobiernos contribuyen a la confusión equiparando los dos tipos de objetivos”.
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escapa al control de los agentes económicos particulares, y que posee un sustento técnico y moral
dentro de un concepto de sostenibilidad del desarrollo (Morales y Ribeiro, 1998).

También se plantea que con la globalización de las economías, el protagonismo de los mercados ha
favorecido el desarrollo de ciertas regiones como América Latina, la asignación de recursos a
través del incremento de la inversión, el intercambio tecnológico y la modernización de la gestión
estatal (Herrera, 1999).

Los partidarios de las políticas de ajuste afirman que éstas permiten mejorar el nivel de vida, contribuyen
a generar los recursos necesarios para proteger el medio ambiente y eliminan las distorsiones económi-
cas que dan lugar a la degradación ambiental. Rechazan la idea de que las políticas de ajuste causan
necesariamente un incremento de la pobreza o una disminución de la capacidad de los gobiernos para
llevar a cabo políticas ambientales (Warford, Munasinghe y Cruz, 1997, cit. por Kaimowitz, et al, 1998).

Por otro lado, otros enfoques más “escépticos” y críticos, señalan que lo que se promulga es la idea de
progreso amarrada a una visión económica global, donde el progreso es únicamente la capacidad para
producir mercancías –para crear valor y mercado, y acumular capital– arrastrando la configuración de
todos los sectores de la economía nacional, el control de los recursos, reclasificando a las naciones y a
su población, y destruyendo las precarias conquistas sociales. La concentración del control económi-
co y tecnológico que se conoce como globalización ha alejado del progreso real al 40% de los latinoa-
mericanos que viven en pobreza. América Latina está en una situación de desventaja para enfrentar la
globalización, ya que mientras las economías vuelven a adquirir fortaleza, los precios de los produc-
tos de exportación, como petróleo, café, azúcar, maderas y banano, están en sus niveles más bajos,
ampliando los déficit en las cuentas corrientes de las balanzas de pago (Marino, 1998).

Esto último parece confirmarse en el caso del comercio de productos forestales: en 1998 se produ-
jo un descenso importante en los precios de muchos productos de madera, especialmente tropica-
les, y aunque desde entonces se han recuperado levemente, en su mayoría siguen siendo inferiores
a los de mediados de la década de los noventa. Específicamente, los precios de las trozas, la madera
aserrada y contrachapada tropicales cayeron de forma marcada en 1998 y 1999 (OIMT, 2001 cit.
por FAO, 2001).

Los países de la región latinoamericana parecen haber caído en una carrera para intensificar su
incorporación al mercado mundial a través del comercio internacional, mucho más grande tanto en
volúmenes físicos como en recursos financieros. Todos los países de la región han adoptado esta
estrategia como pilar básico para propulsar sus transformaciones productivas. Pero es necesario
revisar lo que implica esta intensificación, desde el punto de vista del medio ambiente y de los
recursos naturales (Gligo, 2001).
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Quienes critican las medidas de ajuste afirman que el crecimiento económico y el aumento de las
exportaciones de productos primarios se traducen en una mayor presión sobre los recursos naturales,
el incremento de la pobreza hace que las familias pobres se vean obligadas a la sobreexplotación de
los recursos para garantizar la supervivencia; y los recortes del gasto público limitan la capacidad de
los gobiernos para proteger el medio ambiente (Raed, 1996, cit. por Kaimowitz, et al, 1998).

Ya en el terreno más específico de la actividad forestal, las posiciones a favor de la globalización
señalan que la esencia del desarrollo del sector en los países de la región radica en la capacidad de
intercambio de sus productos, que debe realizarse dentro de un marco lógico internacional. La econo-
mía forestal internacional se mueve en un ambiente global (Morales y Ribeiro, 1998).

Sin embargo, el disminuir la enorme brecha entre el nivel potencial y real del aporte a la economía por
parte del sector forestal no puede significar renunciar a alcanzar las metas del desarrollo sostenible, no
sólo en los aspectos ecológicos sino también en los relacionados con mejores niveles de equidad
social e índices de retribución económica por la utilización del recurso.

Los enfoques que, por ejemplo, claman por un acelerado desarrollo de las exportaciones de productos
forestales no siempre parecen cuestionar las desventajas o riesgos que encierra el modelo de
globalización económica, sobre el cual se han señalado efectos que pueden ser contrarios al ideal de
desarrollo sostenible, particularmente la dimensión ecológica, pero también en algunos aspectos de
las dimensiones económica y social.

Lo que más despierta preocupación es que la inserción internacional de la región ocurre en productos
poco dinámicos. Existe de hecho una especialización hacia productos con bajo valor agregado. El
efecto a largo plazo de este tipo de especialización es la pérdida de importancia en el mercado mun-
dial, hecho que se observa desde 1996. Más aún, el sector forestal deja pocos beneficios a los países
en términos de empleo e ingresos (Alburqueque, Brustlein y Waniez, 2000).

Por lo tanto, se plantea que en el contexto de la economía internacional dos importantes aspectos
podrían jugar un papel clave en las posibilidades de mejorar la productividad y competitividad del
sector: las ventajas comparativas y la certificación. En un contexto de economías crecientemente
globalizadas, los países latinoamericanos deberían apoyar sectores tales como el forestal que ofrece
una ventaja comparativa (Alburqueque, Brustlein y Waniez, 2000).

Sin embargo, las ventajas comparativas deben ser valoradas en su real dimensión, por cuanto estas no
dan cuenta de una situación potencial atemporal y estática, y deben dar paso a las ventajas competiti-
vas que son la concreción eficiente de las comparativas. Por muy buen clima que posea una región
determinada, que permita el crecimiento de los bosques a tasas espectaculares y su localización sea de
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excepción con respecto a los mercados compradores, no significa que vaya a desarrollar una actividad
forestal moderna, eficiente y sostenible. Para que una sola de esas ventajas se transforme en un poten-
cial de competencia efectivo debe haber conocimiento acumulado, destreza para operar en los merca-
dos y, sobre todo, ocupar un lugar más claro dentro del contexto de la economía forestal mundial
(Morales y Ribeiro, 1998).

Además debe tenerse en cuenta que durante los últimos dos o tres años, los mercados de productos
forestales se han caracterizado por un nivel importante de variación, incertidumbre y volatilidad.
Muchos de los cambios registrados se debieron a factores normales del mercado, como la fluctua-
ción de la oferta y la demanda originada por la evolución de las condiciones económicas, pero
otros, parecen ser permanentes y responden a las tendencias de la globalización y a las presiones
ambientales y sociales (FAO, 2001).

Durante 1997 y 1998 la presión sobre el comercio de los productos forestales fue imputable a la crisis
económica asiática. En 1999, el factor fundamental subyacente a la recuperación de los mercados de
dichos productos fue la recuperación económica registrada en la región asiática, además de la fuerza
continua del mercado de los Estados Unidos (FAO, 2004b).

En cuanto a la situación del comercio forestal mundial es necesario tomar en consideración que cerca
de 80% de la producción de madera en rollo industrial se genera en los países desarrollados. En
general, la producción tropical representa un porcentaje reducido de la producción forestal mundial.
Así por ejemplo, en 1999 representó alrededor del 15% de la producción de madera en rollo indus-
trial, 14% de la de madera aserrada, 15% de los tableros de madera y 9% en el caso de la de papel y
cartón (FAO, 2001). En ese contexto, es preciso notar que la participación de países como Colombia
y Bolivia en el mercado mundial de productos forestales es realmente poco significativa. Solamente a
título ilustrativo puede mencionarse que, por ejemplo, en 2000 las exportaciones mundiales de pro-
ductos forestales fueron de alrededor 145 mil millones de dólares (FAO, 2004). Para dicho año, las
cifras –presentadas en detalle más adelante en este estudio– revelan que las exportaciones de produc-
tos forestales de Colombia alcanzaron aproximadamente 240 millones de dólares, mientras que las de
Bolivia fueron de alrededor 80 millones de dólares.

También debe tomarse en cuenta que en la mayoría de los mercados mundiales, los aranceles han sido
muy bajos o nulos para productos poco procesados, a la vez que continúan aumentando para bienes
con alto valor agregado (madera contrachapada, madera para construcción, muebles y algunos pro-
ductos y subproductos de papel convertido y cartón). Lo anterior, inclina el comercio en favor de
productos poco procesados, por lo cual existe peligro por la carga relativa impuesta sobre el medio
ambiente al hacer mayor hincapié en la explotación de los productos del bosque antes que una
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producción integrada con industrias procesadoras (Alburqueque, Brustlein y Waniez, 2000). Con
relación a las perspectivas de exportación de productos forestales, éstas continuarán con la tendencia
actual en ascenso. La extracción de maderas nobles seguirá empobreciendo los bosques de la
región (Gligo, 2001).

Por otra parte, la certificación forestal2  se cataloga como uno de los intentos más concretos de llevar
a la práctica el concepto de desarrollo sostenible (Van Dam, 2002). Sin embargo, también se ha
señalado que la certificación es una de las cuestiones más controvertidas en el ámbito del comercio y
el medio ambiente. Mientras que los países productores y los grupos comerciales señalan los aspectos
restrictivos del comercio, en los países consumidores –donde existen grupos ecologistas muy influ-
yentes– resaltan los posibles beneficios ambientales. En el transcurso de los dos últimos años, la
certificación ha adquirido una mayor relevancia y ahora son más quienes reconocen su posible impor-
tancia. Sin embargo, no está claro de qué forma y en qué medida ésta contribuye a fomentar la orde-
nación forestal sostenible. Probablemente, la aceptación cada vez mayor de la certificación responde
más a cuestiones de comercialización y acceso a los mercados que a la existencia de datos que indi-
quen de forma fehaciente que ésta tiene efectos positivos importantes para la ordenación forestal en
los bosques más amenazados. Lo cierto es que cada vez es mayor el volumen de madera procedente
de bosques certificados que entra en el mercado. No obstante, el volumen de madera certificada es
todavía reducido a escala regional o mundial, y la mayor parte del comercio se concentra en un peque-
ño número de mercados y de segmentos del mercado (FAO, 2001).

Dentro de los principales beneficios que puede generar la certificación, se plantea que ésta constituye
un instrumento para promover, entre otras cosas, el buen manejo forestal que toma en cuenta los
valores sociales, la conservación ambiental y los beneficios económicos. Además, fomenta la conser-
vación de la diversidad biológica en los bosques manejados y la creación de mecanismos para deter-
minar la propiedad o los derechos de uso para las comunidades. Igualmente, permite la construcción
de esquemas para la resolución de conflictos sociales sobre la utilización de los recursos forestales, y
ayuda a la transparencia en el manejo forestal y en el comercio de productos forestales. Por último, el
generar un sistema de certificación representaría una garantía creíble de manejo forestal, legal y res-
ponsable por parte de las industrias forestales, el comercio de maderas, los consumidores de produc-
tos forestales, etc. (WWF, 2002).

2 La certificación forestal es un mecanismo no gubernamental de control social sobre el manejo de los
bosques y las plantaciones forestales y del origen de sus productos, basado en una evaluación inde-
pendiente de aspectos sociales, económicos y ambiéntales de una operación de este tipo (Tasso Rezende
de Acevedo) (FSC Colombia, 2004).
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POTENCIAL FORESTAL Y CONTRIBUCIÓN AL DESARROLLO
EN AMÉRICA LATINA

Diversos estudios coinciden en afirmar que existe una brecha enorme entre el potencial del sector
forestal en América Latina y su real contribución al crecimiento económico de los países, exceptuan-
do los casos de Brasil y Chile. Esta es una de las principales características negativas que se atribuyen
a la gestión pública y privada llevada a cabo en los bosques de la región.

Considerando la magnitud de sus recursos, es claro que América Latina no está aprovechando el
potencial económico de sus bosques. En la actualidad la región participa en el mercado global con
6,9% de la producción de madera rolliza industrial, 2,8% de las exportaciones forestales y 2,2% de
las importaciones. Históricamente, América Latina ha sido un importador neto de productos fores-
tales. Los primeros balances comerciales favorables se registraron a comienzos de los noventa
como producto de exportaciones llevadas a cabo principalmente por Brasil y Chile (Castilleja,
1993, cit. por De Camino, 1999).

En los países Andinos (Bolivia, Colombia, Perú, Ecuador y Venezuela), con una cobertura forestal
cercana al 50% de sus extensiones territoriales, el sector forestal contribuye solamente con 1,5% del
PIB (Razzeto, 1995, cit. por De Camino, 1999).

Sin embargo, identificar las causas por las cuales no se ha alcanzado una mejor contribución del
sector forestal al desarrollo socioeconómico de la región no es un tarea sencilla, entre otras razones,
porque no puede analizarse solamente en función de criterios económicos.

En un contexto más amplio, la problemática de la ordenación sostenible de los bosques entraña una
extraordinaria complejidad, ya que implica la interrelación de factores de variada naturaleza, entre
ellos, políticos, institucionales, sociales, económicos, ecológicos, etc., cuya incidencia específica de-
pende en gran medida de las circunstancias históricas y actuales propias de cada país, sin dejar de
tener en cuenta aquellas que derivan del contexto internacional.

En los análisis sobre las causas que determinan la existencia de situaciones y prácticas no sostenibles
en la ordenación, aprovechamiento y conservación de los recursos forestales se suele distinguir entre
las fallas atribuibles a los mercados y las fallas del Estado. Entre las primeras se cuentan, la no valora-
ción de externalidades, derechos de propiedad inapropiadamente asignados (Randall, 1985),
subvaloración de los productos, falta de integración en los procesos productivos, estructuras
inequitativas de los mercados nacionales e internacionales, altos costos de transacción, etc. Entre las
fallas del Estado pueden mencionarse la falta de claridad en las políticas o ausencia de las mismas,
carencia de instituciones adecuadas, baja capacidad de gestión de las instituciones, conflictos
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interinstitucionales, legislación inapropiada o inaplicable, inadecuada imposición de impuestos, cen-
tralismo, sistemas de control ineficientes, etc.

Aunque en el transcurso de la última década las actividades de ordenación forestal a nivel global se
han centrado en promover avances hacia la consecución de la sostenibilidad en el sector de acuerdo
con los “Principios Relativos a los Bosques” acordados en la Conferencia de las Naciones Unidas
sobre el Medio Ambiente y Desarrollo (CNUMAD) en 1992 (FAO, 2001), en el contexto de los
países tropicales los logros de mayor significación se concentran en la reforma de leyes y políticas
forestales, pero la ejecución de prácticas racionales para el manejo a nivel del bosque es mucho más
limitada3 . Por ejemplo, se encontró que sólo seis países productores4  cuentan con la capacidad prác-
tica necesaria para manejar sus bosques de forma sostenible (OIMT, 2000). Justamente Bolivia y
Colombia han efectuado reformas a su legislación y a su política forestal, respectivamente, y lo que
pretende este documento es examinar en qué medida tales reformas han tenido un impacto positivo
sobre el desarrollo sectorial.

ANÁLISIS COMPARATIVO DEL IMPACTO DE LAS POLÍTICAS FORESTALES EN
BOLIVIA Y COLOMBIA

Contexto condicionante del diseño y la aplicación
de las políticas

No pueden dejar de tomarse en consideración algunos aspectos generales que inciden de manera
notoria tanto en la definición como en las posibilidades de implementación de las políticas sectoriales,
la aplicación de la legislación correspondiente, la capacidad de gestión de las instituciones, las inver-
siones para el desarrollo de las actividades productivas, etc.

Uno de estos aspectos a considerar es el de la pobreza, que afecta importantes capas de la población
en ambas naciones. En Colombia, el porcentaje de la población que se encuentra bajo el límite de
pobreza de ingreso es del 56,4%, con ingresos inferiores a dos dólares diarios, mientras que 17,7%
tienen ingresos inferiores a la línea de indigencia. Mientras, en Bolivia, 48,8% de la población se
encuentra bajo el límite de pobreza (PNUD, 2002).

Además, la evolución del crecimiento económico registró niveles críticos en el año 1999 en ambas
naciones. La tasa de variación del PIB en Colombia en los últimos años es aún muy inferior a la

3 De acuerdo con los resultados de la evaluación llevada a cabo por Poore y Hooi Chiew (2000), “aún
no existen pruebas contundentes de que las estrategias de ordenación forestal sostenible se están
aplicando”.

4 Camerún, Ghana, Guyana, Indonesia, Malasia y Myanmar.
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alcanzada históricamente, incluso a la obtenida a comienzos de los noventa. En Bolivia se registró un
crecimiento negativo en los últimos dos años (ver Cuadro 1).

Por otra parte, el factor relacionado con los conflictos sociales que tienen ocurrencia en los dos países
resulta de gran influencia, por tener alcances y características diferentes.

En el caso de Bolivia, esta nación acaba de pasar por su más grave crisis social desde que fue restable-
cida la democracia en el año de 1982, resultante de un agudo enfrentamiento entre el gobierno y los
sectores populares que reclamaban diversas reivindicaciones.

En el caso de Colombia es necesario hacer referencia al conflicto armado que afecta al país y que
constituye un problema estructural con profundas repercusiones negativas en todas las esferas de la
actividad pública y privada. Adicionalmente debe señalarse el importante factor de deterioro ambien-
tal que representan para las áreas boscosas el establecimiento de cultivos ilegales y su control a través
de fumigaciones aéreas con productos químicos. En relación con este último aspecto, se ha señalado
que “en el desarrollo del programa de erradicación aérea se han incumplido las exigencias de la polí-
tica ambiental estatal, cuya finalidad no es otra que preservar y mejorar las condiciones ambientales
para así asegurar la calidad de vida de todos los habitantes del territorio nacional”. (Defensoría del
Pueblo, 2004).

Situación y políticas forestales precedentes

El alcance y particularmente la extensión del presente estudio, no permiten abordar en detalle lo
relativo a la situación existente en los dos países en materia de conservación y manejo de bosques, ni
en el campo del desarrollo forestal para los períodos previos a la introducción de las de las reformas.

En general, la problemática en el manejo de los recursos forestales en ambos países ha estado carac-
terizada por elevadas tasas de deforestación, prácticas de explotación atentatorias a la sostenibilidad
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de los bosques, escaso beneficio de las comunidades locales y pobre contribución al desarrollo econó-
mico, junto a otros factores no menos importantes tales como baja capacidad de gestión estatal para la
administración forestal, ilegalidad y corrupción.

Los diagnósticos sobre el sector forestal, en base a los cuales se han establecido los lineamientos,
objetivos y estrategias de las políticas actuales, constituyen por sí mismos argumentos suficientes
para afirmar que las políticas y legislación precedentes no alcanzaron los logros que se habían pro-
puesto siendo ineficaces en el hallazgo de soluciones a los principales problemas y obstáculos que
enfrenta la ordenación, el manejo y la conservación de los bosques. En el caso específico de Colom-
bia, se ha señalado que las políticas forestales formuladas en los últimos veinticinco años han tenido
sólo valor simbólico, más que una incidencia significativa en la solución de los graves problemas que
afectan al sector (Orozco, J. M., 1999).

Naturaleza y proceso de las reformas

Las reformas del sector forestal introducidas en los dos países presentan rasgos y características bas-
tante diferentes, tanto en lo que respecta a la naturaleza de los cambios como en lo relacionado a los
procesos seguidos en cada caso para llevarlos a cabo. Simplificando, podría afirmarse que Bolivia
aprobó una nueva legislación forestal sin que se contara previamente con una política sectorial. Mien-
tras que en Colombia, se aprobó una política sectorial que ordena, entre otros aspectos, la expedición
de una nueva legislación forestal, aunque esta directriz hasta ahora no ha sido cumplida. No obstante,
los procesos de reforma encierran en cada caso ciertas características que los hacen más complejos de
lo que a primera vista pudieran parecer.

En efecto, aún cuando es cierto que en Bolivia no hubo formalmente una política previa que orientara
la formulación y aprobación de la nueva legislación (Ley Forestal 1700 de 1996), no puede descono-
cerse varias iniciativas. Por una parte, la formulación del Plan de Acción Forestal para Bolivia (Minis-
terio de Asuntos Campesino y Agropecuarios, 1989) que estableció diversos objetivos y programas
para el desarrollo del sector en el marco del Plan de Acción Forestal Tropical (PAFT), impulsado por
la FAO y otros organismos internacionales pendiente cita). Y, por otra, en 1992 el Gobierno impuso la
denominada Pausa Ecológica Histórica, que tenía como fin combatir la explotación no planificada e
irracional de los recursos naturales. La Pausa Ecológica prohibía el otorgamiento de nuevas concesio-
nes forestales durante un plazo de cinco años, y exigió la clasificación de los bosques de acuerdo a
criterios económicos y ambientales. Sin embargo, este intento de organizar mejor la administración
ambiental nacional fue un fracaso al no haber voluntad política para implementar las nuevas reglas,
corrupción generalizada y apatía en los niveles operativos (Andaluz et al., 1998 y Honorable Senado
Nacional, 1998 cit. por Contreras, A. y Vargas, M. T., 2002). Es probable que algunas de las posturas
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filosóficas y los planteamientos de la Pausa Ecológica influyeran en la conceptualización de la
nueva legislación, a pesar de que una y otra se produjeron en períodos y administraciones de
gobierno diferentes.

Por otro lado, existe la noción por parte de algunos actores del sector, de que la política forestal
simplemente está implícita en la legislación misma. Sin embargo, ésta no es la percepción más gene-
ralizada. Más bien, predomina la idea de que aún en la actualidad no existe una política forestal
oficial. Así inclusive lo señalan algunos documentos:

Para que el sector forestal boliviano sea competitivo es importante la creación de mecanismos de
facilitación al desarrollo sectorial, así como el establecimiento de una política forestal para el país
(STCP, 2000). Bolivia no dispone de una política forestal explícitamente definida, oficialmente apro-
bada e incluida en la sociedad, situación que impide la continuidad y coherencia en la toma de decisio-
nes (Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación, 2002).

Con todo esto, no deja de sorprender que esta última afirmación se haga en un documento que lleva
por título Política y Plan Estratégico de Desarrollo Forestal de Bolivia5 , el cual se asume como la
política sectorial oficialmente aprobada para los fines de este estudio6.

Puesto que la legislación se entiende como un instrumento a través del cual es posible alcanzar mu-
chos de los objetivos de la política forestal, lo usual es que se cuente primero con ésta para posterior-
mente formular aquella. El riesgo de hacerlo en el orden contrario, es decir, aprobar primero la legis-
lación y luego establecer la política, es que algunos objetivos o acciones pueden entrar en contradic-
ción con las prescripciones legales, y en tal circunstancia modificar la legislación puede convertirse
en un proceso complicado y prolongado (Husch, 1987). Este último parece ser el caso de Bolivia. De
hecho, ya la Política Nacional para el Desarrollo Forestal de Bolivia del año 2002, dirige varios de sus
objetivos hacia la modificación de la Ley 1700 de 1996, entre ellos: “promover el perfeccionamiento
del régimen forestal de la Nación”, “flexibilizar y especializar las normas que rigen el aprovechamien-
to forestal”, y “fortalecer y redefinir el sistema de control y regulación”. (Ministerio de Desarrollo
Sostenible y Planificación, 2002). Sobre el particular, no debe perderse de vista el hecho de que el
proceso de discusión de la nueva legislación forestal tomó aproximadamente cinco años.

5  El documento contiene dos partes: Política Nacional para el Desarrollo Forestal de Bolivia y Plan
estratégico para el Desarrollo Forestal de Bolivia. Según se indica en los textos “La Política forma
parte inseparable del Plan”.

6 Sin embargo no se adentra en su análisis específico, por cuanto lo reciente de su formulación no
permite una evaluación de sus avances.
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En el caso de Colombia, previo también el antecedente del Plan de Acción Forestal para Colombia
(DNP, 1989), igualmente inspirado en el Plan de Acción Forestal Tropical (PAFT), las principales
reformas del sector están representadas en la adopción de la Política de Bosques (Ministerio del
Medio Ambiente, Departamento Nacional de Planeación, 1996) y del Plan Nacional de Desarrollo
Forestal (MINAMBIENTE–MINAGRICULTURA–MINCOMEX–MINDESARROLLO–DNP,
2000). A pesar de que en ambos documentos se establece claramente el lineamiento de formular y
adoptar un Estatuto Único Forestal, hasta la fecha, esto no se ha cumplido. De hecho, desde que se
elaboró el primer proyecto de Ley de Estatuto Forestal por parte del Ministerio del Medio Ambiente
han transcurrido más de cinco años, período en el que han surgido diversas iniciativas normativas,
tanto del sector público como privado, sin que se haya logrado una consenso en torno a éstas. Esta
situación que constituye un importante indicador negativo acerca de la gestión sectorial, pues se trata,
como se mencionó anteriormente, de un instrumento esencial para el logro de muchos de los
objetivos de la política.

También en este caso entran en juego otra serie de elementos que hacen necesarias varias consi-
deraciones:

Aunque pueda tomarse como un simple “tecnicismo”, la vigencia formal de la Política de Bosques
podría estar en duda. Esto es así porque tradicionalmente en Colombia la mayoría de las políticas
públicas, incluidas las forestales, han sido consideradas como políticas de Gobierno y no como políti-
cas de Estado. Además, a pesar de que la Política de Bosques contiene principios, objetivos, estrate-
gias y líneas de acción que claramente trascienden al mandato del Gobierno que fue responsable de su
formulación y aprobación, los recursos presupuestarios requeridos para su implementación fueron
estimados únicamente para el periodo 1995-1998, punto que contribuiría a considerarla como políti-
ca de Gobierno actualmente sin vigencia. Adicionalmente, debe puntualizarse que la Política de Bos-
ques no incluye el tema concerniente a la reforestación comercial, por cuanto esta actividad pertenece
a la esfera de gestión del Ministerio de Agricultura, organismo que no ha producido la política respec-
tiva, a pesar de que así lo indican las disposiciones de orden legal. Tampoco se desarrolla en forma
específica lo relativo al “desarrollo forestal productivo”.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo Forestal “se enmarca en una visión estratégica del desa-
rrollo forestal del país para los próximos 25 años, trascendiendo los períodos gubernamentales y
constituyéndose como una política de Estado”. (MINAMBIENTE–MINAGRICULTURA–
MINCOMEX–MINDESARROLLO–DNP, 2000). Pese a que también en este caso puede calificarse
como un mero “tecnicismo”, es preciso notar que su aprobación se dio por el Consejo Nacional
Ambiental, organismo que por la Ley tiene la función de recomendar políticas al Gobierno Nacio-
nal, más no propiamente la facultad de aprobarlas. En este sentido puede calificarse como frágil la
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permanencia y vigencia del Plan en el tiempo que prevé. Esto ocurre porque, al margen de lo que
nominalmente reza su texto, cada gobierno puede o no orientar sus lineamientos hacia este sector con
fundamento en el mismo texto, visto que más allá de lo que expresa formalmente, no tiene aún7

asegurados los mecanismos que garanticen su status y permanencia como política de Estado.

Por otro lado, debe precisarse que el hecho de que se hubiese establecido la elaboración y trámite
de una nueva legislación como una directriz central de la política forestal, no significa que se
carezca por completo de normatividad en esta materia. Por el contrario, la legislación es abundante
y detallada, pero ha sido calificada de obsoleta, contradictoria, incompleta y dispersa. Más aún,
también en 1996 se emitió el Decreto 1791 por medio del cual se establece el régimen de aprove-
chamiento forestal, sólo que muchas de sus principales disposiciones no han sido plenamente apli-
cadas y otras no lo han sido en absoluto. Varias causas desembocan en esta situación, pudiendo
mencionarse entre ellas su secundaría jerarquía legal, su alcance parcial y su acentuada connota-
ción de herramienta de comando y control, unido a las dificultades en la gestión por parte de las
entidades responsables de su implementación.

Entre el conjunto de normas legales existentes es preciso hacer mención de la Ley 99 de 1993 por
medio de la cual se creó el Ministerio del Medio Ambiente8  y se organizó el Sistema Nacional
Ambiental (SINA). En lo concerniente al sector forestal se ordenó al mencionado Ministerio es-
tructurar, implementar y coordinar el Servicio Forestal Nacional, a su vez creado mediante Ley 37
de 1989, pero desafortunadamente hasta la fecha no se ha dado cumplimiento a esta disposición.

Las características presentes en cada uno de los procesos de reforma llevados a cabo por los dos
países estudiados hacen que el análisis comparativo sea un tanto asimétrico. Es evidente que los
resultados del estudio, así como su interpretación, pueden ser algo diferentes cuando se comparan
políticas, planes o leyes entre sí, al caso cuando, como en el presente, la comparación se realiza
entre una política y una ley9.

7 Algunas iniciativas buscan garantizar su status de política de Estado a través de la Ley Forestal que
debe ser expedida.

8 El actual gobierno introdujo simplificaciones en la estructura del Estado, entre las cuales se encuentra
la fusión de varias dependencias. Como resultado de estas modificaciones el anterior Ministerio del
Medio Ambiente ahora se denomina Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, ob-
viamente, con funciones adicionales a las que tenía anteriormente. Este cambio ha originado severas
críticas por parte de organizaciones ambientalistas y de expertos en el tema.

9 Así se entienda que la Ley, como en este caso, contiene en forma implícita elementos de política.
Además, el análisis se centra en los efectos de la Ley 1700 de 1996 y no en la Política y Plan
Estratégico de Desarrollo Forestal de Bolivia de 2002, en razón de que lo reciente de su formula-
ción no permite aún una evaluación de sus avances.
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Participación en los procesos de reforma

En el proceso previo de discusión sobre la Ley Forestal de Bolivia se reconoce que hubo una destaca-
da participación de los actores, con la notable excepción de los extractores de productos no maderables.
El sector académico también se queja de no haber tenido suficiente participación. Con todo, se afirma
que el debate sobre temas forestales constituyó la primera instancia en la cual este país experimentó
un proceso amplio de participación democrática para la elaboración de una ley de este tipo (Pavez y
Bojanic, 1998 cit. por Contreras, A. y Vargas, M.T., 2002).

En adición a lo anterior, se resalta la conformación y aceptación de núcleos de análisis de la problemá-
tica sectorial. Así, se señala que lo más importante del proceso fue que realmente se creó una masa
crítica en lo que se refiere a la voluntad política para: i) reformar substancialmente los esquemas de
manejo sectorial en un ambiente que ya aceptaba cambios fundamentales en el sistema de
gobernabilidad del país, y ii) llevar a cabo esta tarea de una manera intensamente participativa. Estas
fueron circunstancias excepcionales que facilitaron el cambio, y que no siempre se encuentran pre-
sentes en los intentos de reformar drásticamente las políticas e instituciones del sector forestal
(Contreras, A. y Vargas, M.T., 2002).

El hecho de que el proceso de discusión de la Ley Forestal haya tenido estas características ha tenido
una influencia notable en que, más allá de sus bondades y defectos, se hayan registrado en general
buenos niveles de aceptación de la misma (Nittler, J., 1999).

Del mismo modo, la propia Ley Forestal consagra entre sus disposiciones la participación ciudadana,
el derecho al suministro de información, incluyendo la celebración de audiencias públicas cuando sea
el caso. Sin embargo, de acuerdo con algunos actores, en determinados casos no se ha dado cumpli-
miento a este aspecto de la legislación, señalándose el ocultamiento de información sobre planes de
manejo de concesiones forestales, a pesar de no ser una situación generalizada. En sentido opuesto,
también se registran ejemplos de celebración de audiencias públicas que han tenido como finalidad la
defensa de los intereses de la población.

En la Ley 99 de 1993, por la cual se creó el Sistema Nacional Ambiental de Colombia, también se
incluyen diversas disposiciones orientadas a garantizar la información y la participación de la pobla-
ción en las decisiones que puedan vulnerar sus derechos.

La Política de Bosques de Colombia establece sobre esto que el Ministerio del Medio Ambiente
concertará las pautas y mecanismos de participación ciudadana, y solicitará al Consejo Nacional
Ambiental constituir y apoyar la creación y gestión de un Comité Técnico Intersectorial, que coordi-
nará y hará seguimiento a los programas y proyectos derivados de esta política.
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Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo Forestal señala que se busca reafirmar los preceptos
contenidos en la Constitución Política y la Ley 99 de 1993 en cuanto a la participación ciudadana,
dando énfasis en los procesos de planificación y gestión con los recursos forestales. De esta forma, los
Ministerios del Medio Ambiente, Agricultura, Desarrollo Económico, Comercio Exterior y los Entes
Territoriales buscarán la participación de diferentes manifestaciones de la sociedad civil para que las
acciones relacionadas con el PNDF sean socializadas y concertadas

Es evidente que en el transcurso de los últimos años, y en particular desde la promulgación de la
Constitución Política de 1991, los procesos de formulación de políticas y estructuración de planes
para el sector forestal han permitido una mayor vinculación de los distintos actores relacionados con
el tema en diversas esferas de actividad, contrario a lo que ocurría en décadas anteriores cuando
dichos procesos se desarrollaban sólo en el interior de las entidades responsables. Sin embargo, sub-
sisten rasgos de escasa participación de la sociedad civil en lo que a toma de decisiones y evaluación
y seguimiento el las acciones ser refiere (Orozco, J.M., 2000). Estos rasgos han afectado el proceso de
formulación de las políticas mencionadas. Ya en la ejecución, las directrices que señala el mismo Plan
Nacional de Desarrollo Forestal, arriba citadas, son abiertamente desconocidas, pues en la instancia
conformada para la coordinación de su ejecución y su seguimiento, hasta ahora sólo participan orga-
nismos de carácter público.

Información estadística

Se incluye este punto entre los primeros componentes objeto del análisis, ya que la posibilidad de
diseñar y operar políticas eficaces frente a los problemas que pretenden resolver depende en gran
medida de la validez de los diagnósticos y credibilidad de la información, en particular la referente a
las cifras que caracterizan el comportamiento de las principales variables del sector.

En el caso de Colombia, uno de los aspectos en los que hasta la fecha se ha observado un débil
desempeño en el cumplimiento de los lineamientos de política es lo relacionado con la información
estadística del sector. Sobre esta materia, la política establece: los Ministerios del Medio Ambiente y
de Agricultura y Desarrollo Rural organizarán un Sistema Nacional de Información y Estadísticas
Forestales10. Como parte de este Sistema, en cada Corporación11 se establecerá un sistema de infor-
mación estadística compatible. El Ministerio del Ambiente determinará en forma inmediata las

10 El Sistema incluirá tres tipos de información: normativa y administrativa; estructural, que requiere
estudios periódicos para precisar su estado; coyuntural, relativa a precios de productos forestales,
costos de producción y flujos de movilización de productos del bosque.

11 En Colombia existen 32 Corporaciones Autónomas Regionales, que de acuerdo con la Ley 99 de
1993, son los entes encargados de administrar los recursos naturales renovables y propender por su
desarrollo sostenible.
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necesidades de información estadística e iniciará su montaje a nivel nacional (Ministerio del Medio
Ambiente, Departamento Nacional de Planeación, 1996).

Uno de los instrumentos que facilitaría la planificación, conservación, manejo y uso sostenible del
patrimonio forestal de la nación, será la consolidación y operación efectiva del Sistema de Informa-
ción y Divulgación Forestal por parte del IDEAM, SIAC, Departamento Administrativo Nacional de
Estadística (DANE), el Departamento Nacional de Planeación, las CAR, Dirección de Impuestos y
Aduanas Nacionales (DIAN) y otros (Ministerio del Medio Ambiente et al, 2000).

Una reciente evaluación señala que: el sistema de información forestal revela inconsistencias profun-
das en la información presentada y grandes debilidades técnicas y operativas entre los entes regiona-
les y el Ideam12. A las mismas, se debe agregar la difícil coordinación que persiste entre instituciones
como el IGAC13 y el IDEAM en la producción de información ambiental, que resulta fundamental
para el desarrollo de los bosques, plantaciones forestales y del sector en general. La escasa
estandarización e implementación de sistemas de indicadores ha dificultado la presentación de cifras
coherentes sobre la situación de los bosques y plantaciones del país y de los demás bienes y servicios
ambientales asociados. Más aún, la poca o nula especificidad en las acciones y metas planificadas por
las autoridades ambientales (planes trianuales y operativos de inversión) dificultan la evaluación ob-
jetiva de su gestión y el impacto real de sus actividades en pro de la conservación de los bosques y el
fomento del desarrollo sectorial (Contraloría General de la República, 2001).

La debilidad de la gestión en este campo se refleja en que, para los últimos años, no se dispone de
cifras consolidadas sobre aspectos tan básicos como áreas bajo aprovechamiento, movilización de
productos, tasas forestales, áreas reforestadas, etc., información que aunque deficiente estaba dispo-
nible antes que se adoptara la política. De hecho, en la elaboración del presente estudio representa
una de las principales limitaciones.

De un total de 100 indicadores definidos para estructurar la “Línea Base” dentro del Sistema de
Información Ambiental de Colombia (IDEAM, SINCHI, IAVH, IIAP, INVEMAR, 2002), sola-
mente dos de carácter nacional se refieren a la medición de aspectos productivos del bosque, a
saber: área promedio anual de reforestación protectora y comercial, y demanda anual de maderas
por el sector manufacturero.

El impacto de la política en este campo es prácticamente nulo en cuanto al cumplimiento de sus
objetivos y, obviamente, tiene repercusiones negativas en todos los ámbitos.

12 Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales.
13 Instituto Geográfico Agustín Codazzi.
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La situación anterior contrasta de manera notable con la de Bolivia, en donde, por una parte, en esta
materia la Ley Forestal asigna las siguientes funciones a la Superintendencia Forestal:

ARTICULO 22º.

d) Llevar el registro público de concesiones, autorizaciones y permisos forestales, incluyendo las
correspondientes reservas ecológicas.

II. Sin perjuicio de la acción fiscalizadora que corresponde al Legislativo, el Superintendente Forestal
deberá rendir obligatoriamente a la Contraloría General de la República, un informe semestral
circunstanciado sobre los derechos forestales otorgados, valor de las patentes forestales y su co-
rrespondiente estado de pago, planes de manejo y de abastecimiento de materia prima aprobados y
su estado de ejecución, inspectorías y auditorias forestales realizadas y sus correspondientes resul-
tados, así como las demás informaciones relevantes sobre el real y efectivo cumplimiento del
Régimen Forestal de la Nación. Sobre el mismo contenido presentará un informe anual de la
gestión pasada hasta el 31 de julio de cada año al Presidente de la República, con copia al Congre-
so Nacional, acompañado con la auditoria anual independiente y calificada sobre las operaciones
de la Superintendencia Forestal requerida por la Contraloría General de la República.

El impacto en este caso es positivo pues se ha cumplido de manera satisfactoria con las funciones
asignadas. La información precisa, detallada y ordenada que contienen los informes y documentos
generados por la Superintendencia Forestal así lo evidencia14.  Resulta importante notar que algunos
actores del sector plantean que en lo relacionado a los planes de manejo, la información no está
abierta al público en todas las regiones, e incluso en ocasiones se imponen obstáculos a los interesa-
dos en acceder a ella. Adicionalmente, es preciso señalar que a pesar de los avances registrados, la
generación y consolidación de información de tipo económico sobre el sector forestal, por parte de
otras fuentes, aún sufren algunas limitaciones.

Planificación del desarrollo sectorial

Complementariamente a los puntos señalados en la sección referente a la naturaleza y el proceso
de las reformas, a continuación se señalan algunos elementos de análisis sobre los planes de
desarrollo sectorial.

Como ya fue mencionado, en Bolivia el Plan Estratégico de Desarrollo Forestal de Bolivia (Ministerio
de Desarrollo Sostenible y Planificación, 2002) es de reciente data, por lo que no se formula un

14 Se han tenido a disposición y consultado para este estudio los Informes Anuales elaborados por la
Superintendecia Forestal correspondientes a las gestiones de 1997, 1998, 1999, 2000, 2001 y 2002.
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análisis referente al avance de su implementación. Más allá del sorprendente desconocimiento del
mismo por parte de actores claves del sector15, algunas críticas de quienes conocen su origen y el
proceso de formulación señalan que el mismo refleja de manera notoria los puntos de vista empre-
sariales, en perjuicio de otros intereses. Si bien los representantes del sector privado han presenta-
do abiertamente su propuesta para el sector (Cámara Forestal de Bolivia, 2000) y reconocen sin
rodeos que la política actual está basada en ella, algunos pasajes del documento que se han tomado
literalmente ofrecen una perspectiva analítica que no se corresponde bien con la naturaleza del
régimen forestal16 .

En lo que respecta a Colombia, sin lugar a dudas, uno de los logros más significativos en casi tres
décadas de gestión forestal orientada por políticas gubernamentales formalmente declaradas, lo cons-
tituye la formulación y aprobación del Plan Nacional de Desarrollo Forestal (Orozco, J M., 1999).
Esto es así, porque desde 1974 la política forestal había planteado este propósito y sólo logra concre-
tarse en el año 2000. En este sentido, el impacto es positivo por cuanto, al decir de algunos actores,
por fin se cuenta con un “carta de navegación” para el sector. Por otra parte, debe señalarse que el
notable esfuerzo de las entidades participantes para su formulación no pudo ser completado en todas
sus etapas, probablemente por el apresuramiento en mostrar la existencia de este instrumento nacio-
nal en foros internacionales. La consecuencia, evidente y negativa, de tal situación es que desafortu-
nadamente el Plan carece de proyectos debidamente estructurados y priorizados.

Legislación

Mientras que Bolivia adoptó como instrumento principal para la implementación de sus reformas
la Ley Forestal 1700 de 1996, junto al Decreto Supremo 24453 del mismo año y a otras disposicio-
nes de carácter normativo, en Colombia, aún no se ha dado cumplimiento a las directrices de la
Política de Bosques de 1996 y del Plan Nacional de Desarrollo Forestal de 2000. Éstos establecen
que se formulará y expedirá un Estatuto Único Forestal con el fin de unificar criterios, requisitos y
procedimientos que garanticen el aprovechamiento sostenible de los bosques, su conservación y
adecuada administración.

Entre los aspectos más destacados de la Ley Forestal de Bolivia se encuentra la eliminación del siste-
ma de cobro de tasas de aprovechamiento (patente) por volumen, y la instauración del cobro por área,
suprimiendo así una fuente de corrupción imperante en el modelo precedente; la posibilidad de
otorgar concesiones hasta por 40 años, prorrogables de acuerdo a los resultados; la creación de una

15 Ver item sobre Naturaleza y proceso de las reformas
16 Así, por ejemplo, en relación con las Unidades Forestales Municipales se afirma: “Todavía muchas

de las tales UFM´s no han sido establecidas, sea por la falta de recursos financieros o por la falta de
personal técnicos capacitado”.
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institución específicamente concebida y destinada a la regulación y supervisión del modelo forestal,
la Superintendencia Forestal; la creación del Fondo Nacional de Desarrollo Forestal; la descentraliza-
ción en la administración de los recursos forestales y la creación de unidades técnicas en los niveles
locales y regionales; el reconocimiento expreso de derechos a comunidades campesinas e indígenas;
y la asignación de responsabilidades a profesionales y técnicos forestales no sólo para la elaboración,
sino también para la ejecución de los planes de manejo forestal.

A pesar de que se reconoce ampliamente la importancia que ha tenido la nueva Ley Forestal en la
reorientación del aprovechamiento y manejo de los bosques, también se ha señalado que la norma
presenta algunas deficiencias significativas, entre ellas, no incluir temas sectoriales claves como el
desarrollo industrial, el comercio internacional, la investigación forestal y los incentivos. Es por ello
que no tendría un carácter nacional ni integral, al no establecer vínculos del sector con la producción
y la comercialización de productos forestales (Contreras, A. y Vargas, M. T., 2002).

Adicionalmente, algunos actores del sector estiman que, a pesar de la nueva Ley, aún existen niveles
de ilegalidad considerables en el aprovechamiento. Sin embargo, no se conoce su magnitud17  (Pacheco,
P., 2002 (b)). Incluso, se estima que durante el nuevo régimen forestal, el aprovechamiento ilegal de
las zonas boscosas ha aumentado gracias a la insuficiente fiscalización y los efectos de los nuevos
requerimientos técnicos del manejo, que encarecen los costos de la madera legalmente aprovechada
(Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación, 2002). A esto se le suma el hecho de que la
corrupción no ha sido totalmente eliminada, aunque al parecer ha disminuido significativamente.
También se señala que el impacto económico de la Ley ha sido negativo, ya que no otorga suficiente
seguridad jurídica a los operadores del manejo forestal. La falta de divulgación y un proceso no del
todo participativo en su gestación, son otros aspectos que se critican en relación con la norma. En el
presente estudio algunos tópicos de la Ley son objeto de análisis más específicos, en comparación con
la legislación vigente en Colombia.

El impacto de no contar con un instrumento jurídico como el que prevé la Política de Bosques colom-
biana es a todas luces negativo, ya que implica el mantenimiento de una situación crítica de deterioro
y subutilización de los recursos forestales, de falta de actualización de las normas en algunos de sus
componentes técnicos, y de notorias deficiencias en su aplicación y cumplimiento (Orozco, 1996).

En opinión de la mayoría de los entrevistados, crear nueva legislación constituye una necesidad ina-
plazable del sector, de forma que la normativa se oriente a promover el desarrollo forestal sostenible
y no a frenarlo. Aunque queda claro que por sí solo no representa una garantía de reordenamiento del

17 Algunos entrevistados estiman que la cantidad de madera que se comercializa legalmente puede ser
equivalente a la que se explota y trafica de manera ilegal.
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sector. Según estas mismas opiniones, los aspectos que demandan mayor atención a través de una
nueva legislación se refieren a la definición de reglas de juego claras y estables que brinden seguridad
jurídica a los inversionistas, la visión del largo plazo para asegurar la proyección de negocios en el
mercado, la clarificación de los roles institucionales y de los actores privados vinculados a la actividad
forestal y la lucha contra la ilegalidad.

Las razones que explican el incumplimiento en la práctica de una nueva legislación forestal son muy
diversas, entre ellas destacan los conflictos de intereses no superados entre distintos actores del sector,
tanto en lo público como en lo privado, sumado a la falta de decisión y de voluntad política. Una
ausencia de búsqueda efectiva de consensos y un accionar un tanto aislado por parte de algunos
actores, caracterizan las más recientes etapas de elaboración de propuestas normativas.

Instituciones

El cambio más importante establecido por la Ley Forestal de Bolivia en materia institucional lo cons-
tituye la creación de la Superintendecia Forestal como organismo regulador del modelo adoptado.
Dados los antecedentes de corrupción e ineptitud que caracterizaron la gestión del ente anterior
–Centro de Desarrollo Forestal– en general se califica el cambio como altamente positivo, a lo cual
contribuye su carácter autárquico que lo hace menos susceptible a influencias políticas, y su orienta-
ción principalmente técnica. Se le critica su excesiva dependencia de los ingresos generados por el
cobro de la patente forestal, e incluso entre algunos actores del sector se percibe que no es del todo
eficiente en sus funciones de control de campo.

La Ley Forestal también establece diversas atribuciones para las Prefecturas (Departamentos) y
los Municipios. Aunque se considera importante el proceso de descentralización de la gestión
forestal, son comunes los cuestionamientos sobre el papel cumplido hasta ahora por estos entes,
particularmente, por la incidencia de factores políticos que no han permitido un mejor desempeño
de sus funciones.

Por otra parte, se destaca que la Cámara Forestal de Bolivia –organización creada desde 1969 que
agrupa a las empresas del sector– cumple un papel importante como interlocutor ante las autoridades
de gobierno, y ha incorporado formalmente el concepto de desarrollo sostenible en su visión
institucional. También las comunidades vinculadas al manejo forestal cuentan con diversos mecanis-
mos e instancias de organización y representación ante los organismos de gobierno responsables de la
implementación de la Ley, si bien tales instancias no en todos los casos están constituidas con la
finalidad exclusiva de atender los asuntos relativos al uso y manejo de los bosques.

En Colombia, mediante la Ley 999 de 1993 se crearon el Ministerio del Medio Ambiente y el Sistema
Nacional Ambiental –SINA– en un esquema institucional que incluye 32 Corporaciones Autónomas
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Regionales como entes encargados de administrar los recursos naturales renovables y propender por su
desarrollo sostenible. En materia forestal los resultados de su gestión no son satisfactorios. “La proble-
mática asociada al aprovechamiento de los bosques naturales está relacionada con la baja presencia
institucional para promover el uso adecuado del recurso a través del cumplimiento normativo (…)
De igual manera hay una deficiente aplicación de los mecanismos de control al aprovechamiento,
movilización y almacenamiento de productos forestales, como consecuencia de las debilidades
operativas e institucionales”. (Ministerio del Medio Ambiente–Ministerio de Agricultura–Ministerio
de Comercio Exterior–Ministerio de Desarrollo–Departamento Nacional de Planeación, 2000).

Tal como se mencionó anteriormente, no se ha dado cumplimiento a esta Ley en lo concerniente a la
estructuración, implementación y coordinación del denominado Servicio Forestal Nacional, creado
desde 1989, que nunca ha sido puesto en funcionamiento.

Igualmente, se presentan problemas de coordinación entre entidades del orden nacional y regional
con diversas atribuciones en materia forestal, así como conflictos de competencia entre los Ministe-
rios del Medio Ambiente y de Agricultura, donde aflora una visión “conservacionista” y otra
“desarrollista” del sector, parte de cuyos efectos se reflejan en la falta de acuerdo para la expedición de
una nueva legislación.

La carencia de un verdadero Sistema Forestal para la gestión, se ve reflejada en problemas de desar-
ticulación, competencia, duplicidad de funciones e inobservancia de normas, que afectan tanto la
planificación y coordinación como la ejecución, evaluación y seguimiento de actividades a distintos
niveles. En el plano nacional, se destaca la dificultad que enfrenta el nivel central para llevar a cabo
tareas de seguimiento y evaluación a nivel regional (Orozco, J.M., 2002).

Aunque se reconoce la necesidad de contar con un organismo institucional que asuma con mayor
claridad, compromiso y eficiencia las funciones propias de la “gestión forestal”, ninguna de las diver-
sas alternativas contempladas parece viable dadas las restricciones que impone el modelo ya existente
y las dificultades de orden fiscal para la creación de una nueva entidad. Entre las opciones que cuen-
tan con mayor respaldo esta la de la institucionalización de una “gerencia de alto nivel” para la coor-
dinación e implementación del Plan Nacional de Desarrollo Forestal. Hasta la fecha, esta instancia no
está articulada formalmente a la estructura institucional existente y para su funcionamiento inicial
depende penosamente de recursos de cooperación internacional, todo lo cual da una señal de la baja
prioridad asignada a esta materia, más allá de la retórica en torno de la misma.

En cuanto a la institucionalidad privada, en fecha reciente ha sido creada la Federación Nacional de
Industriales de la Madera18 , un intento por agrupar a los empresarios que operan a lo largo de toda la

18 Luego de la desaparición, hace pocos años, de la Asociación Colombiana de Reforestadores
ACOFORE, organismo que agrupaba a las más grandes empresas del sector.
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cadena productiva del sector con una aproximación conceptual amplia y abierta hacia el desarrollo
forestal sostenible. Se pretende hacer una interlocución apropiada con el Estado elevando ante éste
las inquietudes e intereses del sector, reconociendo que en el pasado se ha estado de espaldas al
bosque y, en muchos casos, al cumplimiento de los compromisos que legalmente implica su utiliza-
ción y manejo del recurso.

Derechos de propiedad de las tierras forestales

A pesar de que en la Ley Forestal de Bolivia se contempla el otorgamiento de concesiones forestales
hasta por 40 años, los empresarios y algunos otros actores del sector se quejan de que dicha disposi-
ción no da “seguridad jurídica” para la operación del negocio, en cuanto no permite que las tierras
puedan ser dadas en garantía para operaciones comerciales y financieras. Se argumenta además que
la falta de un mercado de tierras forestales no permite una adecuada valoración del bosque.

En una visión totalmente contraria a la anterior, se señala por parte de quienes difieren de esta posi-
ción, junto con el de las patentes, que este ha sido justamente uno de los aspectos más positivos
adoptado en la forma que lo establece el texto legal. Se señala que precisamente uno de los más
destacados de la Ley es el de conservar la propiedad estatal, manteniendo así la posibilidad de revertir
las concesiones en cuanto ello resulte necesario.

Aunque el no poder constituir garantías financieras sobre las tierras forestales concesionadas pue-
de entenderse como una limitación del modelo adoptado, no parece tener mayor fundamento la
apreciación relativa a la falta de “seguridad jurídica”, no sólo porque el período de concesión es de
hasta 40 años, sino que además dicho plazo es prorrogable de acuerdo a los resultados. Los ele-
mentos expuestos permiten inferir que fue adecuado adoptar la figura de las concesiones forestales
en los términos ya mencionados.

En otra parte, se destaca la disposición de la Ley Forestal que concede prioridad para el otorgamiento
de concesiones forestales en tierras fiscales de producción forestal permanente a las denominadas
Agrupaciones Sociales del Lugar (ASL) así como la exclusividad a los pueblos indígenas para el
aprovechamiento forestal en las Tierras Comunitarias de Origen. Con todo, aún persisten innumera-
bles conflictos en relación con las tierras forestales que estaban bajo concesión y que fueron devuel-
tas como consecuencia de la nueva legislación, debido a retrasos en los respectivos procesos de sanea-
miento de tierras (Pacheco, P. 2002(b)). La falta de una adecuada delimitación y legalización de la
tenencia de la tierra constituye uno de los problemas más serios para el manejo forestal sostenible en
Bolivia (Contreras, A. y Vargas, M.T., 2002).

 En teoría, las condiciones de Colombia en esta materia son bien diferentes, por cuanto la mayor
parte de los bosques no pertenecen a la Nación sino a grupos étnicos (Ministerio del Medio
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Ambiente–Ministerio de Agricultura–Ministerio de Comercio Exterior–Ministerio de Desarrollo–De-
partamento Nacional de Planeación, 2000). Las tierras de comunidades indígenas a Diciembre de
2001 sumaban un total de 30.845.231de hectáreas, distribuidas en 638 Resguardos en diferentes
regiones del país (The World Bank, 2003).

Hasta mediados de 2002 se habían entregado 4.150.000 de hectáreas en títulos de propiedad colecti-
va a comunidades negras en la región del Pacífico, quedando en trámite 1.600.000 hectáreas adicio-
nales (Aldana, C., et al, 2003). Los bosques en territorios indígenas cubren una superficie de 22.123.360
ha. y en territorios de comunidades negras 5.422.680. ha. (Ministerio del Medio Ambiente–Ministe-
rio de Agricultura–Ministerio de Comercio Exterior–Ministerio de Desarrollo–Departamento Nacio-
nal de Planeación, 2000 (b)).

El otorgamiento de títulos de propiedad privada en áreas de gran importancia en cuanto a la oferta de
recursos forestales cambia radicalmente las condiciones de acceso para el aprovechamiento de los
bosques, particularmente, en la región del Pacífico donde en virtud de la Ley 70 de 1993, se reconoce
la propiedad colectiva a favor de las comunidades habitantes de estas áreas. Por otra parte, una zona
considerable de las tierras indígenas se superpone con áreas que pertenecen al Sistema de Parques
Nacionales Naturales.

Lo anterior conlleva a que la figura del otorgamiento de concesiones en tierras del Estado para el
aprovechamiento de bosques se considere virtualmente extinguida, sin que eso signifique que no
existan aún considerables extensiones de propiedad pública cubiertas por bosques de tipo productor,
en las cuales pueden otorgarse permisos de aprovechamiento de bosques19.

El cambio en las condiciones de “acceso” al bosque, más exactamente en la propiedad de las tierras
forestales (en el caso del Pacífico), implica un cambio sustancial para la utilización del recurso que
demanda nuevos enfoques, políticas y estrategias para la administración y el manejo del recurso
(Orozco, J. M. et al , 1996).

En la práctica, la situación dista mucho de lo que establece la legislación, por cuanto en el caso del
Pacífico, la más importante en el abastecimiento de maderas provenientes de los bosques naturales, el
conflicto armado que afecta al país se ha traslado a la región casi al tiempo de la expedición de la Ley
70 de 1993, al punto que en muchas zonas no hay dominio ni posesión efectivos sobre la propiedad
por parte de las comunidades debido a la incidencia de los factores de violencia. Para algunos analistas,

19 La figura de la concesión forestal prevista en la legislación implica un proceso de “licitación” para el
otorgamiento de derechos de aprovechamiento en “grandes” extensiones. Mientras que el permiso
de aprovechamiento se otorga en forma directa. En Colombia sólo han existido 2 ó 3 concesiones
forestales, la mayor de ellas de unas 60.000 hás.
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es justamente el reconocimiento de los derechos de propiedad colectiva sobre las tierras lo que origina
la presencia de factores de violencia en la región. Según The World Bank (2003), tanto los territorios
indígenas como los afrocolombianos han sido involucrados en el conflicto armado debido a su ubica-
ción estratégica. Dentro de las múltiples consecuencias se cuentan el desplazamiento forzado, tempo-
ral o definitivo, el abandono de predios y la explotación ilegal de recursos naturales.

Los intereses económicos en que se fundamenta la violencia y el conflicto también son factores que
inducen al desplazamiento. Como parte de un proceso denominado “contrarreforma agraria” –como
resultado de la cual 3% aproximadamente de los terratenientes controlaban en 1994, más del 70% de
la tierra cultivable del país– el desplazamiento constituye con frecuencia un medio para adquirir
tierras en beneficio de los grandes terratenientes, narcotraficantes y empresas privadas que elaboran
proyectos en gran escala para la explotación de los recursos naturales. No es mera coincidencia que
las zonas en que las guerrillas y los grupos paramilitares desarrollan una actividad más intensa sean
precisamente las más ricas en recursos naturales (ONU, 2000).

Otras opiniones coinciden en señalar que a pesar de los cambios de orden legal en la propiedad,
persisten las condiciones de ilegalidad, sobreexplotación, intermediación y escaso beneficio para las
poblaciones locales que caracterizaban el uso de los recursos forestales antes del advenimiento de la
Ley. A lo anterior se añade que aún no ha sido reglamentado el Capítulo IV de la Ley 70 de 1993
referente a recursos naturales.

Ordenamiento territorial y zonificación

Respetando los avances en la clasificación de tierras que ya existían antes de la aprobación de la Ley
Forestal 1700, el nuevo marco jurídico forestal de Bolivia establece cinco clases de tierras en función
de sus características de capacidad de uso mayor: a) de protección, b) para la producción forestal
permanente, c) cobertura boscosa para diversos usos, d) de rehabilitación y e) de inmovilización.
Dichas tierras se deben usar de acuerdo a su capacidad de uso mayor, cualquiera sea su régimen de
propiedad o tenencia, salvo que se trate de un cambio de uso agrícola o pecuario al uso forestal o de
protección (Art. 12, Ley 1700). En todos los casos la Ley ha puesto regulaciones estrictas de acuerdo
a las prescripciones del ordenamiento territorial y básicamente actúa bajo el principio in dubio pro
bosque –en caso de duda, se favorece el uso forestal– medida con la que se intenta precautelar sobre
todo los bosques de producción forestal permanente y regular el cambio de uso (Contreras, A. y
Vargas, M.T., 2002).

A pesar de las disposiciones legales, se considera que se llevan a cabo intensos procesos de conver-
sión para usos en agricultura y ganadería, de tierras que deben ser para la producción forestal. Del
mismo modo se identifica que en parte esto se origina por la existencia de conflictos entre normas de



DOCUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 109

igual jerarquía que establecen clasificaciones contradictorias entre tierras para la producción forestal
permanente y tierras para uso agropecuario.

En el caso de Colombia, la Política de Bosques establece que el Ministerio del Medio Ambiente, con
base en los criterios técnicos proporcionados por el IDEAM, elaborará una zonificación de las áreas
de bosque y de las tierras con aptitud forestal de acuerdo con las categorías de manejo, que contribuirá
para expedir las regulaciones nacionales sobre uso del suelo. También se asignan responsabilidades a
las Corporaciones Autónomas Regionales (CAR) para que determinen las áreas forestales protecto-
ras, productoras y protectoras-productoras (Ministerio del Medio Ambiente, Departamento Nacional
de Planeación, 1996). Similares directrices establece al respecto el Plan Nacional de Desarrollo Fo-
restal (Ministerio del Medio Ambiente–Ministerio de Agricultura–Ministerio de Comercio Exterior–
Ministerio de Desarrollo–Departamento Nacional de Planeación, 2000). Por si hiciera falta, el Decre-
to 1791 establece:

Artículo 38. Las Corporaciones, afín de planificar la ordenación y manejo de los bosques, reser-
varán, alinderarán y declararán las áreas forestales productoras y protectoras-productoras que
serán objeto de aprovechamiento en sus respectivas jurisdicciones.

No obstante, en términos generales, hasta el presente no se ha cumplido con lo establecido en la
Política, el Plan y el Decreto. El balance de las ejecutorias es supremamente pobre:

Junto con las CAR se han identificado aproximadamente 2.400.000 has. con posibilidades de ser
declaradas como Áreas Forestales Productoras o Protectoras Productoras.

Con recursos de Holanda se está iniciando un proyecto piloto para la ordenación de Áreas Forestales
Productoras en Codechocó y Corpoamazonia (Ministerio del Medio Ambiente–Ministerio de Agri-
cultura–Ministerio de Comercio Exterior–Ministerio de Desarrollo–Departamento Nacional de
Planeación, 2000(b)). En cuanto a uno de los “proyectos piloto” mencionados, el de Codechocó en la
región del Pacífico, luego de su ejecución, sigue a la espera de un tortuoso proceso burocrático que
permita su aprobación para que pueda tener efectos legales y entonces ser “implementado”.

Es de destacar que la carencia de la zonificación forestal, establecida de acuerdo con las normas
legales, constituye uno de los principales obstáculos para orientar la gestión forestal hacia la
sostenibilidad y afecta tanto el uso y manejo de los bosques naturales como el establecimiento y
aprovechamiento de plantaciones forestales. A estas últimas, debido al manejo discrecional y antoja-
dizo que hacen las autoridades ambientales regionales de las normas existentes para decidir sobre las
posibilidades de aprovechamiento de bosques plantados con fines comerciales. El impacto de la polí-
tica en este renglón arroja un saldo bastante negativo.
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Manejo de bosques y certificación

Tal vez el aspecto que más llama la atención con la implementación del nuevo régimen forestal de
Bolivia es el liderazgo asumido por ese país en el campo de la certificación forestal. En efecto, hasta
el presente cuenta con un total de 946.888 has. con certificación de manejo forestal sostenible bajo
las normas del FSC (Forest Stewardship Council, 2003), ubicándolo como país líder en área certifica-
da entre los países tropicales. El área certificada representa 12,7% frente a la superficie de 7.420.305
has. otorgadas en concesiones forestales o con otros derechos vigentes a diciembre de 200220 .

De hecho, hay una conexión evidente entre la adopción del nuevo régimen forestal y los notables
avances en materia de certificación: Indudablemente, la Ley Forestal se constituyó en un pilar funda-
mental para el desarrollo de la certificación forestal en Bolivia (Moreno, H., 2004). Bolivia pasa a ser
uno de los pocos países que ha logrado certificar un millón de hectáreas con manejo forestal sosteni-
ble, y muchos atribuyen parcialmente ese logro al nuevo régimen forestal que habría acercado al
sector hacia estándares de buen manejo. A pesar de ello tiene importantes problemas económicos y de
equidad, que en gran parte tienen que ver más con factores “extra-sectoriales” que con las propias
regulaciones de manejo forestal (Bosques Bolivia, 2003).

El vínculo Ley Forestal-Certificación parece evidente, no obstante, algunas críticas se formulan sobre
la función paralela y disociada que cumple la certificación con respecto a las políticas forestales
públicas, lo que no ayudaría a la gestión que el Estado debe hacer del recurso (Van Dam, C., 2002).

En opinión de algunos analistas, la certificación forestal ha resultado en general muy exitosa para
Bolivia. Así, se plantea que se incentiva el uso económico del bosque natural que se realiza dentro de
reglas fijadas, de forma tal que no exista un sobre aprovechamiento del mismo. De esta manera el
valor agregado proveniente del bosque natural se incrementa sustancialmente y beneficia al pueblo
de Bolivia, proporcionando ingresos adicionales. En las áreas de bosque bajo manejo forestal sosteni-
ble, éste no es destruido ni tampoco convertido en bosques plantados, por lo tanto, también son
alcanzadas las metas ecológicas ligadas a la certificación, de preservar la diversidad biológica. La
certificación se ha convertido en una herramienta de mercadeo muy importante constituyéndose en
un factor determinante al momento de analizar la viabilidad y sostenibilidad de negocios y/o proyec-
tos forestales con proyecciones de largo plazo (Moreno, H., 2004).

En la Ley Forestal de Bolivia se adoptan importantes disposiciones relacionadas con el manejo de
los bosques, entre las que sobresalen las referentes al otorgamiento de concesiones a largo plazo

20 La información sobre superficie bajo concesiones forestales u otros derechos ha sido tomada del
Informe Anual 2002 de la Superintendencia Forestal de Bolivia.
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(40 años) y el cobro de patente por área, aspectos que en conjunto tienen un efecto positivo sobre
la concepción del manejo forestal y su implementación a través de los planes de manejo. Dichos
planes se tratan en la misma Ley y han sido objeto de fundamentales y detalladas regulaciones de
carácter técnico, las cuales, incluso, por su “sofisticación” han llegado a considerarse un factor que
encarece los planes de manejo e incluso a identificarse como una causa probable del aumento de la
extracción ilegal de madera.

 El nuevo esquema orienta el manejo de los bosques hacia el aprovechamiento integral de los mismos,
contra la tradición de “descreme” basado en la extracción de las especies mara (caoba), roble y cedro.
Las implicaciones de esta modalidad se presumen favorables desde el punto de vista silvicultural si
bien sus repercusiones económicas no son del todo bien recibidas por cuanto muchas de las especies
que ahora se extraen tienen bajo valor en los mercados o son desconocidas. Al respecto se afirma, que
no es posible determinar este efecto como una consecuencia del nuevo régimen forestal porque con o
sin el mismo la situación habría de ocurrir, dadas las mermadas existencia de las especies tradicional-
mente aprovechadas (Contreras, A. y Vargas, M.T., 2002).

Ya en lo referente al cumplimiento de las prescripciones de los planes de manejo no dejan de
señalarse algunas críticas. Entre ellas la adopción de alguno a los planes de manejo forestal soste-
nible como instrumentos útiles de planificación para orientar sus operaciones. Mientras otros con-
tinuaron asumiéndolo como un simple requisito de tipo burocrático (PRISMA, 2000, cit. por
Contreras, A. y Vargas, M.T., 2002). En alguna medida esto puede deberse a la percepción de que
su implementación resulta mucho menos rentable que la técnicas tradicionales de explotación no
sostenible (Contreras, A. y Vargas, M.T., 2002).

Pese a que es muy significativa y sugestiva la cifra sobre superficie certificada caben algunas conside-
raciones al respecto, entre ellas, que las normas están desequilibradamente enfatizadas en lo técnico
con menoscabo de aquellos de tipo social, en los cuales podría haber deficiencias en relación con
derechos de los pueblos indígenas y comunidades locales, derechos laborales y manejo de conflictos
y daños a la población y/o a sus recursos. Del mismo modo se señalan algunas críticas respecto del
suministro de información al público a efecto de poder participar en los procesos de certificación,
según lo contemplan los estándares adoptados (Villegas, P., 2002).

También se ha señalado el limitado acceso a los pequeños productores forestales a los beneficios de la
certificación forestal, cuestión que ocurre tanto en Bolivia como en otros países. Algunos estudios
indican que sólo 1% de toda el área certificada en el mundo corresponde a operaciones forestales
pequeñas, entre las que se pueden incluir no solamente aquellas operaciones en áreas boscosas de
extensión reducida, sino también aquellas con mínimos niveles de inversión y baja intensidad de
aprovechamiento (aunque las áreas de manejo sean relativamente grandes). En el caso de Bolivia, se
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consideran dentro de esta categoría las operaciones de manejo forestal comunitario (TCO) y las áreas
forestales de reserva municipal que están siendo manejadas por las Asociaciones Sociales del Lugar
(ASL), pero de las cuales no existe todavía ninguna operación certificada. Muchos pequeños produc-
tores carecen de recursos humanos, tecnológicos y financieros para cumplir las exigencias de la certi-
ficación y para cubrir los costos de las auditorias que realizan las entidades certificadoras. La pequeña
escala de producción y el limitado acceso tanto a los mercados como a la información y asesoramiento
técnico, son problemas que aquejan a la mayoría de los pequeños productores (Moreno, H., 2004).

Adicionalmente algunos actores del sector plantean que no debe sobrevalorarse la importancia de la
certificación, no solo por cuanto no constituye una garantía de conquista de nuevos mercados, sino
además porque en la realidad Bolivia exporta US$ 10 millones en productos certificados, lo que
quiere decir que en promedio se exportan sólo US$ 10 por cada hectárea certificada, valor que puede
considerarse muy bajo. Sin embargo, es evidente que las exportaciones de productos forestales certi-
ficados han experimentado crecimientos importantes desde 1998 cuando se iniciaron, pasando de
aproximadamente de US$ 0,18 millones a US$ 14 millones en el 2002, con una tendencia a continuar
manteniendo esos niveles de incremento a pesar de la crisis económica mundial (Moreno, H., 2004).
Esta situación contrasta con la disminución que experimentan las exportaciones forestales en general
en los últimos años (ver más adelante aparte sobre Aspectos económicos de Bolivia). Por otra parte,
se debe tener en cuenta que más del 80% de los productos forestales certificados exportados son
productos con alto valor agregado tales como molduras, puertas, sillas, sillones, mesas y muebles,
entre otros, empleando diversas especies (Moreno, H., 2004).

De otro lado, y sin perder de vista la considerable magnitud que representa el área certificada,
algunos analistas hacen hincapié en el problema que representan las áreas forestales con extrac-
ción de maderas y que no se encuentran certificadas. Muchas de éstas corresponden a antiguas
concesiones devueltas después de la entrada en vigencia de la Ley Forestal y en ellas podrían
estarse presentando considerables problemas de mala utilización del recurso. Hasta diciembre de
2002 se habían otorgado 86 concesiones forestales en tierras fiscales sobre un total de 5.399.253
hectáreas (Superintendencia Forestal, 2003).

Se considera que hay un avance muy significativo en cuanto a promover los planes de manejo, dada
la falta de éste que prevalecía con anterioridad. Sin embargo, no es posible determinar el tipo y la
magnitud del impacto que con respecto a calidad del manejo forestal ha tenido la nueva legislación.
Se considera que las prácticas ilegales continuarán atentando contra el manejo sostenible, especial-
mente, si las primeras resultan más rentables que las segundas como consecuencia de la ausencia de
mejores incentivos y de sistemas de control más efectivos y estrictos (Contreras, A. y Vargas, M.T., 2002).

En el caso de Colombia, en relación con el manejo forestal, la Política de Bosques plantea, entre
muchos otros aspectos, que el sistema de permisos y concesiones considerará la sostenibilidad ecológica,
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social y económica del aprovechamiento forestal. A diferencia del régimen actual, se basará en el
manejo por áreas y a largo plazo –contrario al manejo vigente por volúmenes y especies– y en el
otorgamiento de permisos, autorizaciones y concesiones para aprovechar el bosque sólo en las áreas
productoras y productoras-protectoras que establezca la zonificación forestal. Este régimen contem-
plará la asignación clara de responsabilidades a las autoridades ambientales y al usuario del bosque.
Una vez delimitadas las áreas productoras, la Corporación21  elaborará los planes de ordenación con
base en los cuales se otorgarán los aprovechamientos forestales.

A pesar de la importancia de estas directrices de política, no son significativos los logros alcanzados
hasta el presente debido principalmente a la incidencia de dos factores que actúan en contra del
cumplimiento de lo establecido. En primer lugar la falta de una nueva legislación que permita intro-
ducir el manejo por área y a largo plazo, en forma similar a lo adoptado en Bolivia, puesto que la
normativa actual es muy restrictiva en ambos aspectos. Además de lo improbable que resulta esperar
que las Corporaciones Autónomas Regionales elaboren planes de ordenación forestal, para que pos-
teriormente el interesado con arreglo a los mismos, presente los planes de manejo forestal. La norma
boliviana en esta materia traslada a los usuarios del bosque la obligación de elaborar los planes gene-
rales de manejo y los denominados Planes Operativos Anuales Forestales.

En adición a lo anterior, no puede dejar de mencionarse la notoria diferencia que entre las normas de
cada país se presenta en cuanto al carácter que se le atribuye al Plan de Manejo:

La Ley Forestal 1700 de 1996 de Bolivia establece:

ARTICULO 27º. 

I. El Plan de Manejo es un requerimiento esencial para todo tipo de utilización forestal, es requisito
indispensable para el ejercicio legal de las actividades forestales, forma parte integrante de la reso-
lución de concesión, autorización o permiso de desmonte y su cumplimiento es obligatorio. En el
plan de manejo se delimitarán las áreas de protección y otros usos. Sólo se pueden utilizar los
recursos que son materia del Plan de Manejo.

El Decreto 1791 de 1996  de Colombia (régimen de aprovechamiento forestal) establece:

Artículo 27. Los planes de aprovechamiento forestal y de manejo forestal no son objeto de aproba-
ción sino de conceptos técnicos qué sirven de base a la decisión que adopte la autoridad ambiental
competente.

21 En Colombia existen 32 Corporaciones Autónomas Regionales, que de acuerdo con la Ley 99 de
1993, son los entes encargados de administrar los recursos naturales renovables y propender por su
desarrollo sostenible.
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Por lo anterior, los planes no son instrumentos vinculantes ni harán parte integral del acto administra-
tivo que otorga o niega el aprovechamiento.

Fuera de advertir la coincidencia en el año de aprobación de las normas y en el número del artículo
que hace referencia al carácter que se atribuye al carácter del plan de manejo, debe decirse que en lo
demás son esencial y totalmente diferentes en su concepción. Mientras que en la norma boliviana se
enfatiza que el plan “forma parte integrante de la resolución de concesión, autorización o permiso de
desmonte y su cumplimiento es obligatorio”, en la colombiana se señala que éstos “no son instrumen-
tos vinculantes ni harán parte integral del acto administrativo que otorga o niega el aprovechamiento”.
No hace falta entrar en mayores consideraciones sobre este aspecto para intentar mostrar en cuál de los
dos casos está más alejado de la pretensión de lograr la sostenibilidad en el uso de los recursos forestales.

Entretanto, la adopción de un sistema de fijación de cupos globales y de determinación de especies
para el aprovechamiento de bosques naturales contemplada en la Ley 99 de 1993, como una atri-
bución del Ministerio del Medio Ambiente para que con base en ella las Corporaciones Autónomas
Regionales otorguen los correspondientes permisos, no parece haber tenido en la práctica resulta-
dos favorables respecto del manejo forestal. Los fundamentos técnicos de esta disposición son
dudosos y su aplicación también lo es.

Avances importantes en esta materia están representados en la ejecución de proyectos como el de
“Aplicación y evaluación de criterios e indicadores para la ordenación sostenible de bosques en Co-
lombia”, producto del cual se han publicado las Guías metodológicas para las Unidades de Ordena-
ción Forestal Sostenible (2002) y las Guías para la elaboración de planes de manejo forestal (2002).
Se desconoce el grado de aplicación de estas normas técnicas dado lo reciente de su divulgación,
aunque se presume que en ausencia de una legislación correlativa no se ha avanzado sustancialmente
en su implementación o resulte en extremo difícil hacerlo.

En cuanto a la certificación forestal, se ha avanzado en la adopción de un conjunto de estándares en el
marco del esquema del FSC y un Grupo de Certificación Forestal Voluntaria se ha constituido y
desarrolla tareas de promoción y divulgación. Por ahora no se cuenta con ninguna área certificada en
manejo de bosque natural y las posibilidades de hacerlo en el corto plazo parecen estar supeditadas a
la introducción de modificaciones sustantivas en la legislación, en especial, en lo concerniente al
plazo de concesión para los permisos de aprovechamiento forestal junto con algunos otros de los
aspectos limitantes anteriormente comentados.

Reforestación

La actividad de la reforestación es considerada de manera más bien marginal en la Ley Forestal de
Bolivia, por cuanto ésta se dirige casi exclusivamente hacia el campo de los bosques naturales pese a
que genéricamente engloba a los dos.
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También en el Plan Estratégico para el Desarrollo Forestal de Bolivia se establecen algunos lineamientos
de carácter general para esta actividad. En términos generales aún no se concede mayor importancia
al desarrollo de la reforestación con fines industriales.

Por su parte, en la Política de Bosques de Colombia se advierte que la política de cultivos forestales
con fines comerciales (reforestación) será fijada por el Ministerio de Agricultura con base en la Polí-
tica Nacional Ambiental y de Recursos Naturales Renovables que establezca el Ministerio del Medio
Ambiente, todo ello, conforme a lo dispuesto en el Parágrafo 3º. del Artículo 5º de la Ley 99 de 1993.
Hasta el presente el Ministerio de Agricultura no ha producido esta política.

El Plan Nacional de Desarrollo Forestal establece que para el aumento de la base forestal mediante el
incremento de las áreas plantadas con fines industriales, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo
Rural diseñará y pondrá en marcha el Plan de Siembras «Colombia Forestal». Analizadas las expecta-
tivas de crecimiento del mercado interno de productos forestales, la disponibilidad de tierras con
potencial para el establecimiento de plantaciones industriales y las posibilidades de posicionamiento
de los productos forestales tropicales en los mercados externos se ha establecido una meta de un
millón quinientas mil nuevas hectáreas de plantaciones industriales en los distintos núcleos del país
para los próximos 25 años.

Un reciente análisis sobre las políticas establecidas en materia de reforestación en los últimos años,
señala que el impacto directo de las mismas evaluado en términos de la superficie plantada frente a las
metas establecidas se puede calificar como bajo, considerando que el nivel de ejecución está alrededor
del 20%. Adicionalmente se indica que varias de las directrices sobre aspectos claves de la política no
han alcanzado los objetivos planteados, entre ellos se cuentan los temas de zonificación, asistencia
técnica y mejoramiento tecnológico, lo que podría repercutir en forma muy negativa en los resultados
del programa a mediano y largo plazo. En todo caso, se considera que las metas establecidas a largo
plazo son muy ambiciosas y no están sustentadas en un análisis claro de sus propósitos productivos y
de su viabilidad económica (Orozco, J.M., 2003) .

Adicionalmente, como ya se mencionó en el acápite sobre Ordenamiento territorial y zonificación, la
reforestación comercial se ve afectada por la discrecionalidad con que algunas autoridades ambienta-
les regionales interpretan y aplican las normas relacionadas con el aprovechamiento de plantaciones
forestales industriales, actividad para la que se requiere una legislación actualizada y menos restrictiva.

 Pese a los limitantes mencionados, debe destacarse que se cuenta con un área certificada de 20.056
hectáreas de plantaciones forestales correspondientes a la mayor empresa productora de chapas y
tableros (FSC, 2003), mientras que la empresa más grande de reforestación para la producción de
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pulpa de madera ha obtenido en diciembre de 2003 la certificación para 38.388 has. de plantaciones,
19.908 has. de protección de bosque natural y 3.273 has. de otros usos22.

Desarrollo industrial forestal

En la Ley Forestal de Bolivia, como ha sido ya subrayado, no se incluyeron disposiciones referentes al
desarrollo industrial, una de las falencias que se le atribuyen a esta normatividad.

En el documento Política y Plan Estratégico de Desarrollo Forestal de Bolivia (Ministerio de Desarro-
llo Sostenible y Planificación, 2002), se trazan un conjunto de lineamientos dirigidos hacia la promo-
ción del desarrollo de la producción forestal23 .

En el caso de Colombia, la Política de Bosques, pese a su autolimitación en cuanto al desarrollo
forestal productivo24, perfiló algunas estrategias dirigidas hacia la a suscripción de acuerdos de
competitividad. Adicionalmente, esta política señaló que en la nueva legislación forestal se desarrolla-
rían mecanismos de participación que permitan asociaciones de mutuo beneficio entre la empresa
privada y las comunidades asentadas en los bosques, para el desarrollo de proyectos de uso sostenible.

Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo Forestal, establece:

El Programa de Desarrollo de las Cadenas Forestales Productivas pretende convertir el sector forestal
productivo colombiano en una fuente real de riqueza, donde se cree una base de recursos forestales de
alta calidad y una industria transformadora competitiva, orientada a los mercados externos, la cual
dinamice la generación de empleos e incorporación de tierras a la actividad productiva.

Particularmente con el desarrollo del programa se pretende identificar y consolidar núcleos de desa-
rrollo forestal que permitan reactivar la inversión en nuevos proyectos productivos bajo condiciones
favorables de competitividad; impulsar acuerdos regionales de competitividad y alianzas estratégicas,
sectores público y privado y comunidad en general, que permitan ampliar la base de recursos foresta-
les, consolidar los esquemas de cadenas productivas y posicionar los productos y servicios forestales
en los mercados nacionales e internacionales en condiciones favorables de competitividad.

Así mismo, propiciar procesos de modernización tecnológica de las empresas y microempresas de
transformación y comercialización forestal, para hacerlos más competitivos en el contexto de una
economía globalizada. Fortalecer la capacidad institucional para el desarrollo de plantaciones con

22 Información proporcionada por la empresa.
23 Estos aspectos se mencionan sólo con fines de ilustración, ya que no son objeto de evaluación espe-

cífica en cuanto a su avance debido a lo reciente de su formulación.
24 Ver ítem sobre aspectos económicos
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fines industriales y el aprovechamiento sostenible de los bosques naturales productores, y promover
el desarrollo tecnológico para dar respuesta a la problemática relacionada con el uso y manejo soste-
nible del patrimonio natural del país y así potenciar las ventajas comparativas que ofrecen las planta-
ciones forestales industriales para lograr una mayor competitividad en el contexto mundial.

No obstante que, como se señala más adelante, fuera de los lineamientos generales arriba citados aún
se carece de una política específica dirigida hacia el desarrollo forestal productivo. En esta materia se
cuenta con importantes avances concretados en la suscripción de los Acuerdos sectoriales de
competitividad para las cadenas productivas forestales pulpa, papel e industria gráfica (Ministerio de
Desarrollo Económico, 1996) y aglomerados, contrachapados, muebles y productos de madera (Mi-
nisterio de Desarrollo Económico, 1996). Recientemente se ha hecho una renovación de tales instru-
mentos en la perspectiva de integrar en mejor forma los aspectos específicamente forestales, habién-
dose suscrito el Acuerdo sectorial de productividad de la cadena productiva forestal aglomerados,
contrachapados y productos de madera (Secretaria Técnica Cadena Productiva Forestal, 2003).

Dos aspectos pueden sin embargo señalarse como limitantes de la gestión realizada, bajo la idea de
valorar el real impacto en la implementación de las directrices de política y de planificación. Por una
parte, los esfuerzos han estado concentrados en la conformación de núcleos productivos y e la sus-
cripción de acuerdos de nivel regional que giran en torno de las plantaciones forestales. Por otra,
reconociéndose que los bosques naturales son y continuarán siendo por mucho tiempo la mayor
fuente de abastecimiento de materia prima, los acuerdos en este campo adolecen de una limitación
sustantiva como es la falta de incorporación clara del eslabón inicial de la cadena, si bien sus gestores
aspiran a involucrar progresivamente otros actores.

De hecho, uno de los puntos más álgidos y complejos del proceso productivo forestal se refiere justa-
mente a la incorporación, en condiciones de equidad, de quienes son los dueños del recurso en virtud
de disposiciones legales que han transformado radicalmente las condiciones de acceso al mismo25.
Algunos análisis efectuados para la región del Pacífico señalan las ventajas y conveniencias para las
partes de establecer alianzas entre las comunidades y la empresa privada, compartiendo en forma
equitativa las responsabilidades y los beneficios del aprovechamiento y manejo de los bosques, frente
a opciones como las de la gestión directa del ordenamiento forestal, por la carencia de recurso finan-
cieros y tecnológicos, o las de la simple contratación para el suministro de madera.

En general, los entrevistados consideran conveniente y necesario que se planteen y cristalicen alian-
zas estratégicas, pero advierten sobre la necesidad de que las comunidades dueñas de los bosques
cuenten con las capacidades organizativas y de negociación que les permita participar en ellas en

25 Ver ítem sobre derechos de propiedad.
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condiciones equitativas, dadas las ventajas de know how y de información de sus potenciales socios.
Aunque la Política de Bosques y el Plan Nacional de Desarrollo Forestal hacen un reconocimiento
sobre la importancia de propiciar procesos productivos sostenibles que generen beneficios a las po-
blaciones habitantes y/o dueñas de los bosques, varios de los entrevistados expresan dudas frente al
papel que pueda cumplir el Estado como facilitador de este tipo de acuerdos, dada su debilidad y
escasa presencia en las zonas forestales de mayor oferta productiva, e incluso algunos señalan
interrogantes frente a qué tan proactiva debería ser su función. Un aspecto que en general subrayan
los diversos actores es el referente a la enorme limitación que para todo el conjunto de la gestión
forestal representa el conflicto armado interno, si bien se acota que el manejo y la conservación del
recurso forestal constituye un elemento que puede ser clave en la resolución del mismo.

Aspectos financieros e incentivos

La Ley Forestal de Bolivia dispuso la creación del Fondo Nacional de Desarrollo Forestal (Fonabosque)
con la finalidad de promover el financiamiento para la utilización sostenible y la conservación de los
bosques y las tierras forestales. 

A diferencia de otros aspectos, en los cuales el impacto de la política se califica de distintos modos en
función de la perspectiva y la visión de los diversos actores, en relación con este punto parece existir
unanimidad de que ha sido un fracaso. De hecho no ha funcionado como tal, y más bien, alguna parte
de sus recursos ha sido desviada para financiar actividades no previstas en la Ley.

Tanto la Política de Bosques como el Plan Nacional de Desarrollo Forestal identificaron los costos de
su implementación (éste último para el período 2000-2003) y los respectivos instrumentos y/o fuen-
tes de financiación, sin estimar la magnitud de las respectivas ejecuciones. En términos generales
puede afirmarse que las inversiones públicas destinadas al sector han estado fuertemente afectadas
por la crisis de orden fiscal que atraviesa el país desde hace varios años.

Colombia cuenta con el Certificado de Incentivo Forestal (CIF) creado mediante la Ley 139 de 1994,
como un instrumento dirigido a promover el establecimiento de plantaciones forestales. El CIF es un
reconocimiento directo en dinero que hace el gobierno para cubrir parte de los gastos de estableci-
miento y mantenimiento en que incurran quienes adelantan nuevas plantaciones forestales comercia-
les y que sean establecidas en un terreno de aptitud forestal con una o más especies arbóreas con fines
comerciales o de protección (FINAGRO, 2004). Se considera al CIF como el principal estímulo para
la inversión forestal, pero su eficacia depende principalmente de la disponibilidad de recursos presu-
puestarios para financiarlo (Aldana, C. et al, 2003). Debido a esto en los últimos años ha presentado
algunas dificultades en el cumplimiento de sus metas.

Una limitación importante es que no existen modalidades financieras ni incentivos para el manejo
sostenible de los bosques naturales. Los sistemas de crédito agropecuario, aunque no son específicos
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para la actividad forestal, se corresponden más con las características de la reforestación, si bien por
diversas razones presentan muy baja utilización por parte de los reforestadores (Aldana, C. et al, 2003).

Aspectos sociales

Los aspectos ya señalados26  de la Ley Forestal de Bolivia donde se concede prioridad para el otorga-
miento de concesiones forestales en tierras fiscales de producción forestal permanente a las denomi-
nadas Agrupaciones Sociales del Lugar (ASL) así como exclusividad a los pueblos indígenas para el
aprovechamiento forestal en las Tierras Comunitarias de Origen (TCO), constituye sin duda la mayor
contribución del régimen en lo que hace relación a los aspectos de tipo social.

Una mayoría de entrevistados coincide en afirmar que uno de los logros más importantes de la nueva
legislación es la democratización del aprovechamiento los recursos forestales.

Hasta diciembre de 2002 se habían otorgado 16 concesiones a Agrupaciones Sociales del Lugar en
áreas de reserva forestal municipal en tierras fiscales sobre un total de 5.399.253 hectáreas. Así
mismo se habían aprobado 21 autorizaciones de aprovechamiento forestal en Tierras Comunitarias
de Origen sobre una superficie de 559.201 hectáreas (Superintendencia Forestal, 2003). Si bien, la
tarea que aún enfrenta la administración forestal estatal constituye un reto importante en relación
con la continuación de este proceso, no cabe duda que se ha generado un importante impacto
positivo de tipo social.

En contraste, alrededor de 50 comunidades de la región Pacífico de Colombia llevan cuatro años a la
espera de que les sea autorizado el aprovechamiento forestal en sus territorios, con un “cupo anual”
de alrededor de 200.000 m3 de madera, que en forma acumulada equivaldrían a una superficie de
unas 25.000 hectáreas.

Naturalmente hay muchas otras consideraciones que se pueden hacer con respecto a los aspectos
sociales, algunas de las cuales se plantean en otros apartes relacionados con los temas de la propiedad,
participación, certificación, aspectos económicos, etc. Cabe notar que las dificultades enfrentadas
por las comunidades para emprender proyectos productivos que trasciendan la simple extracción de
materias primas y que incluyan las actividades de transformación y de comercialización, actividad
ésta última que se torna más compleja cuando se trata de incursionar en mercados externos. Sobre
este aspecto algunas opiniones señalan que no siempre es positivo el papel que juegan algunos organis-
mos en el apoyo a estos procesos, por el carácter artificial que a veces suponen los resultados “exitosos”
iniciales, que se evidencia por el fracaso de los proyectos una vez ha cesado la cooperación externa.

26 Ver ítem sobre Derechos de Propiedad de las tierras forestales
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ASPECTOS ECONÓMICOS-COLOMBIA

El Plan de Acción Forestal para Colombia (PAFC) estableció como uno de sus grandes objetivos el de
“elevar la participación del sector forestal en la economía nacional”. (Departamento Nacional de
Planeación, 1989a), en desarrollo de lo cual llevó a cabo diversos estudios orientados a determinar las
posibilidades de sustituir importaciones, exportar productos forestales y definir acciones inmediatas
para mejorar la competitividad y la eficiencia (Departamento Nacional de Planeación, 1989b).

La Política de Bosques de 1996 determinó dentro de sus objetivos generales “consolidar la incorpora-
ción del sector forestal en la economía nacional” pero omitió la fijación de lineamientos y objetivos
específicos referentes al crecimiento económico del sector al señalar que, “los aspectos relacionados
con el desarrollo forestal productivo, transformación y comercialización se enmarcarán bajo los
parámetros ambientales que se establecen en esta política, y se desarrollarán en detalle en un docu-
mento posterior”. Con excepción de las orientaciones que sobre este campo fueron diseñadas con
posterioridad por el Plan Nacional de Desarrollo Forestal de 2000, no se ha producido un documento
que perfile con mayor detalle la política de desarrollo productivo del sector. Esta situación se ha
originado en parte por conflictos de competencia, aún no resueltos, entre el Ministerio del Medio
Ambiente y el Ministerio de Agricultura.

De acuerdo con Aldana, C. et al (2003) en Colombia existe una política del Estado para promover e
impulsar el desarrollo forestal, dentro de la cual, uno de sus componentes principales es la del Minis-
terio de Agricultura, que en su política agropecuaria promueve y apoya la conformación de núcleos
forestales y la conformación de la cadena productiva forestal. Sin embargo, al margen de los
lineamientos generales de la política agropecuaria en materia de producción y competitividad, es
evidente que se requiere contar con directrices de política diseñadas de manera tal que consulten las
singularidades y especificidades propias de un sector como el forestal.

Pese a lo anterior, dentro de las estrategias definidas en la Política de Bosques se estableció que el
Ministerio de Desarrollo, con el apoyo del Ministerio del Medio Ambiente, el Departamento Nacional
de Planeación, el Ministerio de Agricultura y la Consejería Económica adelantarían los acuerdos
sectoriales de competitividad de la industria manufacturera de la madera, incluyendo el componente
forestal (suministro de materia prima) y la industria de transformación, con el fin de que los actores
involucrados asuman compromisos productivos y ambientales (Ministerio del Medio Ambiente, De-
partamento Nacional de Planeación, 1996).

En este campo se registra un avance importante por cuanto en desarrollo de la Política efectiva-
mente se suscribieron los Acuerdos sectoriales de competitividad para las cadenas productivas
forestales pulpa, papel e industria gráfica (Ministerio de Desarrollo Económico, 1996) y aglomerados,
contrachapados, muebles y productos de madera (Ministerio de Desarrollo Económico, 1996).
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Dentro de los compromisos incorporados en éste último se destacan los referentes a producción fo-
restal sostenible con propósito comercial, reconversión y modernización industrial y ambiental de las
empresas de la cadena, y desarrollo de la capacidad exportadora de la misma.

 De otro lado, como parte de los objetivos específicos del Plan Nacional de Desarrollo Forestal se
fijaron los de generar bienes y servicios competitivos que fortalezcan el sector y la economía nacional,
además de posicionar los productos y servicios forestales en los mercados nacionales e internaciona-
les promoviendo cadenas de competitividad (Ministerio del Medio Ambiente et al, 2000).

Participación del sector forestal en el PIB27

Durante el periodo 1971-1991 la participación del sector forestal en el Producto Interno Bruto
(ver Gráfico 1A) registra un comportamiento que muestra su mejor desempeño en 1974 cuando
alcanzó 2,54%, siendo el de 1981 el nivel más bajo con 1,82%. Entre los años mencionados el prome-
dio anual fue del 2,11%.

27 A partir del año 1992 el Sistema de Cuentas Nacionales (SCN) de Colombia sufrió modificaciones
con respecto al que se venía aplicando desde 1968. La actual base adopta como referencia concep-
tual y metodológica el Sistema de Cuentas Nacionales de Naciones Unidas (SCN 93). Hasta 1991 la
clasificación usualmente utilizada para las estimaciones sobre el sector forestal incluían los siguien-
tes renglones: (4) silvicultura; (17) madera y muebles de madera y, (18) papel e imprenta. A partir
del año de 1992, en dicha clasificación sectorial usualmente se incluyen: (4) productos de silvicultu-
ra y extracción de madera; (26) productos de madera, corcho, paja y materiales trenzables; (27)
pasta de papel, papel y cartón y, (33) muebles y otros bienes transportables. Debido a lo anterior,
teniendo en cuenta además que no se ha hecho en este estudio el empalme de las dos series y que no hay
una equivalencia exacta entre los rubros incluidos en uno y otro caso, en este aparte sobre aspectos
económicos se presenta información y análisis separados de los períodos 1971-1991 y 1992-2000.
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Durante el periodo 1992-2000 (ver Gráfico 1B), la participación sectorial en el PIB registra un pro-
medio anual de 1,22%. En este lapso se pasó de 1,5% en 1992 a 1,0% en 2000, con una disminución
del 33%. Debe tenerse en cuenta que la economía colombiana había alcanzado niveles importantes
de desempeño entre 1993 y 1997, pero experimentó un notorio crecimiento negativo en 1999, con
una disminución importante desde 1998. En ese contexto, el sector forestal había mostrado un com-
portamiento estable hasta el año de 1995, a partir del cual registra un descenso significativo que llega
a su nivel más bajo en 1999. No hay aún cifras disponibles para los años 2001 y 2002.

La participación por ramas de actividad del sector entre 1971 y 1991 (ver Gráfico 2A), muestra en el
caso de la silvicultura que durante las décadas de los años setenta y ochenta su promedio estuvo en
alrededor del 0,45% del PIB.

El renglón papel e imprenta registra para dicho período un promedio de 1,2%. El rubro de productos
de madera y muebles de madera, mantuvo una participación promedia del 0,47%.En la participación
por ramas de actividad entre 1992 y 2000 (ver Gráfico 2B), la silvicultura contribuye con un prome-
dio de 0,17%. En este período la tendencia decreciente ha sido constante, habiendo registrado una
disminución del 50% al pasar de 0,23% en 1992 a 0,11% en 2000, siendo este último el nivel histó-
rico más bajo de participación relativa de la silvicultura en el PIB. La producción en silvicultura en
2000 ha disminuido en cerca del 45% con respecto a 1997.

Sobre este renglón se ha señalado además que no se ha desarrollado al mismo ritmo que el resto de
actividades del agro, pues representa la contribución más baja al PIB agropecuario con apenas 1,1%
y 0,2% del PIB nacional. Sin embargo, existen dificultades para valorar su importancia económica
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debido a la diversidad de fuentes, inconsistencias en los datos existentes, a la práctica informal y
distorsiones en los precios (Acevedo, X. y Martínez. H., 2003).

El renglón de productos de madera, corcho, paja y materiales trenzables ha tenido una disminución
constante desde 1996, año en el cual tuvo una disminución del 30% con relación a 1995, hasta llegar
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al nivel más bajo en 2000 con sólo 0,1% de participación. Esta caída en la producción se atribuye al
descenso de la actividad de la construcción durante el período como también a la gran debilidad de las
empresas de la cadena productiva para lograr niveles de competitividad que les permitan competir en
los mercados internos y con las importaciones (Ministerio de Desarrollo Económico. 1998).

En la producción de pasta de papel, papel y cartón se observa una disminución constante entre 1992
y 1999, al pasar de una contribución de 0,75% a 0,40%, con una leve recuperación en 2000 (0,45%).

El análisis de las cifras sobre contribución de las actividades productivas forestales al PIB revela que las
políticas dirigidas a elevar la participación del sector forestal en la economía nacional no han logrado tal
objetivo. Muy por el contrario, el nivel de dicha participación ha venido disminuyendo en forma sosteni-
da durante los últimos nueve años. Este descenso se atribuye en parte a la liberación de los mercados que
como consecuencia de la denominada “apertura económica”, adoptada por el gobierno en oposición a
las políticas anteriores inspiradas en el modelo de sustitución de importaciones, supuso una abrupta
entrada del país al proceso de globalización de la economía28 . Además, es preciso tener en cuenta tam-
bién que el desempeño general de la economía colombiana no ha sido el mejor en lo últimos cuatro años
hasta 2002, en los cuales se registraron muy bajas tasas o tasas negativas de crecimiento, muy distantes
de los niveles promedio que se habían alcanzado en las dos últimas décadas (ver Gráficos 3A y 3B).

28 Según algunos autores la “apertura” fue figurada porque aunque se redujeron ostensiblemente los
aranceles la dependencia de la economía colombiana respecto al comercio exterior no varió
significativamente entre 1990 y 2002, debido a un atraso de tipo cambiario. (Ferrari, C. 2002) Sin
embargo, en cuanto hace al sector forestal, las cifras indican un impacto negativo real.
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Debe sin embargo tomarse en consideración que en este período, como resultado de las directrices de
la Política de Bosques, se suscribieron Acuerdos de competitividad en las cadenas forestales produc-
tivas de pulpa, papel e industria gráfica y de aglomerados, contrachapados, muebles y productos de
madera, los cuales constituyen importantes mecanismos de concertación de objetivos, estrategias y
metas productivas que deben empezar a rendir sus primeros resultados en los próximos años.

De otra parte, debe hacerse notar que el Plan Nacional de Desarrollo Forestal fue aprobado a finales
de 2000 y que no se dispone de cifras para los dos años siguientes, por lo que no es posible determinar
el impacto de las directrices en esta materia.

Comercio exterior

Tradicionalmente la balanza del sector forestal ha sido negativa (MOTTA, et al. 1989). Esta tendencia
se ha mantenido también en el período 1990-2000. La caída dramática en las exportaciones (ver
Gráficos 4A, 4B, 5A y 5B) y el notorio incremento de las importaciones (ver Gráficos 6A, 6B, 7A
y 7B) en el año 1992 sugieren que el proceso de apertura no fue gradual sino más bien abrupto, y que
el sector no estaba suficientemente preparado en términos de competitividad29.

29 La magnitud de las cifras parece respaldar la validez de esta apreciación, no obstante, la aclaración
hecha anteriormente con respecto al cambio en el Sistema de Cuentas Nacionales a partir de 1992.
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Exportaciones

Sin embargo es clara la recuperación de las exportaciones las cuales se han mantenido en constante
ascenso, sin que lleguen aún a alcanzar los niveles de 1991, año previo al inicio de la apertura,
cuando se obtuvieron los mejores desempeños en este campo. Estos resultados no fueron exclusi-
vos del sector ya que 1991 marcó un hito en la historia económica del país al registrar el más alto
índice de exportaciones en el PIB (21,3%), logrado por el gran éxito de las exportaciones menores
(Bonilla, R. , 1994).

Importaciones

Dentro de las importaciones, tradicionalmente el rubro de mayor participación corresponde a pasta de
papel, papel y cartón, principalmente, porque no hay producción interna de papel periódico.

Por otra parte, se destaca especialmente el crecimiento de las importaciones en el renglón de silvicul-
tura y extracción de madera a partir de 1992, el cual había sido muy poco significativo hasta 1991. En
este ítem se pasó de un nivel de US$ 1,5 millones en 1991 a US$ 48,5 millones en 1992, con una
cifra record de US$ 68,6 millones en 1995. La incidencia combinada de la apertura económica y del
cambio radical en las condiciones de acceso para aprovechamiento de los bosques naturales30  como
producto del reconocimiento legal de las tierras forestales a favor de las comunidades se identifican
como los factores determinantes de esta situación inédita, manifestada patéticamente en la importa-
ción de trozas desde África y Surinam para cubrir la demanda local. Aún en la actualidad se importan
maderas desde España31.

Algunos entrevistados no ven nada excepcional en que se haya llegado a esta situación por cuanto
consideran que si las condiciones de acceso al bosque y las del mercado determinan la necesidad de
importar trozas y, si finalmente eso se hace, ello es porque el análisis de costos y beneficios indica que
aún así la actividad es rentable. Otros estiman que resulta un exabrupto porque se cuenta con oferta
aprovechable de recursos forestales y se está dejando de generar empleo e ingresos locales32.

Balanza comercial

No obstante, la histórica situación deficitaria de la balanza comercial del sector (ver Gráficos 8A y
8B) debe precisar que la misma no afecta por igual a los distintos componentes de la actividad

30 En términos de Berry, J. (1995): “final de acceso abierto al aprovechamiento del bosque”.
31 Uno de los entrevistados señala que, inclusive, desde Europa se han importado palos para escobas.
32 Una discusión sobre el tema de apertura y competitividad se desarrolló en el estudio de Berry, J.

1995. Reformas de Política para la Competitividad y la Sostenibilidad en el Sector Forestal. DNP.
FONADE. Bogotá.
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forestal. De hecho, el déficit más significativo se presenta en el renglón de pasta de papel, papel y
cartón, que llegó al máximo nivel en 1995 con una cifra de US$ 373,3 millones, equivalente al 80%
del total de las importaciones del sector. En 2000, el sector forestal registró un saldo desfavorable de
US$ 266 millones.

Al contrario de lo anterior, durante dos décadas completas, 1971 a 1992, siempre se registró un saldo
comercial favorable en el grupo de madera y muebles de madera, con excepción de déficit muy leves
en 1983 y 1984. Sin embargo, esta situación también empezó a modificarse como consecuencia de la
apertura económica, observándose un saldo constantemente desfavorable entre 1993 y 1999.
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Otros aspectos
Establecimientos del sector forestal

Las características de tecnología e inversión que requiere el renglón de pulpa, papel y cartón determi-
nan que se mantenga un número pequeño de establecimientos. En el resto de actividades se observa
(ver Gráfico 9) una disminución significativa en el número de establecimientos a partir de 1996,
posiblemente, como consecuencia de la pérdida de competitividad experimentada desde la apertura y
por el bajo nivel de crecimiento de la economía en los últimos años. Debe hacerse notar que el
subregistro es muy alto debido al elevado nivel de informalidad que predomina en el sector.

Empleo

Entre 1994 y 2000 se han perdido cerca de 10.000 empleos en el sector, lo que representa una
disminución del 35%, con consecuencias sociales muy negativas dadas las altas tasas de desempleo
que se registran en el país. En la información que se presenta (ver Gráfico 10) no se incluye la
actividad de silvicultura y extracción de maderas, en la que se estima alrededor de 30.000 empleos.

Productividad

Los índices de productividad (ver Gráfico 11) han tenido un comportamiento fluctuante en el perío-
do, que también se registra para la etapa iniciada a partir de la introducción de las reformas económi-
cas de comienzos de los noventa. El sector de muebles y accesorios ha tenido variaciones más peque-
ñas y el de pulpa, papel y cartón las de mayor magnitud. En los dos últimos años la tendencia es hacia
la recuperación de la productividad promedio que venía en descenso desde 1995.
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Tasas de aprovechamiento33

No se aborda aquí el análisis de este aspecto debido a la falta de información oficial sobre el tema.
Sin embargo, algunos estudios sobre el particular señalan que el sistema actual de cobro de tasas

33 Equivalente al cobro de patente forestal en Bolivia.
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por concepto de otorgamiento de permisos y/o concesiones de aprovechamiento de bosques no es
adecuado ya que contribuye a la sobreexplotación del recurso forestal y afecta la competitividad
(Berry, J. 1995).

No sobra agregar que en términos generales los recursos captados por concepto de tasas de aprove-
chamiento forestal, no se han aplicado plenamente a los fines previstos, lo que atenta contra la
sostenibilidad del recurso. Por lo demás, el cobro de tasas ha perdido importancia en la medida que las
tierras forestales han ido saliendo del dominio del Estado y han pasado a ser tierras privadas.

Por otra parte, de acuerdo con la información suministrada por alguno de los entrevistados, en una
región del país la respectiva autoridad ambiental ha establecido el cobro de una “tasa de participación
nacional”, que es un componente de las tasas de aprovechamiento de bosques naturales y de planta-
ciones forestales comerciales, medida abiertamente contraria a la Ley que refleja una interpretación
absurda de las normas sobre la materia, originada probablemente en el afán de recaudar recursos para
las respectiva entidad.

Impacto de la política

En síntesis, el impacto de la política forestal en cuanto al desarrollo económico del sector puede
considerarse negativo, en el sentido de que no se han alcanzado los propósitos de crecimiento, conso-
lidación, competitividad y eficiencia que para el mismo se señalaron. Al contrario de lo previsto, la
participación del sector en el PIB ha venido disminuyendo de manera constante durante la última
década, al tiempo que ha aumentado el déficit de la balanza comercial, si bien, ésta ha empezado a
recuperarse desde 1999.

Sin embargo, debe señalarse que el contexto macroeconómico ha tenido una influencia determinante
en el comportamiento de las principales variables del sector, destacándose la falta de preparación
inicial para enfrentar el nuevo modelo de política económica adoptado desde comienzos de la década
de los noventa en el marco de los procesos de globalización y de apertura. Una muestra evidente la
representa el hecho de haberse llegado a la otrora impensable situación de importación de trozas
desde otros países, incluso, otros continentes, si bien en este punto entran también en juego factores
relacionados con la modificación del régimen legal de propiedad de las tierras boscosas en algunas
regiones del país.

ASPECTOS ECONÓMICOS–BOLIVIA

En el Artículo 2º de la Ley Forestal se establece entre los objetivos del desarrollo sostenible el de
“promover el establecimiento de actividades forestales sostenibles y eficientes que contribuyan al
cumplimiento de las metas del desarrollo socioeconómico de la nación”.
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Por su parte, en la Política y Plan Estratégico de Desarrollo Forestal de Bolivia se reiteran diversas
disposiciones de la Ley referidas al tema económico. La política establece dentro de objetivos princi-
pales “impulsar la sostenibilidad de los procesos de exportación, estableciendo condiciones para la
expansión y diversificación de las exportaciones forestales, en condiciones competitivas dentro de los
procesos de globalización”. Así mismo, dentro de los lineamientos sobre “promoción del desarrollo
de la industria forestal”, se señala que se requiere crear las condiciones de competitividad dinámica
para promover e incentivar la inversión privada, lograr una coordinación efectiva y flexible entre los
distintos actores de la cadena y establecer una plataforma para la comercialización de productos fores-
tales maderables y no maderables34  (Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación, 2002).

Participación del sector forestal en el PIB

Entre 1992 y 1994 la participación del sector forestal en el PIB se situó alrededor del 4.1%. A partir
de 1995 se registró un descenso constante hasta llegar a 3.6% en 1998, año a partir del cual se ha
venido recuperando hasta situarse en alrededor del 4.0% en los últimos años. Las variaciones que se
registran no son muy altas, pero el leve descenso coincide con la entrada en vigencia de la Ley Fores-
tal (ver Gráfico 12).

Debe destacarse que el sector forestal tuvo un comportamiento más estable que el del resto de la
economía, si se tiene en cuenta que Bolivia tuvo un crecimiento negativo a partir de 1999.

34 Los objetivos de la Política y Plan Estratégico de Desarrollo Forestal de Bolivia (2002) en cuanto
a estos aspectos se mencionan sólo con fines de ilustración, ya que no son objeto de evaluación
específica en cuanto a su avance debido a lo reciente de su formulación.
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La participación por ramas de actividad del sector (ver Gráficos 13 y 14), muestra que la mayor
contribución corresponde a productos de madera, con un comportamiento muy estable, en promedio
alrededor del 3,0%. La silvicultura participa con el restante 1% en promedio. Como se sabe, no hay
producción local en el renglón de pasta de papel y papel.

En cuanto a la producción interna del sector, las cifras indican una relativa estabilidad, si bien, como
se anotó, el leve descenso registrado coincide con el inicio de la aplicación de la nueva normativa.
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Comercio exterior
Exportaciones

Las exportaciones registran una reducción muy considerable entre 1998 y 2002, habiendo llegado en
este último año a representar sólo 48% del valor alcanzado en 1997, el más alto del período (ver
Gráficos 15 y 16). Si bien, la introducción de las políticas de ajuste estructural habían significado un
aumento notable de la explotación de madera para la exportación, dicha alza había tenido lugar en los
años previos a la entrada en vigencia de la Ley. En Bolivia, la exportación de madera aserrada aumen-
tó de 30.900 toneladas3 en 1984 a 161.700 toneladas3 en 1991 (Andersen, Constantino y Kishor,
1995, cit. por Kaimowitz, Erwidodo, Ndoye, Pacheco y Sunderlin, 1998).

En opinión de algunos actores, la entrada en vigencia de la Ley Forestal sin una gradualidad adecuada
resulto “nefasta” por sus repercusiones económicas en el comercio exterior de productos forestales.
Empero, algunos análisis refieren al año 1997 como el de la gestión más importante en materia de
exportaciones en la última década, recordando que en dicho año se inició la aplicación de la nueva
Ley Forestal. Sin embargo, el notorio descenso en las exportaciones a partir de dicho año es atribuido
por este mismo estudio a la caída económica de Argentina, así como a los aspectos relacionados con
la implementación de los instrumentos de gestión de la nueva Ley y la competencia de la producción
forestal de Brasil, China y los países del sudeste asiático (Gutiérrez, B., 2002). En general, tiende a
haber coincidencia en identificar la caída en las exportaciones de productos forestales como el efecto
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combinado de factores económicos externos e internos y de la entrada en vigencia del nuevo régimen
forestal. Con todo, la incidencia de los factores económicos parece haber sido mucho más determi-
nante en el descenso de las exportaciones que la aplicación de la nueva Ley.

Las cifras por ramas de actividad del sector muestran una reducción notable en las exportaciones del
renglón de maderas aserradas, cifra que en 2002 cayó al 30% del valor alcanzado en 1996. Al tiempo,
otros estudios señalan incrementos excepcionales en la exportación de productos con valor agregado
como los alcanzados en sillas (350%) y puertas (23,75%) para el período 1998-2001 (Gutiérrez, B.,
2002). Este es uno de los aspectos que se percibe como un impacto positivo generado por la Ley, al
impedir el aprovechamiento selectivo basado en unas pocas especies y forzar procesos de uso más
integral del recurso que lleven hacia la transformación industrial e incluso al mercadeo. (Contreras, A.
y Vargas, M. T., 2002). En este sentido, Bolivia ha pasado de ser un exportador clásico de materia
prima a un exportador de otros productos de mayor valor (Gutiérrez, B., 2002). Por otra parte, debe
destacarse la importante participación que tiene la castaña o nuez amazónica (Bertholletia excelsa)
en las exportaciones, de las cuales representó 33% de su valor.

Importaciones

En materia de importaciones (ver Gráficos 17 y 18) casi la totalidad de las mismas corresponden al
rubro de papeles y cartones, las cuales representan en promedio 95% de la totalidad de importaciones
del sector forestal.
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Balanza comercial

Tradicionalmente la balanza comercial del sector forestal ha registrado superávit (ver Gráfico 19)
En la década de los ochenta se registró un déficit de US$ 8.201 millones en el año de 1985 (Pereira,
J.L., 1991). El año con un saldo favorable más elevado corresponde a 1994 con US$ 87.5 milllones.
En 2001 se evidenció un déficit de US$ 0,3 millones. La balanza muestra un descenso constante
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desde 1997, el cual, dado el comportamiento de las importaciones entre 1997 y 2002, se halla princi-
palmente determinado por la reducción de las exportaciones del sector. En este sentido, no debería
atribuirse a la Ley Forestal un efecto negativo sobre la balanza comercial puesto que el incremento del
ingreso de maderas y manufacturas de madera al mercado nacional ha sido moderado, en tanto que las
tendencias de reducción del saldo comercial favorable de los últimos años tienen probablemente su
origen en la incidencia de los factores asociados a las limitaciones de competitividad del sector en el
mercado externo.

Otros aspectos
Establecimientos del sector forestal

La información disponible sobre establecimientos del sector muy probablemente no registra en forma
adecuada el número real de los mismos (ver Gráfico 20).

Empleo

La información que se presentar sobre el empleo se refiere solamente a la parte industrial del sector
forestal y, aún así, probablemente no refleja los niveles reales de ocupación en estas actividades debi-
do a una alta subestimación de las cifras. Datos contenidos en el Plan estratégico para el Desarrollo
Forestal de Bolivia, el cual cita una fuente independiente, menciona para el año de 1995 un total de
8.292 empleos en las actividades forestales industriales en los Departamentos de Santa Cruz, El Beni
y La Paz. Dicho estudio estimaba para dicho año en alrededor de 20.000 el número de empleos en las



DOCUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 141

actividades de extracción. Estas cifras difieren notablemente de las que se muestran en este estudio a
partir de información del Instituto Nacional de Estadística (ver Gráfico 21). En todo caso se observa
una tendencia a la disminución en el número de empleos a partir de 1996, especialmente, en las
actividades de aserrado de madera. Estimaciones de actores del sector señalan que el empleo ha dismi-
nuido en 30% desde la entrada en vigencia de la Ley Forestal.
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Productividad

La productividad promedio registra una disminución de alrededor 30% entre 1996 –año de entrada
en vigencia de la ley Forestal– y 1999. La disminución más elevada se presenta en el rubro de aserra-
do y cepillado de madera con un nivel cercano al 40% (ver Gráfico 22).

Cobro de la patente

Uno de los aspectos de mayor discusión, que genera posiciones contradictorias entre varios de los
actores vinculados de uno u otro modo a la actividad forestal, es el relativo al cobro de patentes
establecido en la Ley forestal, la cual señala:

ARTICULO 36º. (Clases de patentes forestales)
Se establecen en favor del Estado las siguientes patentes por la utilización de recursos forestales,
que no constituyen impuesto, tomando la hectárea como unidad de superficie:

I. La patente de aprovechamiento forestal, que es el derecho que se paga por la utilización de los
recursos forestales, calculado sobre el área aprovechable de la concesión establecida por el plan
de manejo.

II. La patente de desmonte, que es el derecho que se paga por los permisos de desmonte.
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ARTICULO 37º. (Monto de las patentes)

I. El monto de la patente de aprovechamiento forestal será establecido mediante procedimiento de
licitación, sobre la base mínima del equivalente en Bolivianos (Bs.) a un Dólar de los Estados
Unidos de América (US$ 1) por hectárea y anualmente. El valor de la patente de aprovechamiento
resultante de la licitación será reajustado anualmente en función de la paridad cambiaria de dicho
signo monetario. Además, cada 5 años la patente y la base mínima serán reajustadas en función de
la variación ponderada entre las listas originales y actualizadas de precios referenciales de produc-
tos en estado primario (madera simplemente aserrada). La variación ponderada se determinará
según el comportamiento de los precios y los volúmenes de producción nacional.

II. La patente de aprovechamiento forestal por la utilización de bosques en tierras privadas es la
establecida en el parágrafo I del artículo 32º de la presente ley, sujeta al sistema de reajustes previs-
tos en el parágrafo anterior.
La patente para el aprovechamiento de castaña, goma, palmito y similares es igual al 30% del
monto de la patente mínima, siempre que la autorización se refiera únicamente a dichos productos.
Las Universidades y Centros de Investigación en actividades forestales calificados por la
Superintendencia Forestal que posean áreas forestales debidamente otorgadas, están exentos del
pago de patente forestal.

La discusión sobre este aspecto de la Ley se origina en la acumulación de una enorme deuda por parte
de los concesionarios forestales debido al no pago de la patente según lo contempla la Ley, causado a
su vez, por las dificultades económicas experimentadas por el sector a raíz de la entrada en vigencia
de la nueva normativa. El monto de la deuda acumulada en pago de patente forestal entre los años
1997 y 2002 ascendía a la suma de US$ 8.883.788 (Superintendencia Forestal, 2003). Aparentemen-
te una parte significativa de esta cartera ha sido recaudada.

Esta situación llevó a la expedición de un decreto mediante el cual básicamente se establece que los
cobros deben hacerse sobre el área anual aprovechada y no sobre el área aprovechable. En opinión de
algunos actores, esto es lo que reza el texto de la Ley y así debió aplicarse desde un comienzo, pues de
lo contrario al no aprovechar efectivamente cada año, sino una fracción del área total aprovechable
otorgada en concesión se estaría incrementando el cobro establecido por la Ley, pasando el mismo,
por ejemplo en el caso de una concesión a 20 años, de US$ 1/ha. a US$ 20/ha. Otros puntos de vista
consideran que lo que se ha hecho es una modificación que contraría lo dispuesto en la Ley Forestal
y, señalan, que no se comprende esta modificación como tampoco el no pago por parte de los conce-
sionarios, dado que se realizaron previamente innumerables estudios económicos.

De otro lado, diversas opiniones coinciden que las diferenciaciones en el cobro de patentes
contempladas en la Ley, constituyen un tratamiento discriminatorio que atenta contra la competencia
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y favorece los procesos de deforestación y conversión de zonas forestales a áreas para agricultura y
ganadería.

Lo que sí parece indiscutible es que el modelo establecido tiene la virtud de evitar una fuente de
corrupción muy alta experimentada en el pasado, fundada en el sistema de cobro por volumen, cuyas
dificultades operativas y de control inducen a tal tipo de prácticas. Por otra parte, se aseguran recursos
para el financiamiento de la entidad institucional encargada de las funciones de supervisión, regula-
ción y control. Si bien una mayoría de entrevistados percibe que la dependencia casi exclusiva de
ingresos por este concepto (Superintendencia Forestal) constituye una de sus mayores debilidades.

En otro aspecto, la Ley contempla la distribución de una parte importante de los recursos origina-
dos en la patente entre los Municipios (25%) y las Prefecturas Departamentales (35%). Las reali-
zaciones por parte de estas dependencias, especialmente esas últimas, en relación con el cumpli-
miento de funciones que les asigna la Ley, son objeto de múltiples cuestionamientos, si bien se
considera importante el proceso de descentralización de la gestión forestal previsto por las nuevas
normas. La descentralización en cuanto al tema forestal es un proceso complejo en el que intervie-
nen diversos factores, en particular, muchos de orden político. Este proceso ha tenido avances en
aspectos de equidad, aunque estos son aún modestos debido a que la implementación de la legisla-
ción ha sido lento y difícil. Además, existe poca evidencia para determinar las repercusiones de la
descentralización en cuanto a promover un manejo más sostenible y/o la conservación de los
recursos forestales (Pacheco, P., 2002).

Impacto de la legislación

Los objetivos de contribuir “al cumplimiento de las metas del desarrollo socioeconómico de la na-
ción” que en materia económica establece la Ley Forestal son tan amplios35, que resulta en extremo
difícil tratar de determinar en qué medida se ha avanzado en su cumplimiento durante el período que
ha transcurrido desde su entrada en vigencia.

En lo que sí tal vez puede identificarse un avance específico es en la promoción de actividades fores-
tales “eficientes”, objetivo también establecido por la Ley a juzgar por el uso “integral” del recurso y
la mayor generación de valor agregado en los productos de exportación, a diferencia del uso selectivo
de especies y del comercio de madera en bruto que imperaban antes de la nueva legislación.

El comportamiento que se evidencia en algunas variables económicas del sector, tales como las men-
cionadas en este documento, apunta a indicar que el mayor efecto se ha registrado en el rubro de las

35 No se quiere afirmar que han debido ser formulados en términos más específicos, pues la forma
como están planteados corresponde a su naturaleza de instrumento jurídico.
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exportaciones, donde se observa un descenso desde la entrada en vigor de la Ley. Si bien tal disminu-
ción tiene también su origen en la incidencia de las crisis de algunos de los mercados más importante
para el sector exportador junto con limitaciones de competitividad, presumiblemente, agravadas por
la falta de gradualidad en la aplicación de la norma.

ASPECTOS ECONÓMICOS:
COMPARACIÓN ENTRE BOLIVIA Y COLOMBIA

La comparación directa de las variables económicas de desempeño del sector forestal entre los dos
países enfrenta la limitación de partir de contextos y niveles históricos de desarrollo económico algo
diferentes. Si bien ambas naciones han estado bajo la influencia de las tendencias internacionales que
las han llevado en el pasado relativamente reciente a la introducción de políticas de ajuste estructural
en el marco de la globalización, con diversas repercusiones de tipo político y social. No obstante lo
anterior, se pueden esbozar algunos elementos de examen paralelo de las respectivas variables secto-
riales, para cuya interpretación han de tomarse en consideración las limitaciones atrás señaladas.

Participación del sector forestal en el PIB

En 1992 la participación del sector forestal dentro del PIB representaba 4,1% para Bolivia y 1,5%
para Colombia. En 2000 dicha participación pasó a ser de 3,9% en Bolivia y de 1,0% en Colombia
(ver Gráfico 23), equivalente a una variación acumulada en dicho periodo del 4,5% y 33%, respecti-
vamente (ver Gráfico 24). Tomando en consideración la limitación antes mencionada sobre los con-
textos diferentes de los dos países, lo que incluye tener en cuenta las diferencias en el tamaño relativo
de las respectivas economías, las cifras revelan no sólo que hay una mayor contribución del sector
forestal al PIB en el caso de Bolivia, lo cual podría tener diversas explicaciones, entre otras que la
canalización de inversiones hacia estas actividades productivas probablemente presenta mayores atrac-
tivos en este país. Sino que además muestran que en la última década el comportamiento del sector ha
sido relativamente “estable”, pese a las fluctuaciones en otras variables, mientras que en el caso de
Colombia registra una notable pérdida de importancia de la contribución productiva del sector. Una
variable que permite corroborar esta última afirmación es la referente al PIB sectorial per cápita: en
efecto, en 1992 el valor de este parámetro en Colombia fue de US$ 30,5 el cual bajó a US$ 20,6 en
2000, mientras que en Bolivia alcanzó US$ 46,0 en 1992 habiendo pasado a ser de US$ 41,6 en 2001.

Tal como se señaló con anterioridad, no es posible aislar el impacto que en este campo han tenido la
política y la legislación forestal en uno y otro caso dada la influencia determinante de otras variables
de orden externo e interno, aunque es evidente que si han tenido alguno, el mismo ha sido muy
diferente en cada país según lo indican las cifras.
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Comercio exterior
Exportaciones
En términos de su participación en el total de exportaciones nacionales (ver Gráfico 25) en el caso de
Bolivia, las mismas en el período 1993-2000 pasaron de 8,9% a 7,5%. Por su parte, para el mismo
lapso las cifras de Colombia indican que las exportaciones del sector pasaron de 0,9% al 1,3% del
total de las exportaciones del país. Estos cambios indican tendencias diferentes, con una disminución
moderada en el primer caso y un aumento muy significativo en el segundo.
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Importaciones

En el caso boliviano, la participación de las importaciones del sector en relación con el total de las
importaciones nacionales pasó entre 1993 y 2000 de 2,7% a 4,0%. En el caso colombiano pasó del
2,4% al 3,0% (ver Gráfico 26).
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Balanza comercial

En cuanto a la balanza comercial, la situación de los dos países es sustancialmente distinta. Histórica-
mente Bolivia registra superávit en la balanza del sector y Colombia, por el contrario, tradicionalmen-
te ha mostrado un déficit considerable de la misma. Este aspecto resulta muy significativo si se tiene
en cuenta que cerca del 95% de las importaciones de Bolivia corresponden al renglón de papeles y
cartones, mientras que en Colombia este rubro representa 85%, siendo que este país cuenta con
producción local de papeles y cartones, excepción hecha del papel periódico. No deja de ser paradó-
jico que una fracción de dichas corresponda a desperdicios para reciclaje.

Por cuanto la situación de déficit y superávit del sector en uno y otro caso proviene desde hace más de
dos décadas, no es posible atribuir la misma a la influencia de las políticas actuales. Sin embargo, sí es
presumible que las variaciones que se han experimentado en los últimos años puedan estar relaciona-
das con la aplicación o inaplicación de las reformas.

De cualquier modo, el impacto de las políticas y de la legislación parece ser diferente en cada caso, por
cuanto la evidente disminución del saldo favorable en la balanza comercial del sector en Bolivia, más allá
de la muy probable influencia de otros factores, sí parece haber tenido un efecto originado en la Ley
Forestal. No obstante no es posible determinar su magnitud. En el caso de Colombia, parece haber
una mayor incidencia de la política macroeconómica y de otras leyes que de la propia política forestal.

Otros aspectos

Los Gráficos 27, 28 y 29 presentan información comparativa referente a establecimientos, em-
pleo y productividad en el sector forestal, respectivamente. En razón de que las cifras reportadas
sobre estos aspectos parecen estar subestimadas en alto grado, no se realiza un análisis detallado
de esta información.

CONCLUSIONES

Las reformas producidas en los dos países son en lo formal de naturaleza diferente por cuanto en
Bolivia se aprobó una nueva legislación forestal sin que se contara previamente con una política
sectorial, mientras que en Colombia se aprobó una política sectorial que ordena, entre otros aspectos,
la expedición de una nueva legislación forestal, lo que hasta ahora no ha sido cumplido.

En la interpretación de los análisis comparativos debe tomarse en cuenta la asimetría originada por el
carácter distinto de las reformas. Adicionalmente, debe tenerse presente las naturales diferencias en la
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evolución de variables de tipo socio-económico que caracterizan a los dos países, donde suma de
manera significativamente influyente el conflicto armado que afecta a Colombia y que incide notable-
mente en el manejo y conservación de los recursos forestales.

El hecho de que el proceso se hubiese llevado a cabo en Bolivia bajo la secuencia antes mencionada,
ha generado el efecto de que la Política de Desarrollo Forestal, aprobada recientemente, incluya den-
tro de sus objetivos algunos dirigidos a modificar y flexibilizar el régimen vigente.

La formulación y aprobación del Plan Nacional de Desarrollo Forestal de Colombia constituye un
notable, y muy importante, logro del sector. Pese a que dicho Plan formalmente se presenta como la
política de Estado para el sector, no se han adoptado los procedimientos y mecanismos que garanticen
su status y permanencia con tal carácter. El retraso o incumplimiento que se registra en diversos
aspectos contemplados por la Política Forestal y el Plan Nacional de Desarrollo Forestal de Colombia,
en gran parte se explican por la carencia de legislación que constituya en instrumento central para su
aplicación. Sin embargo, la experiencia de Bolivia demuestra que la legislación no resuelve por sí sola
los problemas existentes, por cuanto se requiere contar a su vez con las instituciones apropiadas y los
recursos humanos y financieros necesarios para su implementación. También enseña, que no se da
un cambio sustantivo en corto tiempo, especialmente en la erradicación de prácticas ilegales en el
aprovechamiento de los bosques. Dadas las condiciones de corrupción, ineficiencia e inequidad
imperantes en el sector forestal antes de las reformas, algunos cambios y/o logros de menor o medio
alcance se perciben como especialmente significativos.
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El relativamente amplio proceso previo de discusión de la legislación en Bolivia, permitió que el tema
forestal ganara un puesto importante en la agenda política y sirvió para crear conciencia crítica y
voluntad alrededor de la necesidad de las reformas. Todo ello influyó en que, pese a sus obvias falencias,
la legislación tuviese niveles altos de aceptación entre los diversos actores, si bien, algunos se resisten
a aceptar algunas de las consecuencias derivadas de su implementación. Más allá de las característi-
cas intrínsecas de las disposiciones, la discusión, aprobación y puesta en marcha de la nueva legisla-
ción forestal contribuyó a la creación de un nuevo ambiente y un cambio general de actitud por parte
de los diferentes actores, que ha permitido interiorizar y tratar de materializar el discurso del desarro-
llo sostenible dentro del sector.

Es evidente el impacto social positivo que ha tenido la legislación forestal boliviana en términos de
democratizar su manejo, posibilitando el acceso al aprovechamiento de los bosques a comunidades
campesinas e indígenas, lo cual cambia sensiblemente las condiciones preexistentes de concentración.

En el papel, en Colombia la mayor parte de tierras forestales pertenecen a grupos étnicos. En la
práctica, no hay pleno dominio de la propiedad de las tierras forestales por la influencia del conflicto
armado interno, que origina desplazamientos o induce prácticas ilegales en el aprovechamiento de los
bosques por la escasa presencia de las instituciones estatales responsables de su administración.

A pesar de la nueva legislación forestal, en Bolivia subsisten conflictos relacionados con la clasifi-
cación y ordenamiento territorial, por la concurrencia de normas contradictorias que atentan contra
la permanencia del bosque, favoreciendo la conversión de áreas para usos agrícolas y pecuarios.
En Colombia, el avance en zonificación forestal es muy reducido, lo que tiene un impacto negativo
sobre el manejo y uso de los bosques, dada la dependencia del avance en este proceso para la
implementación de planes de manejo.

El efecto más visible del nuevo régimen forestal de Bolivia es el liderazgo entre los países tropica-
les con áreas certificadas con manejo sostenible. Sin embargo, se albergan dudas razonables sobre
el nivel de éxito alcanzado en la implementación general de planes de manejo. Las posibilidades de
Colombia para incursionar en la certificación están atadas a la aprobación de una nueva legislación
que, entre otros aspectos esenciales, modifique las actuales disposiciones para el aprovechamiento
en cuanto al área y tiempo.

El carácter legal de los planes de manejo forestal es sustancialmente distinto entre los dos países.
Mientras que en Bolivia es vinculante y obligatorio, en Colombia no resulta vinculante y se asume
simplemente como un requisito para acceder a los permisos de aprovechamiento. En este último
caso, desde este punto de vista, no constituye un instrumento favorable para promover el manejo
forestal sostenible. Por lo que es necesario modificar la legislación para que sirva de manera más
efectiva a tal propósito.
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En la conformación de cadenas productivas forestales en Colombia no se han integrado los eslabones
primarios de la cadena, es decir, los dueños del recurso. El Estado debe propiciar los acercamientos
entre comunidades y empresas para la cristalización de alianzas estratégicas, para lo que se requieren
procesos previos de organización y capacitación que permitan asegurar negociaciones y acuerdos
equitativos entre las partes.

Las diferencias entre los arreglos institucionales forestales de cada país se reflejan dramáticamente en
la preparación y suministro de información estadística sobre el manejo y aprovechamiento de los
bosques. En Bolivia, en cumplimiento del nuevo régimen forestal, se presenta oportuna y en forma
ordenada y completa ante la más alta instancia de la administración pública. En Colombia, virtual-
mente, se carece de información estadística especializada. Esto último tiene un impacto negativo en la
toma de decisiones y seguimiento.

En Colombia, la repercusión de la política forestal en cuanto al desarrollo económico del sector puede
considerarse negativo, en el sentido de que no se han alcanzado los propósitos de crecimiento, conso-
lidación, competitividad y eficiencia que para el mismo se señalaron. Al contrario de lo previsto, la
participación del sector en el PIB ha venido disminuyendo de manera constante durante la última déca-
da, al tiempo que ha aumentado el déficit de la balanza comercial, pese a su recuperación desde 1999.

En Bolivia, los objetivos de contribuir “al cumplimiento de las metas del desarrollo socioeconómico
de la nación” que en materia económica establece la Ley Forestal son tan amplios, que resulta en
extremo difícil tratar de determinar sus avances desde la entrada en vigencia. En lo que sí tal vez
puede identificarse un progreso específico es en la promoción de actividades forestales “eficien-
tes”, objetivo por el uso “integral” del recurso y mayor generación de valor agregado en los produc-
tos de exportación.

Un probable efecto de la nueva legislación es la disminución de las exportaciones, aunque no puede
con certeza afirmarse que sea una consecuencia directa o exclusiva de la norma, puesto que tal fenó-
meno tiene también su origen en la incidencia de las crisis de algunos de los mercados más importan-
tes para el sector exportador, junto con limitaciones de competitividad, presumiblemente, agravadas
por la falta de gradualidad en la aplicación de la norma.

En cuanto a la balanza comercial, la situación de los dos países es sustancialmente distinta. Histórica-
mente Bolivia registra superávit en el sector, y Colombia, por el contrario, tradicionalmente ha mostrado
un déficit considerable en la misma. Debido a que la situación de déficit y superávit del sector en uno y
otro caso proviene desde hace más de dos décadas, no es posible atribuir la misma a la influencia de las
políticas actuales. Sin embargo, sí es presumible que las variaciones que han experimentado en ambos
casos, en los últimos años, puedan estar relacionadas con la aplicación o inaplicación de las reformas.
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En general, en el caso de Bolivia, más allá de las críticas que se hacen en relación con el nuevo
régimen forestal o de las falencias que el mismo efectivamente pueda presentar, puede afirmarse que
su adopción ha significado la entrada del país en una etapa diferente y positiva de la conservación y el
uso de los bosques. La misma ha permitido integrar de manera relativamente coherente una serie de
elementos que incluyen desarrollos institucionales, técnicos y de gestión pública y privada. Una ma-
nifestación significativa de los efectos y avances en la implementación de la Ley Forestal es el desta-
cado impulso que ha tenido la certificación.

En el caso de Colombia, el logro más sobresaliente está representado en la formulación y aprobación
del Plan Nacional de Desarrollo Forestal. Considerando que éste contiene los principales lineamientos
y orientaciones de las acciones que deben emprender el Estado y los particulares, encaminadas hacia
el desarrollo forestal sostenible, los mayores retos que enfrenta están relacionados con asegurar su
permanencia y financiación en el mediano y largo plazo, y concretar los proyectos que permitan
materializar en los niveles regional y local los programas y subprogramas que lo integran. Por ello la
adopción de una nueva legislación forestal, formulada de manera integral, coherente y participativa,
se constituye en uno de sus instrumentos claves.
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En el presente estudio se discute, con especial referencia a Brasil, la situación de las áreas protegidas
y las diversas formas como ellas aportan –económicamente– al desarrollo. Se analiza, además, de
importancia para el turismo en sus diversas modalidades, el aprovechamiento de la biodiversidad, la
fijación de carbono y el mantenimiento de los servicios hídricos, mencionándose también otras con-
tribuciones. Se concluye que el financiamiento para el manejo de las áreas protegidas es un buen
negocio, aunque el beneficio depende en gran medida de decisiones, sobre mecanismos internaciona-
les y nacionales de compensación por servicios ambientales. Se termina insistiendo que la naturaleza
debe tener su lugar reservado en el planeta, independientemente de su valor económico.

AREAS PROTEGIDAS DE AMÉRICA LATINA

Las áreas naturales protegidas pretenden ser una exhibición de la naturaleza original del mundo. En
ellas se intenta conservar muestras de la diversidad biológica, es decir, de las plantas, animales y los
ecosistemas en que éstos viven, que en otros lugares son inexorablemente eliminados por el avance
de las actividades humanas, en especial por la agricultura. En las áreas protegidas también se guardan
los paisajes más bellos del planeta, como el Lago Argentino y los fenómenos naturales más espectacu-
lares, como las cataratas de Iguazú. Muchas veces, las áreas protegidas también existen para conser-
var lugares de alto valor cultural o histórico en su entorno natural, como Machu Picchu.

Existen más de 1.000 áreas protegidas1  en América Latina (WRI, 1997). Tan sólo en Brasil existen
unas 184 áreas protegidas federales y 451 estatales2  (Brasil. MMA, 1998). Estas áreas cubren
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millones de hectáreas, aproximadamente 70 millones (Brasil. MMA, 1998). Pero si se considera su
tamaño relativo, y en especial su valor para proteger la naturaleza, éstas apenas representan una muy
pequeña proporción del planeta. Resulta tan pequeña, que la mayor parte de los especialistas la con-
sideran insuficiente para el cumplimiento de sus objetivos, en especial, el de proteger muestras
ecológicamente viables de la biodiversidad y de los ecosistemas (Soulé y Wilcox, 1980).

Más aún, las áreas protegidas no son todas de igual valor para proteger la biodiversidad y los ecosistemas.
Algunas, en teoría, brindan protección integral, como las reservas biológicas y los parques naciona-
les, pero la mayor parte de las numerosas categorías de áreas protegidas que existen en el mundo,
llamadas de aprovechamiento sustentable o de uso directo, protegen muy poco a esa biodiversidad
que es el objetivo de su creación. En Brasil, menos del 2% del territorio está conformado por áreas
protegidas integralmente. Y, para empeorar esa situación, por falta de inversiones y de manejo efecti-
vo, muchas de las áreas naturales protegidas, inclusive las de protección integral o uso indirecto,
tampoco cumplen sus funciones (Brasil. MMA, 1998, 2002; Dourojeanni y Pádua, 2000).

Cuando se confronta, por una parte, la aparentemente y evidente importancia de conservar una pe-
queña parte de la naturaleza que acompaña a la humanidad desde sus albores, y por la otra, las presio-
nes y prioridades económicas y sociales actuales, la primera casi siempre sale perdiendo. Por eso es
tan difícil crear, y en especial administrar bien, las áreas protegidas. Razón por la cual esos refugios
son frecuentemente abandonados, invadidos y destruidos, y frecuentemente se piensa que son un lujo
que los países pobres no pueden permitirse. Uno de los pretextos más usados para oponerse a hacer
inversiones para proteger la naturaleza es que ella está mejor si se le explota sustentablemente. El
problema es que a pesar de la retórica que conlleva el concepto de desarrollo sustentable, éste aún no
pasa de ser una utopía (Dourojeanni y Pádua, 2001, Terborgh et al., 2002).

Por eso, para poder salvar algo de la naturaleza para las generaciones futuras no son suficientes los
argumentos éticos o estéticos y debe apelarse a los económicos. De eso trata esta contribución. Trata
de demostrar que proteger muestras representativas de los ecosistemas y de la biodiversidad también es
un buen negocio. El análisis está basado esencial, pero no exclusivamente, en la experiencia brasileña.

Categorías de áreas protegidas y sus beneficios

Para esta discusión debe tomarse en cuenta que, dependiendo de la categoría de área protegida, ellas
pueden generar ingresos a través del uso directo o de la explotación de sus recursos naturales cuando
se trata de aquellas conocidas como de uso sustentable (bosques nacionales, reservas de fauna,
reservas comunales y reservas para extrativismo). Igualmente, pueden generar ingresos de modo
indirecto, es decir, sin explotación de recursos naturales como en las categorías de áreas protegidas
de protección integral o uso indirecto (los parques nacionales). En este último caso los beneficios
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son generados por el aprovechamiento no consumidor de los recursos naturales, como los que se
derivan de los resultados de la investigación científica, del disfrute de la naturaleza a través de la
recreación o del turismo y, claro, de los servicios ambientales propios de los ecosistemas naturales.
Entre estos últimos destacan la fijación de carbono, el mantenimiento de los flujos hídricos y de la
calidad del agua, la protección de los suelos y la propagación de la fauna fuera de los confines del área
donde puede ser aprovechada. En el Cuadro 1 se muestra, esquemáticamente, una clasificación de los
beneficios de las unidades de conservación de las diferentes categorías. Los beneficios no consumido-
res y de uso indirecto de las áreas protegidas han sido considerados, durante mucho tiempo, como
“intangibles”, pero la economía ecológica está revelando que éstos son muy reales y cuantificables
(Pearce, 1993; Constanza, 1997).

En esta discusión no se tocará el tema de las áreas protegidas sometidas a uso directo. Éstas, como
cualquier propiedad rural, deben o pueden generar utilidades para sus propietarios o beneficiarios a
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través de la explotación de los recursos naturales. Por eso, para muchos especialistas en áreas prote-
gidas, los bosques nacionales, las reservas extractivistas del Brasil o las reservas comunales y nacio-
nales del Perú, no pueden ser vistas como verdaderas áreas protegidas. Esas áreas, muchas veces
porque no existe otra alternativa, son utilizadas para producir bienes. La protección de la naturaleza
en ellas es un objetivo secundario o colateral dependiendo de la categoría y de la calidad del manejo.
Ese también es el caso, obviamente, de las reservas o parques indígenas. En todas esas categorías, en
un grado u otro, está permitida la explotación, comercial o para consumo propio, de madera y leña; la
agricultura y la ganadería, por lo menos a nivel de subsistencia; la caza y la pesca, además de la
extracción de productos no madereros diversos. En la mayor parte de esas áreas también hay habitan-
tes, que forman áreas urbanas en constante crecimiento y que disponen de servicios cada vez mayores
y mejores, generando contaminación. Claro que, dependiendo de su categoría, estas áreas también
brindan servicios ambientales. Por otra parte, es indudable que un bosque nacional o una reserva
indígena, por ejemplo, conservan mejor los ecosistemas y la biodiversidad que una propiedad ganade-
ra o áreas cultivadas con soya o algodón.

APORTES ACTUALES Y POTENCIALES DE LAS ÁREAS PROTEGIDAS

Areas protegidas, motores del turismo y ecoturismo

La contribución económica más evidente y más fácil de materializar de las áreas estrictamente prote-
gidas es, sin duda, a través del turismo y, en especial, del ecoturismo. Estas actividades se materializan
como visitas dentro de las áreas protegidas, que son el foco de atracción, con servicios ofrecidos
principalmente por empresas privadas alrededor de ellas. Las visitas pueden revestir toda clase de
formas, desde visitas breves y superficiales hasta la práctica de actividades especiales como campismo,
deportes radicales, fotografía o pintura, observación de aves o, en algunos países, pesca deportiva. A
estas actividades se suman otras, más sofisticadas, como la educación ambiental, el turismo científico,
y tantas más. Categorizar estas actividades como turismo o como ecoturismo es, para efectos de esta
discusión, innecesario. La frontera entre ambos estilos de turismo es de difícil definición y genera
interminables discusiones (Blackstone Co., 1998).

En 2001, el turismo internacional movió aproximadamente 463 billones de dólares3  constituyéndose
como la principal industria en la actualidad, al contribuir con 11% del PIB mundial. El número de
llegadas de turistas internacionales, en 2001, sumó 693 millones (WTO, 2003). La World Tourism
Organization (WTO) señaló que durante 1997 el ecoturismo en sus diversas modalidades captó 10%

3 En este trabajo, cuando se habla de billones o trillones, esos términos son usados en su significado
en inglés.
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del mercado turístico, indicando que ese sector creció a un ritmo de 30% anual. Tan sólo los 65
millones de observadores de aves (bird watchers) gastan, cada año 5,2 billones de dólares para satis-
facer su curiosidad (Blackstone Co., 1997). La mayor parte de las actividades de ecoturismo se desa-
rrollan en áreas protegidas de las más diversas categorías (Ceballos, 1996).

Las cifras de uso público de las áreas protegidas son impresionantes. En 1996, más de 77 millones de
personas desarrollaron actividades que involucraron a la naturaleza en los EE.UU., en áreas protegi-
das de todas las categorías, y gastaron más de cien mil millones de dólares para pagar esas actividades.
La mayor parte de ellos realizaron sus actividades en 385 unidades del US National Parks Service,
que en 2002 recibió 421 millones de visitantes, lo cual justifica que éste obtenga un presupuesto
superior a los 2.600 millones de dólares (US National Park Service, 2003). A eso deben sumarse las
visitas a los parques estatales y a los bosques nacionales y estatales. El efecto multiplicador de las
visitas a las áreas protegidas de EE.UU. en la economía local y nacional es enorme, siendo estimado
mediante el modelo MGM (Money Generation Model) desarrollado por el Servicio de Parques (US
National Parks Service, 2003).

Dentro de América Latina estas importantes cifras no son alcanzadas en ningún país. Los sistemas
de parques más visitados de la región reciben apenas una ínfima fracción de las visitas que reciben
los de EE.UU. o Canadá. Costa Rica, por ejemplo, a pesar de ser el país que mejor aprovecha sus
áreas naturales, todavía no supera el primer millón de visitantes por año (Eagle, 2002), casi lo
mismo que reciben oficialmente los comparativamente enormes sistemas de áreas protegidas fede-
rales del Brasil (1,3 millones), de Argentina (1,2 millones) y de Chile (un millón). Los parques de
América Latina también reciben menos visitas que los de África (Linberg y Hawkins, 1993). Ade-
más, las visitas a los parques de América del Sur están concentradas en muy pocos de ellos. En
Brasil, por ejemplo, la mayor parte se efectúa a los parques Iguazú (750.000 visitantes por año),
Tijuca (donde el ingreso no es controlado), Itatiaia y Fernando de Noronha, entre unos pocos más.
En el Perú, solamente Machu Picchu tiene un número significativo de visitantes. Hay más, en
América Latina la mayor parte de los visitantes no cancelan por el ingreso a los parques, y si pagan
es muy poco y, muchas veces, ni siquiera son registrados. Para ilustrar este punto basta con men-
cionar un caso. La Estación Ecológica Jureia-Itatins del Estado de San Pablo, en Brasil, recibe cada
año oficialmente 7.393 visitantes, pero recibe también, sin pagar, 94.500 visitantes a los que por
razones legales4  no puede ni siquiera registrar. En realidad, el número de visitantes a las áreas
protegidas de América Latina en general, y del Brasil en particular, es varias veces superior al
oficialmente reconocido. Se señala, por ejemplo, que existen en el Brasil más de 500.000 personas

4 Las estaciones ecológicas, de acuerdo a la Ley del Sistema Nacional de Unidades de Conservación,
no pueden recibir “visitantes”. Sólo pueden recibir visitas con fines de educación ambiental y, claro,
de investigadores científicos.
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que cada año realizan no menos de 4 viajes clasificables como de ecoturismo, lo que se traduce,
esencialmente, en 2 millones de visitas a áreas protegidas (Nifolo, 2001).

¿Son los parques de América del Norte más atractivos que los de América Latina? La respuesta,
considerando los atractivos naturales, es categóricamente negativa. Los parques de América Latina
exhiben, en su conjunto, atractivos naturales igualmente bellos pero muy superiores en diversidad
natural y cultural a los del Norte. Los parques de América Latina apenas ceden el paso a los de África,
por el carácter espectacular de su fauna. La fauna de Asia es tan atractiva como la de África, pero
gracias a los elevados niveles poblacionales está limitada a pocos y pequeños parques en la mayoría
de los países.

Pero, considerando las facilidades de visita, los parques de América del Norte son, definitivamente,
mucho más atractivos. Los parques de América del Norte, han recibido inversiones públicas impor-
tantes para su manejo adecuado y para acoger visitantes, creando condiciones para que el sector
privado desarrolle negocios asociados al turismo. Un parque sin personal suficiente, sin equipamiento,
sin infraestructuras y, a veces, hasta sin accesos, no puede ser abierto al público, ni atraer inversionistas
privados para instalar los equipamientos complementarios como son hoteles, restaurantes, agencias
de viaje, servicios de guías, puestos de combustible, alquiler de barcos o implementos, entre tantos
otros que requiere el negocio turístico. En otras palabras, los sistemas de áreas protegidas de América
Latina, con la honrosa excepción de Costa Rica y de determinados parques en algunos países, no
están cumpliendo las funciones para las que fueron creados, especialmente la de estimular el desarro-
llo económico local.

En América del Norte, la población tiene una larga tradición de uso recreativo de áreas naturales,
sostenida y aumentada por un constante e inteligente esfuerzo de educación y concientización. La
conciencia ambiental y la atracción popular por la naturaleza han crecido enormemente en América
Latina durante los últimos 20 años, pero la mayoría de los parques de la región no han recibido
inversiones significativas y, en su mayoría, están formal o informalmente cerrados al uso público. Un
estudio reciente (James et al., 1999) reveló que el presupuesto promedio mundial por hectárea de
área protegida, es de US$ 8,9/ha. El promedio en los países desarrollados es de US$ 20,6/ha. mientras
que en los países en vías de desarrollo es de apenas US$ 0,27/ha. Brasil ha sido uno de los países de
América Latina que recibió más apoyo internacional para la conservación de la biodiversidad, el
presupuesto es de US$ 2,2/ha., es decir 5 veces menos que el promedio mundial y 10 veces menos
que el de los países desarrollados.

En 1996, el prestigioso diario “Gazeta Mercantil” de San Pablo, publicó a cinco columnas un artículo
enfático: “Parques nacionais dão prejuízo” (“Los parques nacionales no son rentables”), cuyo sub-
título era “De 35 parques nacionales del IBAMA, apenas Iguazú presentó lucro en 1995”. Explicaba
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el autor, que Iguazú tuvo un “superávit”  de 563 mil reales, comparando ingresos con egresos, mien-
tras que los otros parques tuvieron pérdidas (Gramacho, 1996). Los “ingresos” contabilizados fue-
ron, únicamente, las entradas y los derechos por concesiones y ventas de souvenirs. No se tomó en
cuenta que las ciudades localizadas en la entrada del Parque viven esencialmente del turismo motiva-
do por éste, y que numerosas empresas, inclusive las aérolíneas, se lucran en base al parque. No fue
hecho un cálculo de los ingresos considerando el aumento del valor de las entradas, basada en la
voluntad de pagar de los visitantes. El autor, sin embargo, no consideró la existencia de servicios
ambientales u otros valores mencionados en el Cuadro 1. Mucho menos tomó en cuenta que un
parque nacional, un museo natural, no tiene necesariamente que ser “rentable”, como no lo son,
tampoco, la mayoría de los museos del mundo, sin que por eso se proponga cerrarlos y deshacerse de
las obras de arte.

El ejemplo anterior es importante pues demuestra bien la clase de dificultades que enfrentan las
administraciones de áreas protegidas para defenderlas y para ponerlas, efectivamente, al servicio del
desarrollo sin prejuicio de su tarea fundamental. Eso está cambiando, felizmente, como lo demuestran
varios hechos. Primeramente, la aparición de las reservas o santuarios naturales privados, como
Monteverde en Costa Rica y Vagafogo en el Brasil, que entre cientos más, han demostrado que los
propietarios pueden pagar sus costos e, inclusive, obtener beneficios, apenas con los visitantes. El
caso de Vagafogo, un santuario de apenas 17 hectáreas localizado a 140 Km. de Brasilia, y sin atrac-
tivos naturales especiales, es particularmente demostrativo pues recibe unos 10.000 visitantes por
año brindando a los propietarios unos US$ 21.000 anuales sólo por concepto de entradas. Mucho
más obtienen por la venta de souvenirs y de alimentos naturales o tradicionales. Los beneficios son,
obviamente, proporcionales a la calidad del área y a la de su manejo. Vagafogo compensa su falta de
atractivos naturales con una eficiente e inteligente administración.

Además, el hecho de que pocos visitantes pagan el precio de las entradas a los parques es excesiva-
mente bajo en la mayoría de los países. Diversos estudios sobre “disposición a pagar” de los visitantes
de áreas protegidas de América Latina demuestran que los precios de las entradas son bajos tanto para
los visitantes nacionales e internacionales, o incluso para los locales. Por ejemplo, una amplia encues-
ta en Machu Picchu reveló que 66% de los turistas peruanos están dispuestos, en promedio, a pagar
US$ 26 por entrada en lugar del precio actual de US$ 10, y que 91% de los turistas extranjeros
estaban, en promedio, dispuestos a pagar US$ 47. Otro resultado interesante, es que tanto extranjeros
como nacionales consideran, por amplia mayoría, que es justo un precio diferencial entre ellos (Finnish
Forest and Park Service y EFTEC (1999). Un trabajo similar, en el Bosque Atlántico del Brasil,
reveló que la voluntad de pagar de los visitantes en áreas protegidas va de US$ 22 en reservas fores-
tales hasta US$ 86 en parques bien equipados (Holmes et al , 1998). Existen otros trabajos recientes
que confirman esas informaciones en muchos parques de diversos países (Norris y Curtis, 1999;
Spergel, 2002, May, 1999, May et al., 2000). Como lo indica Spergel, la experiencia de aumentar el
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precio de la entrada a los parques revela que eso no afecta su demanda sino que sigue creciendo. Una
reciente compilación y análisis por May et al. (2000) sobre la valoración económica de la biodiversidad
en Brasil, menciona en relación al ecoturismo una serie de estudios que, aunque difícilmente compa-
rables entre ellos, tienen resultados muy significativos (ver Cuadro 2).

En conclusión, no cabe duda que las inversiones, así sean relativamente modestas, en las áreas prote-
gidas o alrededor de ellas tendrán un retorno económico considerable tanto para la propia área, como
para la región, e incluso al país. Por eso, aunque lentamente, están aumentando las inversiones públi-
cas en áreas protegidas o alrededor de ellas. En Brasil se está ejecutando el Programa de Desarrollo
del Turismo en el Noreste, gracias a cuya primera etapa fue creado el Parque Estatal Serra do Condurú
y las condiciones para el uso turístico del Parque Nacional Chapada Diamantina, ambos en Bahía. El
nuevo Programa de Desarrollo Turístico del Sur va a invertir importantes recursos para habilitar o
mejorar los parques nacionales y estatales en Río Grande del Sur, Paraná y Santa Catarina. En el
Pantanal, se están inyectando recursos considerables para el manejo y uso turístico de parques y, en el
Amazonia se está concluyendo la primera etapa del Programa de Desarrollo Turístico del Amazonia,
íntegramente volcado a fomentar el uso de los parques nacionales y estatales de la región. Brasil,
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desde 1995, ha invertido más de 500 millones de dólares asociados al turismo en áreas protegidas por
medio de estos programas deberán dar frutos en los próximos años. Pero esa iniciativa no es exclusiva
de Brasil, se repite en el Ecuador, en las islas Galápagos, en América Central con la Ruta Maya y otras
iniciativas y, próximamente, en los países andinos, con la anunciada Ruta Inca.

Los múltiples impactos económicos de los recursos
de la biodiversidad

Años atrás, el Gobierno de Costa Rica exploró la posibilidad de obtener un préstamo del BID, por un
valor de 80 millones de dólares para estudiar la biodiversidad de la región de Guanacaste. Según la
propuesta, la experiencia y las expectativas del INBIO (Instituto Nacional de Biodiversidad) para ese
momento (ver Reid et al, 1993), daba garantías que la operación era económicamente viable. Sin
embargo, el BID no estaba preparado en esa época para embarcarse en un proyecto tan atrevido y la
gestión se abortó. Pero una iniciativa de tal magnitud en un país pequeño, demuestra cuán importante
puede ser el tema de la biodiversidad.

¿Cuánto vale la biodiversidad? No existe respuesta precisa para esa pregunta. Se sabe que vale mu-
chísimo. No sólo como bienes de consumo, como los que generan las áreas protegidas de uso directo,
sino como opciones que en el futuro pueden transformarse en negocios multi-millonarios. En Brasil,
el aporte de la biodiversidad (natural) está oficialmente estimado en 5% del PIB, donde 4% proviene
de la explotación forestal y 1% de la pesca. Pero eso, aunque importante, es una evaluación bastante
inferior a la real, pues ignora la mayor parte de los beneficios de la biodiversidad y apenas valora su
uso destructivo o degradante. Como ya se sabe, un país no resulta más rico después de transformar en
madera sus bosques, ya que en realidad queda más pobre. Eso es algo que las cuentas nacionales y
corporativas deben registrar y que, pese a la existencia de metodologías por parte de los gobiernos
(Solórzano et al, 1991) y las empresas (Ditz et al, 1995) para hacerlo, se resisten a aplicar.

La importancia mundial de la biodiversidad, en su sentido más amplio5 , ha sido estimada en 33 trillones
de dólares por año, según datos de Constanza (1997), es decir, una cifra mayor que el PIB mundial
estimado entonces en 29 trillones de dólares. Obviamente, esta cantidad no se transforma en dinero
para los países o para la población que posee esos recursos, sino que existen mecanismos especia-
les para ello. Para la mayor parte de cada dólar producido por la vida natural todavía no existen
esos mecanismos. Pero, todo indica que serán construidos progresivamente, en forma de pago por
servicios –como son agua y fijación de carbono– cuando se implemente plenamente el Protocolo de

5 El concepto de biodiversidad , en su versión más amplia, incluye no sólo las especies y la diversidad
genética que contienen, sino que acumula los conceptos de biocenosis, ecosistemas y biomas, así
como los bienes y servicios que en sus diversos conjuntos proveen. Tomado de esa forma, el concepto
de “biodiversidad” descontando el mundo inanimado, casi es un equivalente a “naturaleza”.
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Kyoto, se apliquen otras opciones, o como en cierta medida ya está ocurriendo a través del reconoci-
miento de los derechos por uso de recursos genéticos, por ejemplo, mediante la Convención sobre la
Biodiversidad.

Al margen de los usos directos de la biodiversidad para bienes y servicios ambientales globales, ésta
tiene un enorme potencial como material genético y bioquímico ampliamente considerado por la
biotecnología. En agricultura, piscicultura, silvicultura y ganadería es enorme y creciente el uso de
genes obtenidos de especies salvajes para elevar la productividad o defender cultivos y crianzas contra
enemigos naturales o condiciones físicas adversas. Basta tomar en cuenta que el monumental negocio
de los transgénicos, cuyas ventas ya deben superar los 100 billones de dólares anuales, depende, en
última instancia de la naturaleza. Por otra parte, Reid et al (1993) recuerdan que 25% de los fármacos
que se usan en EE.UU. son extraídos o derivados de las plantas. La venta de esos productos alcanzó
16 billones de dólares en 1990. En los demás países desarrollados ese valor llegó a ubicarse en 43
billones de dólares para 1989. Por eso, la voluntad de pagar por parte de las empresas farmacéuticas
por la conservación de una hectárea de tierra en los núcleos de mayor diversidad biológica en el
mundo “hotspots” es elevada. Por ejemplo, Simpson (1997) indica que esas empresas están dispues-
tas a pagar US$ 2,29/ha/año para conservar muestras de la Amazonia ecuatoriana. Esa sola cifra, que
representa apenas el valor asignado a un fragmento de los valores de la biodiversidad, es mayor a lo
que invierten la mayoría de los países de América Latina por cuidar sus áreas protegidas (James et al,
1999). Pero, en la realidad, cada planta o animal es una posibilidad de contribuir a resolver, directa o
indirectamente, los más diversos problemas humanos actuales o futuros. Otra noción del valor de la
biodiversidad viene dado por una evaluación de NNUU, que estimó la “bio-piratería” (derechos o
royalties  no pagados) en agricultura y farmacia está cerca de los 5,4 billones de dólares anuales,
esencialmente adeudados a países en vías de desarrollo (UNDP, 1996).

Aprovechar la biodiversidad para el mejoramiento genético y control biológico, para la industria bio-
farmacéutica, bioquímica o como modelo para invenciones humanas, requiere de grandes inversio-
nes en investigación científica. Por ejemplo, ya en 1991 se estimó que las empresas farmacéuticas
estadounidenses invirtieron, en promedio, US$ 231 millones para colocar una nueva droga en el
mercado (DiMasi et al., 1991). Sobre la base de la experiencia de las grandes empresas privadas, y
como resultado de las nuevas evidencias sobre el valor de la biodiversidad para el futuro de la huma-
nidad, los gobiernos de América Latina están, aunque de forma tímida, implementando mecanismos
que les permitirán controlar, estimular y aprovechar en cada país este tipo de beneficios de la
biodiversidad. El Inbio de Costa Rica fue pionero y, ahora, muchos países tienen instituciones equi-
valentes y legislaciones estrictas6  contra la bio-piratería. Brasil estableció en 1994 el Pronabio

6 Algunas de esas leyes son tan estrictas que se han convertido en un severo obstáculo para la investi-
gación científica y, en cierto modo, en un fuerte estímulo a la bio-piratería.
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(Programa Nacional de Diversidad Biológica) y creó el Probio (Proyecto de Utilización Sustenta-
ble de la Diversidad Biológica Brasileña) que se inició con unos US$ 20 millones, además del
Funbio (Fondo Brasileño para la Biodiversidad) con US$ 20 millones (Brasil, MMA, 1998). Estos
mecanismos lega les e institucionales trabajan, cada vez más, en las áreas protegidas.

Las áreas protegidas conservan lo que equivale a lo “más y mejor” de la biodiversidad. Es más, las
áreas protegidas de uso indirecto son creadas esencialmente para proteger muestras representativas y
viables de la biodiversidad que es eliminada o degradada, progresiva o brutalmente, involuntaria o a
propósito, del resto del planeta. Es decir, la biodiversidad se está concentrado en las áreas protegidas,
sean éstas terrestres o acuáticas y, es de esperar, que antes de que la población mundial alcance su
punto de equilibrio serán los únicos lugares donde sobrevivirán la mayor parte de los recursos genéticos.
Por eso, su valor futuro como fuente de material genético será enorme.

En un estudio sobre costos de mantenimiento de la red mundial de áreas protegidas, se llegó a la
conclusión de que costaría 45 billones de dólares por año, pero la pérdida de esos bienes y servicios
por destrucción del hábitat costaría entre 4.400 y 5.200 billones de dólares, concluyendo que prote-
ger esas áreas es un excelente negocio (Balmford et al, 2002). Un estudio sobre costos de creación y
manejo de áreas protegidas realizado para 30% de la Amazonia brasileña –unos 126 millones de
hectáreas– demostró que la implementación costaría 7,7 billones de dólares, y que el costo por man-
tenimiento sería de 99 millones de dólares el primer año y 91 millones de dólares los subsiguientes
(Funatura, 1992). El costo de implementación está conformado, esencialmente, por la compra de la
tierra (96%). Eso es, ciertamente, mucho dinero, pero como se verá más adelante se confirma que
puede ser un negocio rentable para el país, al menos en el mediano plazo.

Fijación de carbono: El gran negocio del futuro

El efecto invernadero es, probablemente, la mayor amenaza natural para el planeta. Existen eviden-
cias irrefutables de que el fenómeno es real, y existen evidencias razonables de que su impacto puede
ser enorme para la economía humana. Las dudas y discusiones giran en torno a las causas y responsa-
bilidades y, también, en torno a la magnitud y velocidad del proceso. Obviamente, también se discute
quién y cómo se pagará la cuenta. Todo salió del ámbito científico y se encuentra hoy en día en el
ámbito político-económico. El político está encuadrado esencialmente por la Convención Marco so-
bre Cambios Climáticos, firmada en 1992 y el conocido Protocolo de Kyoto, firmado en 1997. El
ámbito económico está señalizado por algunos países, organizaciones de la sociedad civil y empresas
privadas que, sin esperar los mecanismos oficiales internacionales, ya lo están realizando o forzando
su implementación de la Convención. Esto es así, porque el pago por la fijación de carbono o por la
limitación de sus emisiones, implica mucho dinero y muchas oportunidades. Para la economía de las
áreas protegidas interesa el primer tema, el de la fijación del carbono. En Brasil 59% de las emisiones
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de dióxido de carbono provienen del cambio en el uso de la tierra –que se inicia con grandes “que-
mas”–, 32% viene del consumo energético y 9% de la agricultura (Chandler et al, 2002). Las áreas
protegidas también son una alternativa a las emisiones por cambio de uso de la tierra.

A nivel mundial, las regiones terrestres que más estoquean carbono son los bosques boreales (559GT),
seguidos por los tropicales (428 GT) a los que hay que sumar las sabanas tropicales (330GT). Estos
dos biomas tropicales juntos, suman 31% del estoque global de carbón en la vegetación (IPCC, 2000).
La mayor parte se encuentra en América Latina, especialmente en Brasil, cuyo paisaje está dominado
por bosques tropicales (Amazonia, Bosque Atlántico) y por sabanas (Cerrado, Caatinga). Por eso, se
han desarrollado esfuerzos para valorar esos servicios, cuyos resúmenes se observan en el Cuadro 3
para la Amazonia brasileña. Los cálculos para llegar a esos resultados son extraordinariamente com-
plejos pues dependen del enfoque usado y de múltiples variables, desde el volumen de carbono que
cada tipo forestal contiene, hasta cómo estimar la voluntad de pagar por controlar el efecto invernade-
ro y el valor que se asignaría a la tierra para usos alternativos (Seidjo and Sohngen, 2000; IPCC,
2000). Por eso, esas cifras son apenas indicativas, pero aún así son significativas. Schneider (1993),
por ejemplo, usando diferentes variables indica que el valor líquido por hectárea puede ir de
US$ 4.950, en base a la tasa de carbono cobradas en Suecia y Holanda (US$ 45/TC) hasta sólo
US$ 198, usando el estimado menor del daño marginal causado por el efecto estufa (US$ 1,8/TC).
Apenas para demostrar la enorme variabilidad de los resultados, el propio Schneider menciona que
los valores pueden llegar hasta US$ 28.300/ha si se usa la variable extrema (Alemania, que en la
época valuaba en US$ 100 cada tonelada de carbono fijada). En el Cuadro 3 se utiliza, para el valor
mayor indicado, el estimado medio del daño marginal (US$ 7,3/TC).

Los instrumentos que están siendo estructurados por políticos y economistas son, precisamente, los
necesarios para aquellos que emiten carbono en proporciones significativas compensen a los que lo
fijan o lo retienen en la vegetación. Se trata de crear incentivos económicos (Dower y Zimmerman,
1992) e instrumentos de mercado para proteger la atmósfera, por ejemplo los “certificados de
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carbono”, de forma de garantizar que, al final, los beneficios generados lleguen, efectiva y equitativa-
mente, a los que conservan el recurso. Parece simple pero no lo es. Existe, por ejemplo, una gran
discusión comparando los bosques en crecimiento –las plantaciones forestales, los bosques secunda-
rios– y los bosques maduros, que teóricamente no crecen. Los primeros acumulan carbono porque
crecen, pero los otros, si son quemados o destruidos lanzan al aire grandes cantidades de carbono. La
verdad no es tan clara y, ahora, ambos tipos de bosques están siendo considerados entre los instru-
mentos en preparación. Goldemberg7  hace un cálculo muy simple, pero ilustrativo, para estimar el
valor de los certificados de carbono. Si, en promedio, por cada 15.000 Km. recorridos un automó-
vil emite una tonelada de carbono y si una hectárea reforestada fija 10 t. de carbono/año –durante
10 años–, apenas una hectárea reforestada compensa las emisiones de toda la vida útil de 10 auto-
móviles. Considerando el costo de la reforestación en US$ 1.000/ha, cada automóvil debería pagar
US$ 100 para compensar sus emisiones. Con 100.000 hectáreas plantadas por año se compensaría la
entrada en servicio de un millón de automóviles nuevos por año. El mismo cálculo puede hacerse
para cualquier fuente emisora de carbono y de vegetación. En el caso de los bosques naturales, por
ejemplo, disminuirá el volumen de carbono extraído, pero debe tomarse en cuenta por un lado el que
no es lanzado a la atmósfera y, por el otro que el costo por hectárea es mucho menor. Pero, existen
muchas otras formas, en su mayoría más complejas, de estimar el valor de los certificados de carbono.

Cada día hay más ejemplos de la aplicación de los criterios arriba mencionados. Algunos son oficiales,
como la llamada “implementación conjunta” de la Convención sobre cambio climático (Zollinger y
Dower, 1996; IDB, 2000; Forum Brasileiro de Mudanças Climáticas, 2001) que forma parte del
llamado Mecanismo de Desarrollo Limpio. Otros, son iniciativas privadas, de las que también hay
varias que están en operación en Brasil. Merece mención el caso de la Peugeot, que con apoyo de la
Fundación Natura está invirtiendo US$ 12 millones para la conservación de bosques naturales y
reforestación de 5.000 hectáreas con especies nativas en áreas degradadas dentro de propiedades de la
empresa, en la parte amazónica de Mato Grosso, como una forma de compensar las emisiones que
sus automóviles producen en el país. La Sociedade de Pesquisa para a Vida Selvagem (SPVS), de
Curitiba, ha obtenido más de US$ 18 millones por parte de tres grandes empresas norteamericanas
para preservar relictos forestales de la costa de Paraná, como compensación por las emisiones de CO2

en el país de origen. Existe también, entre otros ejemplos, el caso de una organización no guberna-
mental, en el Estado de Tocantins, que recibe recursos de la AES Barry Foundation de Inglaterra para
los mismos fines en el Parque Nacional de Araguaia y en su entorno, pretendiendo acumular 25
millones de toneladas de carbono en 25 años. También en Tocantins, se está desarrollando el primer
proyecto de secuestro de carbono a nivel municipal, en la ciudad de Palmas y su periferia, utilizando
el comercio de certificados o créditos de carbono. Mediante la preservación de 3.700 hectáreas de

7 Comunicación personal (05 de mayo de 2000) del Profesor José Goldemberg de la Universidad
de San Pablo.
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vegetación de Cerrado y bosque ribereño, y la reforestación de 1.800 hectáreas degradadas y 300
hectáreas en jardines y plazas, se fijarán 246.000 t. de carbono en 15 años. Estos esfuerzos particula-
res existen en casi toda América Latina, especialmente en Costa Rica, Guatemala, Perú y Ecuador.

En conclusión, lo importante para efectos del tema abordado, es que los bosques naturales y otros
biomas tienen un valor potencial enorme, mucho mayor que el otorgado por los usos convencionales
actuales, como la explotación maderera agotante o su conversión a pastos o agricultura de baja inten-
sidad. Ese valor puede resultar en dinero efectivo, periódicamente, para quien conserva esa vegeta-
ción o la usa en forma verdaderamente sustentable8 . Las áreas protegidas, en ese sentido, son
importantísimos proveedores de ese servicio, además de que por medio de los nuevos mecanismos es
posible auto-financiar su propia conservación, sin recargar el erario nacional y, si el precio es justo,
inclusive podrían generar “lucro”.

Agua y energía

Las áreas protegidas tienen un potencial considerable en torno al ciclo o régimen de las aguas, la
calidad de éstas y la regularidad del flujo hídrico. Todo eso tiene incidencia directa en la provisión de
servicios básicos para la población, en forma de agua potable para consumo y para saneamiento
urbano, industria, agricultura, piscicultura y, obviamente, para la generación de energía.

El valor atribuido al bosque natural por mantener el ciclo hidrológico en la Amazonia del Brasil, ha sido
estimado entre US$ 390/ha (Fearnside, 1997) y US$ 1.133/ha (Andersen, 1997), respectivamente, a
valores presentes de 5 y 6%. Apenas considerando su valor para prevenir inundaciones, el valor del
bosque preservado fue calculado en US$ 622/ha por año, en el caso de la Estación Ecológica de Jataí, en
San Pablo (Santos et al., s/d). La importancia de las áreas protegidas para el sector energético son reco-
nocidas desde hace mucho tiempo y, por eso, el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) mantiene
diversas áreas reservadas para ese fin. En Colombia, también, existe desde 1981 un mecanismo para que
las empresas de electricidad financien la protección de las cuencas hidrográficas correspondientes, en
parte cubierto hoy en día por el Fondo Nacional de Regalias (Rodríguez y Ponce de León, 1999).

Las áreas protegidas están localizadas, con gran frecuencia, en lugares ecológicamente sensibles de
las cuencas que, en su parte media o baja, poseen instalaciones hidroeléctricas, centros urbanos y,
obviamente, áreas agrícolas. Ahora que, debido a la creciente crisis del agua, existe el consenso en la

8 The Economist (marzo 22, 2000) reporta que una empresa está pagando US$ 7/ha. a 100 agricultores
de Iowa sólo para que mantengan sus tradiciones agrícolas, que permiten secuestrar carbono, metano
y oxido nitroso. Otro informe menciona, entre otros 20 casos, el manejo de 10.000 hectáreas de
bosque en Madhya Pradesh, en la India, que reporta un pago en efectivo de US$ 300.000/año a los
propietarios (Smith & Scherr, 2002).



DOCUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 173

región para que todos paguen un precio justo por el agua que, de una u otra forma consumen. Con
este sistema los ingresos que se recauden por derechos de uso del agua, a través o no de mecanis-
mos de mercado, retornarán a la cuenca y, en especial, serán usados para pagar por el servicio
prestado a las áreas, públicas o privadas, que no explotan directamente los recursos naturales. El
objetivo es precisamente garantizar los servicios hídricos (Dourojeanni y Jouravlev, 1999;
Dourojeanni et al., 2002). Muchas áreas protegidas, hoy con graves déficit presupuestarios,
podrían mantenerse exclusivamente con el pago por ese único servicio. Un ejemplo ilustra la
situación: el Parque Nacional de Brasilia, en el año 2000, tenía un presupuesto de operación de
un millón de reales por año y eso era, aproximadamente, lo que obtenía por concepto de ingre-
sos. Esa suma es absolutamente insuficiente para mantener el Parque que, al mismo tiempo,
genera y conserva 15% del agua potable que se usa en la capital federal. La empresa de agua de
Brasilia (CAESB) explota ese recurso desde 1961, y nunca ha devuelto ni un centavo al Parque.
El Instituto de Pesquisas Aplicadas (IPEA) calculó, en 1995, que la CAESB debería asegurar un
ingreso de 30 millones de dólares por año al Parque (Marsicano, 2000).

La nueva legislación de aguas del Brasil, como otras en toda la región, garantiza que las cuencas, y
las áreas protegidas en ellas, deben beneficiarse de los recursos provenientes de los derechos por
uso del agua. Numerosos proyectos, financiados con apoyo del Banco Mundial y, en especial, del
Banco Inter-Americano de Desarrollo, incluyen dentro del financiamiento para el saneamiento
urbano el manejo de toda la cuenca alimentadora. El pago, por los usuarios del agua, de los costos
de manejo de la cuenca, inclusive de las áreas protegidas en ella, es ahora condición indispensable
para la continuidad de estas operaciones de crédito, como en el caso de los Programas Pantanal y
Pro-Guaíba, entre otros.

Reducción de riesgos de desastres naturales y otros beneficios

Existen, claro, otros valores no consumidores generados por las áreas naturales y, en especial, en las
áreas naturales protegidas (ver Cuadro 1). El valor de evitar o disminuir significativamente el riesgo
de desastres naturales, como inundaciones, derrumbes, aluviones, avalanchas, entre otros fenóme-
nos, puede llegar a tener un valor enorme en lugares donde poblaciones y costosas infraestructuras
están en jaque. La importancia de las áreas naturales para la recarga de la napa freática está igualmen-
te demostrada. Del mismo modo, se conoce la importancia de los humedales para la auto-depuración
de las aguas. Cada uno de esos servicios ambientales se transforma en dólares por hectárea.

Otro objetivo principal de las áreas protegidas es el mantenimiento de las poblaciones de fauna terres-
tre y acuática, cuyos excedentes poblacionales se dispersan fuera de ellas, y son explotadas mediante
la caza, pesca o captura. De no existir las áreas protegidas, las poblaciones disminuirían hasta no ser
económicamente explotables. May et al (2000) reporta algunas estimaciones recientes de este efecto
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para la Amazonia, datos que han sido documentados para las últimas tres décadas (Pierret y
Dourojeanni, 1966, 1967).

¿CUÁNTO VALEN LA ÉTICA Y LA ESTÉTICA?
Como se mencionó antes, la supervivencia de la naturaleza no debería depender exclusivamente de
su valor económico. Eso es, claramente, una deformación. El gran antropocentrismo presente en la
actualidad es, en parte, producto de la necesidad derivada del crecimiento de la población y de la falta
de equidad y, sobretodo, es producto de la codicia que genera desperdicio. Nada justifica destruir los
últimos rincones naturales del planeta, cuando la mayor parte de la tierra habilitada para usos huma-
nos está sub-utilizada. Diversos estudios demuestran, por ejemplo, que apenas una de cada 3 a 5
hectáreas deforestadas en la Amazonia es utilizada anualmente, y que cada hectárea en producción
produce hasta 10 veces menos de lo que podría (Dourojeanni, 1990, Dourojeanni, 1998). Bajo esa
evidencia no se justifica destruir bosques por hectáreas adicionales, hay espacio para convivir con las
demás especies del planeta.

Existe un tímido resurgimiento de la valoración ética de las áreas protegidas, como patrimonio
natural, cultural y espiritual de cada pueblo. Así como se reconoce el derecho a amar al arte y todas
sus obras, donde el costo de su promoción y protección es asumido por el Estado, debe aceptarse
que la mayor parte de los ciudadanos también aman la naturaleza, sus plantas, animales y paisajes,
¿por qué, entonces, los Estados no pagan los costos de mantener ese patrimonio y, en cambio,
exigen su auto-sustentación?

Pensando en que las obras de arte valen mucho dinero por el mero hecho de ser consideradas como
tales, existe un grupo de visionarios que combinan, como los marchands, amor al arte con dinero.
John Forgach, un famoso banquero con inclinaciones ambientales quien opera en Brasil, inició una
charla sobre certificación forestal en Curitiba en el año 2000, reconociendo que compra y recomienda
adquirir cada hectárea de selva intacta que pueda conseguir, pues según él, cuando las selvas sean aún
más escasas, se convertirán en verdaderas joyas por las que se pagará cualquier valor que sea solicita-
do. Y en ese punto, se recombinan los valores éticos y estéticos con los puramente económicos,
incluso con la especulación.

CONCLUSIÓN

Si se reúnen y suman, para un área protegida real o hipotética, los valores mencionados en el texto
previo, resultará evidente que las áreas protegidas no sólo son importantes para la humanidad sino
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que, sus valores son reconocidos y remunerables, son un gran negocio para la nación y para los
individuos que las poseen, si son privadas. Esa suma no puede ser realizada en esta ocasión, pues en
América Latina no existe un sólo caso de áreas protegidas en las que semejante estudio haya sido
realizado ni, menos aún, puesto en práctica. Las razones para no poner en práctica esas potencialida-
des ya han sido comentadas y van desde la falta de inversiones para recibir visitantes, hasta la ausencia
de mecanismos para el pago de los servicios ambientales. Pero nada justifica no hacer un estudio
teórico, serio y debidamente consultado sobre el tema. Cualquier entidad financiera multilateral o
fuente de cooperación técnica bilateral puede, sin esfuerzo, pagar el costo de hacer un análisis econó-
mico de las potencialidades de una muestra representativa de las áreas protegidas en la región.

Algunos de los autores antes citados han llegado a un total del costo para la Amazonia brasileña,
específicamente Andersen (1997) obtiene un valor de US$ 4.481 y, para manglares, Grasso y Schaeffer-
Novelli (1999) suman US$ 4.751/ha por año. Pero esos ejemplos no son completos pues, en el prime-
ro, el uso turístico es diluido y no concentrado como en las áreas protegidas y, en el segundo, no
fueron estimados los servicios ambientales como secuestro de carbono o ciclo hidrológico. De cual-
quier modo, eso es una renta muy superior a la de la mayor parte de las especulaciones agropecuarias.
A este punto es interesante agregar que algunos autores consideran que en lugar de resarcir indirecta-
mente a las áreas protegidas, por ejemplo a través del fomento del ecoturismo, el hacer pagos directos
para ellas podría tener un mejor resultado costo-beneficio (Ferraro and Simpsons, 2001; Ferraro, 2001).
Los autores reconocen la existencia de muchos obstáculos para aplicar esta forma de compensación.

Los tiempos están cambiando rápidamente y todo indica que será favorable para las áreas protegidas.
Los mecanismos para pagar los servicios ambientales están ya consolidados en las leyes y su implan-
tación es cosa de poco tiempo, sean internacionales, como la compensación por la fijación de carbo-
no, o nacionales, como el pago por los derechos de uso del agua. La demanda por turismo en la
naturaleza está creciendo rápidamente y los últimos eventos bélicos en el viejo mundo están canali-
zando la demanda hacia América Latina. Finalmente, las entidades financieras internacionales están
comenzando a despertar al tema del financiamiento sustantivo de las áreas protegidas.
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